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Delitos electorales en perspectiva comparada: 

México, España y Japón 

Antonio Sorela Castillo1 

Resumen 

La integridad de los procesos electorales constituye un elemento esencial para la 

legitimidad democrática. Los delitos electorales buscan prevenir y sancionar 

conductas que afectan la libertad del sufragio, la igualdad en la competencia política 

y la autenticidad de los resultados electorales. Este artículo analiza 

comparativamente la regulación y aplicación del derecho penal electoral en México, 

España y Japón, incorporando jurisprudencia constitucional, casos reales y análisis 

institucional. A partir de un enfoque jurídico-comparado se identifican similitudes 

estructurales y diferencias en los mecanismos de sanción y prevención. 

Palabras clave: Delitos electorales, derecho electoral comparado, corrupción 

electoral. 

Abstract 

The integrity of electoral processes is essential for democratic legitimacy. Electoral 

crimes aim to prevent and punish conduct that undermines the freedom of suffrage, 

equality in political competition, and the authenticity of election results. This article 

comparatively analyzes the regulation and application of electoral criminal law in 

Mexico, Spain, and Japan, incorporating constitutional jurisprudence, real-world 

cases, and institutional analysis. Using a comparative legal approach, it identifies 

structural similarities and differences in the mechanisms for sanctioning and 

preventing. 

Keywords: Electoral crimes, comparative electoral law, electoral corruption. 

 
1 Dr. Antonio Sorela Castillo, investigador y defensor de Derechos Humanos, profesor de la 
Universidad Internacional de a Rioja, Postdoctorado en Ciencias Jurídicas y Derecho Público por la 
Universidad de las Palmas de Gran Canaria, España. 
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Introducción 

La protección del sufragio constituye uno de los principios fundamentales del 

constitucionalismo democrático. Los sistemas jurídicos contemporáneos han 

desarrollado mecanismos penales y administrativos para sancionar conductas que 

alteren la libre formación de la voluntad popular.  

En todo el mundo se ejercen conductas que atentan contra el adecuado desarrollo 

de la función pública electoral en perjuicio de la libertad, certeza, equidad, 

imparcialidad y legalidad del voto ciudadano, no obstante de ello, la mayoría de los 

Estados han regulado jurídicamente procedimientos y sanciones en el ámbito 

administrativo, sin embargo, pocos han tipificado el delito electoral. En el caso de 

España, Japón y México se legisló para reconocer capítulos especiales y en el caso 

del último se cuenta con una ley especializada en la cual se prevén conductas que 

se consideran delitos electorales, cuya sanción va más allá de una sanción 

administrativa pudiendo imponerse penas privativas de la libertad.  

El presente trabajo se divide en tres partes importantes, iniciando con el análisis del 

marco normativo comparado, conociendo cuáles son las instituciones que conocen 

y actúan sobre los delitos electorales y finalmente estudiando casos prácticos y 

criterios jurisprudenciales relevantes en los 3 países motivo de la investigación: 

España, Japón y México, precisando que en el desarrollo de la investigación se 

iniciará con la exposición del estado mexicano. 
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1. Marco normativo comparado 

Resulta importante conocer las leyes que en cada país reconocen derechos, pero 

también indentificar en que cuerpo normativo se encuentra previstas las conductas 

prohibidas, es decir, los catálogos de los tipos penales, en este apartado 

analizaremos las leyes en donde encuentran previsto los delitos electorales en 

México, España y Japón. 

 

1.1 México 

El Estado mexicano regula las conductas consideradas como delitos electorales en 

una norma especializada de carácter general, Ley General en Materia de Delitos 

Electorales (LGDE, 2014), que tipifica conductas que en algunos casos se requiere 

una calidad especial como sujeto activo: servidor público, funcionario electoral, 

funcionario partidista o al candidato, servidor público electo, precandidato, 

candidato o a los organizadores de actos de campaña, ministros de culto religioso, 

magistrados electorales, consejeros electorales, etc. Las siguientes conductas son 

algunas de las que se consideran como delitos:  

 Votar a sabiendas de que no se cumple con los requisitos de la ley. 

(cincuenta a cien días multa y prisión de seis meses a tres años) 

 Ejercer cualquier tipo de violencia contra una mujer, que afecte el ejercicio 

de sus derechos políticos y electorales, o el desempeño de un cargo 

público. (cuatro a seis años de prisión y de 200 a 300 días multa) 

 Alterar en cualquier forma, sustituir, destruir, comercializar o hacer un uso 

ilícito (en su calidad de funcionario electoral) de documentos relativos al 

Registro Federal de Electores, Padrón Electoral o Lista de Electores. 

(doscientos días multa y prisión de dos a seis años) 

 Realizar o distribuir (en su calidad de funcionario partidista o al candidato) 

propaganda electoral durante la jornada electoral. (cien a doscientos días 

multa y prisión de dos a seis años) 
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 Coaccionar o amenazar (siendo servidor púbico) a sus subordinados para 

que participen en eventos proselitistas de precampaña o campaña, para 

que voten o se abstengan de votar por un candidato, partido político o 

coalición. (doscientos a cuatrocientos días multa y prisión de dos a nueve 

años) 

 No se presentarse, sin causa justificada a juicio de la Cámara, Asamblea 

Legislativa o Cabildo respectivo, las personas que fueran electas a un 

cargo de elección popular a desempeñar el cargo, dentro del plazo 

previsto para tal efecto en el ordenamiento jurídico respectivo. 

(suspensión de sus derechos políticos hasta por seis años) 

 Alterar o participar en la alteración del Registro Federal de Electores, 

Padrón Electoral o Listado de Electores o participe en la expedición ilícita 

de una o más credenciales para votar con fotografía. (sesenta a 

doscientos días multa y prisión de tres a siete años) 

 Presionar durante el desarrollo de actos propios de su ministerio, el 

sentido del voto o inducir expresamente al electorado a votar o abstenerse 

de votar por un candidato, partido político o coalición. (cien hasta 

quinientos días multa) 

 Hacer proselitismo o presionar a los electores el día de la jornada de 

consulta popular, en el interior de las casillas o en el lugar en que se 

encuentren formados los votantes, con el fin de orientar el sentido de su 

voto o para que se abstenga de emitirlo. (cien días multa y prisión de seis 

meses a tres años) 

 

Como se puede advertir, ciertas conductas requieren una calidad especial como 

sujeto activo y otras más pueden realizarlas cualquier persona, ahora bien, es 

importante advertir que apenas el año 2020 se tipificó la violencia política contra las 

mujeres en razón de género, ampliándose con ello las hipótesis delictivas que no 

estaban previstas, sin embargo, se encuentra pendiente varias iniciativas respecto 

a conductas que atentan contra la democracia mexicana como por ejemplo: la 

usurpación de candidaturas reservadas para grupos históricamente discriminados 
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como personas indígenas, la manipulación algorítmica en redes sociales, el uso de 

deepfakes, la financiación mediante criptomonedas no rastreables, el turismo 

electoral automatizado, sin olvidar lapresión psicológica que se puede ejercer de 

manera digital. 

 

1.2 España 

El Estado español tiene una peculiaridad en sus leyes, a diferencia de México, 

España no cuenta con una ley especializada en delitos electorales, la regulación de 

los tipos penales electorales se encuentran previstos en la Ley Orgánica del 

Régimen Electoral General (LOREG, 1985), ley sustantiva en todo lo relacionado 

con el derecho a votar y ser votados. 

Algunas de las conductas consideradas como delitos las encontramos en el Capítulo 

VIII “Delitos e infracciones electorales”, del artículo ciento treinta y cinco al ciento 

cincuenta, siendo las más comunes las siguientes: 

 Siendo funcionario público, incumpla las normas legalmente establecidas 

para la formación, conservación y exhibición al público del censo electoral. 

(de seis meses a dos años de prisión y de multa de seis a veinticuatro meses) 

 En su carácter de funcionario público abuzando de su su oficio o cargo: 

cambie, oculte o altere, de cualquier manera, el sobre o papeleta electoral 

que el elector entregue al ejercitar su derecho. (prisión de tres a siete años y 

multa de dieciocho a veinticuatro meses)  

 Siendo particular (cualquier persona) vulnere los trámites establecidos para 

el voto por correo. (prisión de tres meses a un año o la de multa de seis a 

veinticuatro meses)  

 Voten dos o más veces en la misma elección o voten sin capacidad para 

hacerlo (prisión de seis meses a dos años, multa de seis meses a dos años 

e inhabilitación especial para empleo o cargo público de uno a tres años) 

 En su calidad de Presidente o Vocales de las Mesas Electorales dejen de 

concurrir o desempeñar sus funciones, las abandonen sin causa legítima o 
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incumplan sin causa justificada las obligaciones de excusa o aviso previo que 

les impone esta Ley. (prisión de tres meses a un año o multa de seis a 

veinticuatro meses)  

 Los miembros en activo de las Fuerzas Armadas y Seguridad del Estado, de 

las Policías de las Comunidades Autónomas y Locales, los Jueces, 

Magistrados y Fiscales y los miembros de las Juntas Electorales que 

difundan propaganda electoral o lleven a cabo otras actividades de campaña 

electoral. (prisión de seis meses a dos años y la de multa de seis meses a 

una año) 

 Cualquier persona que por medio de recompensa, dádivas, remuneraciones 

o promesas de las mismas, soliciten directa o indirectamente el voto de algún 

elector, o le induzcan a la abstención. (prisión de seis meses a tres años o 

multa de doce a veinticuatro meses) 

 Perturben gravemente el orden en cualquier acto electoral o penetren en los 

locales donde éstos se celebren portando armas u otros instrumentos 

susceptibles de ser usados como tales. (prisión de tres a doce meses o la 

multa de seis a veinticuatro meses)  

 Culaqueir acto de calumnia e injuria en período de campaña electoral y con 

motivo u ocasión de ella. (las penas privativas de libertad previstas al efecto 

en el Código Penal se impondrán en su grado máximo).  

 En su calidad de administradores generales y de las candidaturas de los 

partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores que falseen 

las cuentas, reflejando u omitiendo indebidamente en las mismas 

aportaciones o gastos o usando de cualquier artificio que suponga aumento 

o disminución de las partidas contables. (prisión de uno a cuatro años y multa 

de doce a veinticuatro meses) 

Las sanciones por delitos electorales en España incluyen: 

 Nulidad de la elección del candidato 

 Pérdida del cargo público 

 Prohibición de competir electoralmente por varios años 

 Penas de prisión y multas. 
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1.3 Japón 

La legislación electoral japonesa se encuentra en la Public Offices Election Act “Ley 

de Elecciones para Cargos Públicos” (Ley N° 100 de 1950) considerada una de las 

más estrictas del mundo. 

La ley japonesa al igual que la española, contempla conductas consideradas como 

delitos electorales en su ley electoral y no así en su ley penal, a partir del Capítulo 

16 “Sanciones”, de los artículos 221 al 249, considerando como delitos electorales 

las siguientes conductas las más comunes:  

 Cualquier persona que con la intención de obtener, asegurar o impedir la 

elección, se ofrecen, prometen o proporcionan dinero, bienes u otros 

beneficios patrimoniales o cargos públicos o privados a un elector o a un 

activista electoral, o cuando se ofrece, promete o proporciona 

entretenimiento u hospitalidad (prisión de hasta tres años o con una multa de 

hasta 500.000 yenes) 

 Cualquier persona que porte un arma de fuego, espada, garrote o cualquier 

otro objeto capaz de matar o herir a una persona en relación con una elección 

(prisión de hasta dos años o con una multa de hasta 300.000 yenes) 

 Cuaquier persona que, ya sea mediante discurso, periódico, revista, folleto, 

telegrama, cartel o cualquier otro medio, motive a otra persona a cometer un 

delito según los artículos 221 , 222 , 223 , 225 , 228 , 229 , 230 , 231 o 232. 

(prisión de hasta un año o multa de hasta 300.000 yenes) 

 Cualquier persona que, con la intención de obtener o provocar la obtención 

de una elección, haga pública información falsa sobre el estado, la ocupación 

o los antecedentes de un candidato a un cargo público o de una persona que 

pretenda ser candidato a un cargo público (prisión de hasta dos años o con 

una multa de hasta 300.000 yenes) 

 Si un periódico o revista menoscaba la imparcialidad de una elección en 

violación de la cláusula del artículo 148, párrafo 1 (incluidos los casos en que 

se aplique mutatis mutandis en el artículo 201-15, párrafo 1), la persona que 

efectivamente editó el periódico o revista o la persona que administró el 
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periódico o revista será castigada. (prisión de no más de dos años o una 

multa de no más de 300.000 yenes) 

 Cualquier persona que, con la intención de obtener o hacer que alguien 

obtenga o haga que alguien obtenga la elección, haga un nombre, 

designación o condición falsos y se comunique por medio de correo, 

telegrama, teléfono o internet. (prisión de hasta dos años o con una multa de 

hasta 300.000 yenes) 

 Toda persona que cause la publicación o difusión de un anuncio en violación 

de lo dispuesto en el artículo 235-6, párrafo 1 del artículo 152. (multa de no 

más de 500.000 yenes) 

 Quien emita un voto sin ser elector (prisión de hasta un año o con una multa 

de hasta 300.000 yenes) 

 Quien siendo funcionario público del gobierno nacional o local que pretenda 

convertirse en candidato a un cargo público  salude a los votantes en relación 

con las elecciones en el distrito electoral aprovechando la oportunidad de un 

viaje oficial o asistiendo a reuniones u otras concentraciones en el curso de 

las funciones oficiales o proporcione o prometa proporcionar a cualquier 

persona dentro del distrito electoral algún beneficio especial relacionado con 

las elecciones. (prisión de hasta dos años o una multa de hasta 300.000 

yenes) 

 Quien publique el progreso o los resultados de un concurso de popularidad 

en contravención de lo dispuesto en el artículo 242-2 o el artículo 138-3. 

(prisión de hasta dos años o multa de hasta 300.000 yenes) 

 Cualquier persona que realizar gritos repetidos con fines de campaña 

electoral, salvo que se realice en un lugar de discursos o en un espacio para 

discursos callejeros (incluidos los discursos), o si se realiza en un vehículo o 

embarcación utilizada para la campaña electoral, pero solo entre las 8:00 y 

las 20:00 horas. (prisión de hasta dos años o con una multa de hasta 500.000 

yenes) 
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Las sanciones por delitos electorales en Japón incluyen: 

 Nulidad de la elección del candidato 

 Pérdida del cargo público 

 Prohibición de competir electoralmente por varios años 

 Penas de prisión y multas. 
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2.- Instituciones que conocen sobre los Delitos Electorales en México, España 
y Japón 

 

En cada país sus sistemas jurídicos tienen su propia particularidad, normalmente 

varios Estados armonizan sus normas de acuerdo a las regiones: África, América, 

Asía, Europa y Oceanía, no obstante de ello, podemos encontrar coincidencias, en 

esta parte de la investigación nos centraremos en analizar los órganos 

administrativos y jurisdiccionales que conocen sobre las conductas consideradas 

como delitos electorales. 

 

2.1 Instituciones en México 

El sistema jurídico mexicano reconoce diversas instituciones que son las 

encargadas de prevenir, investigar y sancionar las conductas ilícitas.  

Ahora bien, en materia de delitos electorales las instituciones que son las 

encargadas son: las policías (municipales, estatales, guardia nacional y policías de 

investigación criminal de las fiscalías), las Fiscalías Especializadas en materia de 

Delitos Electorales (estatales y de la Fiscalía General de la República), los 

Tribunales del Poder Judicial de la Federación y de los tribunales de las 32 

entidades federativas. 

2.1.1 Instituto Nacional Electoral (INE) y los Organismos Públicos Locales 

Electorales (OPLE´s) 

El INE es la autoridad administrativa encargada de organizar las elecciones 

federales y garantizar el cumplimiento de las normas electorales y también existen 

32 órganos locales que cumplen la función del INE pero en cada entidad federativa. 

Entre sus funciones del INE destacan: 

 Organizar los procesos electorales federales. 
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 Administrar el padrón electoral. 

 Fiscalizar los recursos de los partidos políticos. 

 Promover la educación cívica y la participación ciudadana (Córdova & 

Murayama, 2015). 

Aunque el INE no tiene facultades para sancionar penalmente delitos electorales, 

puede detectar irregularidades y presentar denuncias ante la fiscalía 

correspondiente. 

 

2.1.2 Las policias 

En México, existen al menos 4 mandos de cuerpos policiales que, de acuerdo al 

artículo 132 del Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP), deben 

coordinarse para atender adecuadamente la seguridad, siendo: Guardia Nacional, 

Policía Estatal, Policía Municipal y Policías de investigación Criminal dependientes 

de la Fiscalía General de la República y de las fiscalías o procuradurías de las 

entidades federativas.  

Bajo esta tesitura, cada policía tiene funciones y obligaciones diferentes, de acuerdo 

a lo que prevé el CNPP y las leyes orgánicas de cada institución, entre las que 

coinciden se muestran algunas: 

 Recepción de denuncias 

 Atención a víctimas 

 Dar apoyo en diligencias Ministeriales  

 Resguardar inmuebles asegurados 

 Preservar y en su caso procesar los indicios 

 Detención en flagrancia 

 Entrevisar a testigos 

Las policías mexicanas son capacitadas en diversas materias, especialmente en 

temas relacionados con prevención y atención de delitos, pero muy poco 

relacionado con delitos electorales, quedando una deuda en torno a la obligación 

para que se exija especialización en esta materia.  
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2.1.3 Fiscalía Especializada en materia de Delitos Electorales 

La principal autoridad encargada de investigar y perseguir los delitos electorales es 

la Fiscalía Especializada en materia de Delitos Electorales, órgano que forma parte 

de la Fiscalía General de la República, ahora bien la Ley General de Delitos 

Electorales exige la creación de fiscalías especializadas en cada entidad federativa, 

lo cierto es que varios Estados no han cumplido dicha obligación y simplemente han 

designado a una persona se encargue de integrar carpetas de investigaciones sobre 

denuncias de delitos electorales, incluso en ocasiones atiende otros delitos sin 

contar con un equipo especial. 

Esta institución tiene como funciones principales: 

 Recibir denuncias por la probable comisión de delitos electorales. 

 Integrar carpetas de investigación. 

 Ejercer la acción penal ante los tribunales competentes. 

 Promover la cultura de la legalidad electoral mediante campañas de 

prevención. 

La fiscalía electoral también colabora con autoridades federales y locales para 

investigar conductas ilícitas durante los procesos electorales. 

2.1.4 Tribunales jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación y tribunales de 

las Entidades federativas  

En el Estado mexicano encontramos que dentro del Poder Judicial de la Federación 

existen jueces y magistrados en materia penal que conocerán de los asuntos 

relativos a delitos electorales: Jueces de Distrito, Magistrados de Tribunales 

Colegiados de Circuito y de manera excepcional la propia Suprema Corte de Justicia 

de la Nación.  

Por cuanto hace a las entidades federativas, cada tribunal local cuenta con jueces 

especializados en materia penal denominados “jueces de control, jueces de juicio 

oral y jueces de ejecución penal, así también existen magistrados que son los que 

revisan en segunda instancia los recursos presentados contra los jueces, sin 
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embargo, la mayoría no son especializados en materia penal, es decir, conocen de 

todas las materias a excepción de temas electorales, administrativos y agrarios.  

Históricamente todas las personas juzgadoras tenían que cumplir ciertos requisitos 

para ocupar dichos cargos, especialmente cursos adecuados en materia penal 

(hasta antes de la reforma judicial de 2024, en donde ya no se requiere carrera 

judicial,pues los cargos de las personas juzgadoras se elegirán en todo el país de 

acuerdo al voto popular), sin embargo, ninguna norma mexicana exige la 

especialización para que quienes van a impartir justicia en tema de delitos 

electorales, esto es muy preocupante, si bien, la LGMDE exige la creación de 

Fiscalías Especializadas, no se prevé dicha exigencia para las personas 

juzgadoras, no obstante que la materia electoral no es parte de su día a día, en 

virtud que esa materia es reservada para tribunales electorales. 

 

2.1.5 Importancia de la coordinación institucional 

El combate a los delitos electorales requiere la coordinación entre autoridades 

administrativas, jurisdiccionales y penales. La colaboración entre las policías, el 

Instituto Nacional Electoral, los OPLES, la fiscalía especializadas en delitos 

electorales y por supuesto los órganos jurisdiccionales permitirá construir un 

sistema integral de justicia que fortalece la transparencia y la legitimidad de los 

procesos democráticos.  

Además, la participación ciudadana mediante la denuncia de conductas ilícitas 

constituye un elemento fundamental para garantizar la integridad electoral. 

 

2.2 Instituciones en España 

En España, los delitos electorales se encuentran regulados como ya se apuntó en 

la Ley Orgánica del Régimen Electoral General, que establece las conductas ilícitas 
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relacionadas con las elecciones y determina las instituciones encargadas de su 

vigilancia, investigación y sanción.  

Podemos decir, que las instituciones que conocen de conductas reprochables en 

materia penal electoral es la Junta Electoral Central, el Ministerio Fiscal, los órganos 

judiciales y las fuerzas de seguridad del Estado.  

 

2.2.1 La Junta Electoral Central  

Es el órgano superior de la administración electoral en España. Su función principal 

consiste en garantizar la transparencia y objetividad de los procesos electorales, así 

como velar por el cumplimiento de la normativa electoral (Arnaldo Alcubilla, 2016). 

Entre sus atribuciones destacan: 

• Interpretar la normativa electoral. 

• Resolver reclamaciones y consultas durante los procesos electorales. 

• Supervisar la actuación de las juntas electorales provinciales y de zona. 

• Garantizar la igualdad de condiciones entre las candidaturas. 

Aunque este organismo no actúa como tribunal penal, puede imponer sanciones 

administrativas y remitir a las autoridades judiciales aquellos casos que puedan 

constituir delitos electorales. 

 

2.2.2 Las fuerzas y cuerpos de seguridad 

Las investigaciones iniciales de posibles delitos electorales suelen ser realizadas 

por las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado, por lo general la Policía Nacional 

y la Guardia Civil. 

Estas instituciones pueden recibir denuncias, realizar investigaciones preliminares, 

recopilar indicios y poner los hechos en conocimiento de la autoridad judicial o del 
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Ministerio Fiscal. Su actuación resulta clave para detectar irregularidades y 

garantizar la seguridad durante los procesos electorales. 

 

2.2.3 El Ministerio Fiscal 

El Ministerio Fiscal como órgano administrativo desempeña un papel fundamental 

en la persecución de los delitos electorales. De acuerdo con su marco 

constitucional, esta institución tiene la función de promover la acción de la justicia 

en defensa de la legalidad y del interés público. 

En materia electoral, puede iniciar investigaciones sobre posibles irregularidades, 

presentar acusaciones ante los tribunales y supervisar el cumplimiento de la 

legislación electoral durante los procesos electorales (García Mahamut, 2019).  

La ley 50/1981, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal no exige la 

existencia o creación de una Fiscalía Especializada en Delitos Electorales, es decir, 

no se ha considerado capacitar y especializar a las personas encargadas de 

investigar conductas que combinan dos materias: electoral y penal, no obstante que 

las personas que trabajan en el Ministerio Fiscal solamente fueron capacitadas para 

la investigación de delitos en general más no así en esta materia que resulta de 

suma importancia la especialización. 

 

2.2.4 Los órganos jurisdiccionales 

Cuando las irregularidades constituyen delitos electorales tipificados por la 

legislación española, corresponde a los tribunales de justicia conocer del caso.  

Los juzgados de instrucción son los encargados de investigar los hechos y 

determinar la posible responsabilidad penal de los implicados. 
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En este contexto, el Consejo General del Poder Judicial ejerce la función de órgano 

de gobierno del poder judicial, garantizando la independencia de jueces y tribunales 

en el tratamiento de este tipo de asuntos. 

Las sanciones penales como se mencionaron en el primer capítulo pueden incluir 

multas, inhabilitación o penas de prisión, dependiendo de la gravedad de la 

conducta ilícita. 

El sistema de carrera judicial español no exige especialización para jueces y 

magistrados en materia penal electoral, por lo tanto quien conoce de los asuntos 

son expertos en materia penal, pero no así como ya se ha apuntado en penal-

electoral. 

 

2.3 Instituciones en Japón 

El sistema jurídico japonés se caracteriza por una regulación estricta destinada a 

preservar la transparencia y legitimidad de los procesos democráticos, para ello se 

requiere de instituciones encargadas de la prevención, investigación y sanción de 

los delitos electorales se encuentra regulada principalmente por la Ley de 

Elecciones de Cargos Públicos.  

Luego entonces, las instituciones que intervienen en el conocimiento de los delitos 

electorales en Japón son diversas, entre ellas: las comisiones electorales, las 

autoridades administrativas, los órganos policiales, la fiscalía y el poder judicial. 

 

2.3.1 Comisiones electorales 

La supervisión administrativa del proceso electoral corresponde al Central Election 

Management Council, órgano dependiente del Ministry of Internal Affairs and 

Communications. Este consejo coordina el trabajo de las comisiones electorales 

establecidas en cada prefectura y municipio. 
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Estas comisiones tienen funciones de organización electoral, vigilancia del 

cumplimiento de la legislación y recepción de denuncias relacionadas con posibles 

irregularidades. Cuando detectan indicios de delitos electorales, deben remitir el 

caso a las autoridades investigadoras (McElwain, 2018). 

 

2.3.2 Autoridades policiales 

La investigación de los delitos electorales corresponde principalmente a la National 

Police Agency y a las fuerzas policiales prefecturales. Estas instituciones se 

encargan de recabar pruebas, interrogar a los presuntos responsables y 

documentar las infracciones a la legislación electoral. 

La policía japonesa desempeña un papel relevante durante los periodos electorales, 

implementando operativos de vigilancia para prevenir la compra de votos o la 

distribución ilegal de propaganda política (Curtis, 2017). 

Aún y cuando las policías de Japón reciben una instrucción adecuada, lo cierto es 

que dentro de las materias de formación inicial y complementarias no figuran la 

atención por delitos cometidos en materia penal-electoral. 

 

2.3.3 Ministerio Público 

Una vez concluida la investigación policial, los expedientes son remitidos a la Public 

Prosecutors Office, institución encargada de ejercer la acción penal. 

Los fiscales analizan la evidencia presentada por la policía o en su caso por las 

denuncias presentadas por partidos políticos, candidatos o personas de la sociedad, 

determinan si procede iniciar un proceso penal ante los tribunales. Este sistema 

refleja la estructura del modelo japonés de persecución penal, en el cual el ministerio 

público tiene amplias facultades para decidir la procedencia de los casos (Johnson, 

2012). 
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Dentro de la ley del Ministerio Público no se prevé la certificación o especialización 

de su personal en materia penal-electoral, tampoco existe una fiscalía 

especializada. 

 

2.3.4 Organos jurisdiccionales 

La resolución final de los delitos electorales corresponde a los tribunales japoneses, 

cuyo máximo órgano es la Supreme Court of Japan. Los tribunales determinan la 

responsabilidad penal de los acusados y aplican las sanciones previstas por la 

legislación electoral. 

Las sanciones como ya se apuntó en el capítulo primero pueden incluir multas, 

penas de prisión o la inhabilitación para ocupar cargos públicos. La aplicación 

estricta de estas sanciones ha contribuido a fortalecer la confianza en el sistema 

electoral japonés (Scheiner, 2006). 

En la estructura judicial japonesa no vamos a encontrar jueces especializados en 

materia penal-electoral, ello puede resultar peligroso cuando el profesional judicial 

no está debidamente empapada en esta materia que combinan estas dos grandes 

ramas del derecho. 
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3. Casos y criterios jurisprudenciales relevantes  

Es importante revisar los criterios jurisprudenciales que se han emitido por los 

diferentes tribunales en los paises materia de la investigación, especialmente 

conocer ciertos criterios adoptados en casos reales, verificar coincidencias o en su 

caso diferencias, en este capítulo se abordaran casos de éxito en diferentes 

sentidos.  

 

3.1 Jurisprudencia en México 

Durante diversos procesos electorales recientes se han presentado investigaciones 

por violencia política contra las mujeres en razón de género, propaganda ilegal o 

intervención indebida en la jornada electoral, con denuncias y detenciones 

relacionadas con posibles delitos electorales en elecciones estatales y en el ámbito 

federal.  

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha desarrollado criterios relevantes sobre 

derechos político-electorales, por ejemplo en tema de suspensión del derecho al 

voto en procesos penales, pero no así en temas de delitos electorales. 

A continuación se expondrán casos en donde se ha ejercitado la acción penal por 

delitos electorales y se han emitido resoluciones jurisdiccionales. 

 

Caso 1.- Violencia política en razón de género contra candidata. 

a) Tribunal: Juez de Control del Tribunal de Aguascalientes, México.  

b) Tipo de delito: Violencia política en razón de género en el ámbito electoral. 

c) Hechos: Un dirigente de un partido político ejerció conductas sistemáticas de 

violencia contra una candidata de su propio instituto político durante el proceso 

electoral. Las conductas consistieron en expresiones reiteradas de carácter 

denigrante basadas en su condición de mujer, tales como afirmar que su 
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candidatura obedecía únicamente al cumplimiento de cuotas de género y que las 

mujeres carecían de capacidad para gobernar. Estas manifestaciones se realizaron 

en un contexto de subordinación partidista y tuvieron como efecto menoscabar su 

dignidad, deslegitimar su candidatura y afectar el ejercicio pleno de sus derechos 

político-electorales, particularmente el derecho a ser votada en condiciones libres 

de violencia y discriminación. 

d) Criterio jurisdiccional: El caso siguió una ruta procesal compleja que permitió fijar 

criterios relevantes: 

 • Inicialmente, el juez de control negó la vinculación a proceso, bajo el argumento 

de que no existía una afectación material, ya que la víctima continuaba siendo 

candidata. 

 • En segunda instancia (apelación), esta determinación fue revocada, 

estableciéndose que: 

 • La violencia política en razón de género no requiere la pérdida del cargo o 

candidatura para actualizarse. 

 • Basta la afectación al ejercicio libre, digno y no discriminatorio de los derechos 

político-electorales. 

 • Posteriormente, el imputado promovió medios de defensa (amparo y revisión), los 

cuales fueron resueltos en su contra, consolidando la validez de la imputación penal. 

 • Finalmente, el asunto concluyó mediante procedimiento abreviado, en el que el 

imputado aceptó su responsabilidad penal. 

e) Resultado y sanción: Se dictó sentencia condenatoria, con las siguientes 

consecuencias: 

 • Pena de 2 años y 8 meses de prisión, con ejecución en libertad. 

 • Reparación integral del daño, que incluyó: 

 • Atención psicológica para la víctima. 
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 • Tratamiento psicológico para el responsable. 

 • Indemnización por daño moral. 

 • Medidas de no repetición, como cursos de sensibilización y capacitación en 

materia de género. 

 • Servicio comunitario. 

f) Importancia: Este caso es relevante porque: 

 • Establece que la violencia política en razón de género puede configurarse aun 

cuando la víctima conserve formalmente su candidatura, ampliando la protección 

del derecho a ser votada. 

 • Refuerza el estándar de que el derecho político-electoral incluye el ejercicio libre 

de violencia simbólica, estructural y verbal. 

 • Muestra la viabilidad del uso del procedimiento abreviado en delitos electorales, 

como mecanismo que favorece la reparación integral del daño y reduce la 

revictimización. 

 • Constituye un precedente práctico sobre la judicialización penal efectiva de la 

violencia política de género, más allá del ámbito administrativo-electoral. 

 

Caso 2.- Registro de una persona occisa a un cargo de elección popular (Juez 
de Control, 2024) 

a) Tribunal: Juez de Control del Tribunal de Guerrero, México.  

b) Tipo de delito: Ocultamiento y alteración de información  

c) Hechos: el dirigente de un partido político registró a una persona fallecida a la 

presidencia del municipio de Huitzuco de los Figueroa, Guerrero. 
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d) Criterio: El juez de control vínculo a proceso al dirigente y al representante del 

partido México Avanza por el delito de ocultamiento y alteración de información, en 

ese sentido los imputados solicitaron la salida alterna denominada suspensión 

condicional del proceso, comprometiendo a cumplir las siguientes condiciones el 

pago económico consistente en $40,000 mil pesos mexicanos, además de trabajo 

en favor de la comunidad, la impartición de capacitaciones y conferencias en 

materia de prevención de los delitos electorales, así como la firma periódica ante el 

juzgado.  

e) Importancia: Este precedente consolidó la no impunidad, ejercitando acción penal 

y logrando una sentencia con diversas sanciones, dando un mensaje preventivo 

para los imputados y para el resto de la sociedad. 

 

3.2 Jurisprudencia en España 

En España se ha desarrollado doctrina y jurisprudencia relevante, procede 

principalmente del Tribunal Constitucional, Tribunal Supremo de España, así como 

de Audiencias Provinciales y Tribunales Superiores de Justicia. 

A continuación se presenta una selección de jurisprudencia relevante sobre delitos 

electorales en España: 

 

Caso 1. Incumplimiento de deberes en la mesa electoral (STS 81/2026 ) 

a) Tribunal: Tribunal Supremo, Sala de lo Penal 

b) Delito: Denegación de auxilio electoral 

c) Hechos.- En el año 2021 un hombre se negó a formar parte de una mesa 

electoral en los comicios autonómicos de Cataluña de por miedo a contagiarse 

del Covid-19, aduciendo el riesgo existente para él y su familia, a pesar de 

haberle sido rechazada esa misma excusa por la Junta electoral ante quien la 

presentó previamente y a pesar de ser debidamente informado de su obligación 
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y de las consecuencias de su incumplimiento. El condenado fue sustituido por 

un vocal suplente. Ahora bien, El Juzgado de lo Penal número 6 de Barcelona le 

condenó a una multa, si bien la Audiencia de Barcelona le absolvió al considerar 

que concurría la eximente de estado de necesidad.  Luego entonces, la fiscalía 

recurrió al Supremo. 

d) Criterio jurisprudencial: El Tribunal Supremo determinó que la no comparecencia 

injustificada de una persona designada para integrar una mesa electoral 

constituye delito electoral cuando se demuestra: notificación válida, 

conocimiento del deber cívico y ausencia de causa legítima de excusa. 

e) Relevancia: La resolución reafirma la obligatoriedad de formar parte de las 

mesas electorales cuando la excusa presentada ante la Junta Electoral ha sido 

previamente rechazada. 

f) Sanción.- 1.050 euros de multa 

 

Caso 2. Voto por correo y falsedad electoral (2021).  

a) Tribunal: Tribunal Supremo, Sala de lo Penal. 

b) Delito: Manipulación del voto por correo y falsedad documental. 

c) Hechos.- En el año 2008, los partidos políticos Partido Socialista Obrero 

Español (PSOE) y Coalición por Melilla (CpM) concurrían conjuntamente 

para el Senado en las elecciones generales que se celebraron en el mes de 

marzo. Con la finalidad de garantizarse la obtención de un mayor número de 

votos, personas de una y otra formación decidieron poner en marcha un 

sistema que les garantizaría mayor número de sufragios aprovechando a tal 

efecto la cobertura que proporcionaba la actividad que los partidos 

desarrollaban durante la campaña electoral.  

d) Criterio jurisprudencial: El Tribunal Supremo analizó conductas destinadas a 

alterar el ejercicio libre del voto mediante el uso fraudulento del voto por 

correo, señalando que tales prácticas lesionan el derecho fundamental de 

participación política reconocido en el artículo 23 de la Constitución española.  
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e) Relevancia: Define el alcance penal de la manipulación del voto por correo. 

f) Establece criterios probatorios sobre falsedad documental vinculada al 

proceso electoral. 

 

En este asunto se resolvió en casación, aún y cuando se emito sentencia 

absolutoria, fija criterio jurisprudencial. 

 

3.3 Jurisprudencia en Japón 

El Estado japones ha desarrollado diversos criterios jurisprudenciales en materia de 

delitos electorales con el objetivo de garantizar la equidad y la transparencia en los 

procesos electoral, especialmente en caso específico ratificando las normas de 

campaña y financiamiento que no deben ser violadas. Cumpliendo así el Tribunal 

Supremo como un corte de carácter constitucional, estableciendo precedentes clave 

para combatir la corrupción electoral. Por ello es interesante conocer algunos casos 

reales. 

 

Caso 1.- Compra de votos en referéndum de revocatoria (Supreme Court, 
1984) 

a) Tribunal: Supreme Court of Japan 

b) Tipo de delito: compra de votos (bribery). 

c) Hechos: Un grupo de ciudadanos ofreció dinero a votantes para influir en el 

resultado de una consulta de revocatoria de un alcalde. Los tribunales 

inferiores declararon culpables a los acusados por violar las normas de 

anticorrupción electoral previstas en la legislación electoral japonesa. 

d) Criterio jurisprudencial: La Corte Suprema confirmó la condena y estableció 

que: La entrega de dinero o beneficios para influir en el voto constituye 

soborno electoral. 
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Las normas de la ley electoral deben interpretarse de forma estricta para 

proteger la integridad del proceso democrático. 

e) Importancia: Este precedente consolidó la tolerancia cero frente al voto 

comprado y se usa como referencia doctrinal para interpretar el artículo 221 

de la legislación electoral japonesa. 

 

Caso 2.-  Responsabilidad por actos de campaña de terceros (Supreme Court, 
1997) 

a) Tribunal: Supreme Court of Japan 

b) Hechos: Un miembro de una asamblea prefectural fue elegido en 1995. 

Posteriormente, tres miembros de su equipo de campaña fueron condenados 

por ofrecer comida y bebida a votantes, lo cual constituía una violación de la 

ley electoral. 

c) Decisión: La Corte Suprema confirmó la nulidad de la elección y sostuvo la 

constitucionalidad de la cláusula de “guilt by association” (responsabilidad 

por asociación).  

d) Criterio jurisprudencial: Un candidato puede perder el cargo si personas de 

su organización de campaña cometen delitos electorales. 

La medida es válida porque garantiza elecciones justas y transparentes, base 

del sistema democrático. 

e) Importancia: Este caso es fundamental para entender el principio japonés de 

responsabilidad electoral indirecta del candidato. 

 

Caso 3.- Compra masiva de votos en elecciones nacionales (Tribunales de 
distrito y apelación, 2021) 

a) Tribunal: Tribunales de distrito y apelación 
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b) Hechos: El ex ministro de Justicia Katsuyuki Kawai entregó 

aproximadamente 28.7 millones de yenes a más de 100 políticos locales para 

favorecer la campaña de su esposa en elecciones a la Cámara Alta. 

c) Decisión: Kawai fue condenado a tres años de prisión. 

La candidata beneficiada renunció a su escaño y recibió una pena suspendida.  

d) Criterio judicial: Los tribunales consideraron que: La entrega de dinero a 

actores políticos para apoyar una campaña constituye compra de votos 

indirecta. 

e) La condena implica pérdida del cargo y prohibición de competir 

electoralmente por varios años. 

f) Importancia 

Es uno de los mayores escándalos de corrupción electoral en Japón 

contemporáneo, mandando un mensaje de no impunidad. 

Sin duda los casos reales que se vivieron en Japón demuestran el trabajo firme que 

tienen las autoridades para prevenir y erradicar los delitos electorales, 

principalmente en un país que se jacta de respetar las normas y buenas prácticas.  
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Conclusiones 

 

Primera.- Los delitos electorales constituyen una amenaza directa a la legitimidad 

democrática de cualquier país.  

Segunda.- El análisis comparado permite observar que: todos los sistemas 

protegen el sufragio como bien jurídico fundamental; las estrategias de regulación 

dependen del contexto histórico y político de cada país; la eficacia del derecho penal 

electoral depende de instituciones independientes y de una cultura democrática 

consolidada. 

Tercera.- Es importante regular conductas no previstas como delitos electorales 

que son indispensables, de lo contrario esa omisión legislativa deja como 

consecuencia la impunidad.  

Cuarta.- Se necesita capacitar y especializar a todas las autoridades que 

intervienen en la persecución e impartición de justicia sobre de delitos electorales.  

Quinta.- La comparación evidencia que la prevención de delitos electorales requiere 

no solo normas penales, sino también transparencia, educación cívica y vigilancia 

institucional y por supuesto criterios jurisprudenciales. 
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El impacto de la procuración de justicia electoral: Experiencias desde las 

fiscalías especializadas en delitos electorales 
Daniel Omar Gutiérrez Ruvalcaba2 

 
Resumen. 
 

El derecho penal electoral en México se ha convertido en un mecanismo estructural 

de garantía de derechos político-electorales. A partir de una revisión tanto teórica 

como práctica, se advierte que su intervención responde a la necesidad de atender 

conductas que afectan la integridad del proceso democrático. Desde esta lógica, se 

propone entender el bien jurídico no solo en función del voto individual, sino de la 

propia estabilidad del sistema democrático, por ello, los casos analizados muestran 

que la respuesta penal no se limita a sancionar, sino que también genera efectos 

de reparación y prevención. Además, se subraya la importancia de que su aplicación 

se mantenga dentro de límites razonables, evitando excesos punitivos que 

desnaturalicen su función. 

 

Palabras clave. 
 

Procuración, reparación, prevención, mínima intervención. 

 

Abstract. 
 
Electoral criminal law in Mexico has evolved into a structural mechanism for 

safeguarding political and electoral rights. Based on both theoretical and empirical 

analysis, its intervention is understood as a necessary response to conduct that 

undermines the integrity of the democratic process. From this perspective, the 

 
2 Maestro en Derecho Electoral por la Escuela Judicial Electoral del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación; Licenciado en Derecho por la Universidad Autónoma de Aguascalientes; 
Especialista en Derechos Humanos y Sistema Penal, y Maestro en Derecho por la Universidad 
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protected legal interest is conceived not merely in terms of the individual right to 

vote, but in relation to the stability of the democratic system as a whole. Accordingly, 

the cases examined demonstrate that criminal enforcement extends beyond mere 

punishment, also producing effects of reparation and prevention. Furthermore, it 

underscores the importance of maintaining its application within reasonable limits, 

avoiding excessive punitive expansion that may distort its fundamental purpose. 

 

Keywords. 
 

Prosecution, reparation, prevention, minimum intervention. 

 

Introducción. 
 
El presente artículo analiza la función estructural del derecho penal electoral en 

México como mecanismo de garantía de los derechos político-electorales dentro de 

una democracia constitucional. A partir de un enfoque teórico-práctico, se examina 

la evolución de la procuración de justicia electoral y su papel como instrumento de 

intervención mínima pero necesaria frente a conductas que afectan gravemente la 

integridad del proceso democrático. 

 

El estudio parte de la delimitación del bien jurídico protegido, entendido no solo 

como el voto individual, sino como la integridad del sistema democrático en su 

conjunto. Bajo esta premisa, se desarrollan diversos casos empíricos en entidades 

federativas que evidencian cómo la intervención penal ha permitido no solo 

sancionar conductas, sino también generar efectos de reparación integral, 

prevención general y fortalecimiento de la confianza institucional. 

 

Los hallazgos muestran que la procuración de justicia electoral ha dejado de ser un 

mecanismo marginal para convertirse en un componente esencial del sistema 

democrático, capaz de responder a fenómenos contemporáneos como la violencia 

política de género, la coacción del voto, la manipulación institucional y la violencia 
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digital. No obstante, el artículo advierte sobre los riesgos de una expansión punitiva 

desmedida, destacando la necesidad de mantener un equilibrio entre 

proporcionalidad, técnica jurídica y eficacia institucional. 

 
1. La naturaleza de la procuración de justicia electoral. 

 

El derecho penal electoral constituye en México una auténtica garantía para la 

defensa y el ejercicio efectivo de los derechos político-electorales. En el marco de 

una democracia constitucional, el proceso electoral no se reduce a un procedimiento 

periódico de renovación de cargos públicos; representa en realidad, la base misma 

de la legitimidad del poder. Es a través de elecciones libres y auténticas que la 

voluntad popular se expresa y se transforma en autoridad legítima. 

 

Luego entonces, sin comicios genuinos no puede hablarse de soberanía popular en 

sentido pleno, por ello, tanto el derecho al voto como el derecho a ser votado 

trascienden la dimensión meramente formal y adquieren la categoría de derechos 

fundamentales que sostienen la arquitectura constitucional. Su protección, incluso 

mediante el derecho penal, no es una opción política secundaria, sino una exigencia 

estructural para preservar la integridad del sistema democrático y garantizar que la 

voluntad ciudadana se respete y materialice en condiciones de equidad y legalidad.3 

 

Congruente con lo anterior, la Constitución mexicana reconoce los derechos 

político-electorales como expresión directa del principio de soberanía popular y del 

derecho humano de participación política. Los artículos 35, 39, 40 y 41 no solo 

regulan procedimientos, sino que establecen condiciones materiales para que la 

voluntad ciudadana se forme y se exprese libremente. En consecuencia, proteger 

el proceso electoral no es una tarea administrativa aislada; es una función 

estructural de garantía constitucional. 

 

 
3 Franco Cuervo, J. J. (s. f.). El derecho humano al voto. Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos. https://appweb.cndh.org.mx/biblioteca/archivos/pdfs/fas-CTDH-Derecho-Voto.pdf 
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Durante décadas, la tutela electoral descansó en dos vías principales; la 

administrativa y la jurisdiccional. Las autoridades electorales previenen y sancionan 

infracciones; los tribunales revisan y corrigen irregularidades. Este modelo ha sido 

clave en la transición democrática mexicana, sin embargo, no todas las conductas 

que afectan la integridad electoral pueden resolverse con nulidades, multas o 

amonestaciones. Existen actos que trascienden la irregularidad y se convierten en 

agresiones directas a bienes jurídicos de relevancia constitucional. 

 

Ahí es donde interviene el derecho penal electoral, no sustituye al derecho 

administrativo ni al contencioso electoral, pero actúa cuando la afectación alcanza 

un nivel de gravedad que compromete la libertad del sufragio, la autenticidad del 

proceso o la igualdad en la contienda. Su función no es ampliar el conflicto político, 

sino proteger el núcleo duro de la democracia cuando los demás mecanismos 

resultan insuficientes. 

 

Uno de los debates centrales en la dogmática penal electoral es la determinación 

del bien jurídico protegido, una visión reduccionista sostiene que los delitos 

electorales protegen únicamente el voto individual. Esta postura es limitada, el bien 

jurídico es más amplio, se protege la libertad del sufragio frente a la coacción; la 

autenticidad del proceso frente al fraude o la manipulación; la igualdad sustantiva 

en la competencia electoral frente al uso indebido de poder o recursos; y, en casos 

como la violencia política contra las mujeres en razón de género, la dignidad política 

como condición para participar en igualdad real y material. 

 

El objeto de tutela no es un interés individual aislado, sino la integridad del sistema 

democrático, así lo confirma la Ley General en Materia de Delitos Electorales al 

establecer que lo protegido por la norma penal electoral es el adecuado desarrollo 

de la función pública electoral. Esta expresión sintetiza la dimensión estructural del 

bien jurídico, no se trata solo de contar votos, sino de garantizar que el proceso se 

desarrolle sin interferencias que distorsionen la voluntad popular. 
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Ahora bien, el derecho penal se rige por el principio de mínima intervención, debe 

ser la última ratio4. En materia electoral, este principio exige especial cuidado, el 

proceso electoral es dinámico, altamente politizado y expuesto al debate público, 

consecuentemente, no toda conducta reprochable debe traducirse en persecución 

penal. Existen irregularidades que encuentran respuesta suficiente en el ámbito 

administrativo o en la responsabilidad político-electoral. 

 

Si bien la expansión indiscriminada del derecho penal puede provocar 

judicialización excesiva del debate político, sobrecarga institucional e incluso 

instrumentalización estratégica del proceso penal, lo cierto es que, en el extremo 

contrario, la inacción frente a conductas graves normaliza la coacción, erosiona la 

confianza ciudadana y genera percepción de impunidad. Decía Ferrajoli que, el 

derecho no solo puede, sino que debe funcionar como un instrumento de corrección 

estructural cuando la desigualdad de hecho impide la realización de la igualdad 

sustantiva, por ello, la política criminal electoral responsable se mueve en esa 

tensión e interviene cuando la afectación es relevante o se abstiene cuando el 

conflicto puede resolverse por otras vías. 

 

En este diseño institucional, la Fiscalía Electoral no es un actor político, es un 

órgano garante del principio de legalidad, su actuación está sujeta a objetividad, 

debida diligencia y, cuando el caso lo exige, perspectiva de género, no selecciona 

discrecionalmente qué casos perseguir, está obligada a actuar cuando se actualizan 

los elementos típicos previstos por la ley. 

 

Más allá de la sanción individual, el derecho penal electoral cumple una función 

institucional relevante, cuando alguien amenaza en una casilla, sustrae boletas, 

condiciona programas públicos o impide el ejercicio del cargo por razones de 

género, no solo daña a una persona concreta, sino que afecta la confianza colectiva 

en el sistema democrático. La intervención penal transmite un mensaje claro: el voto 

 
4 Martos Núñez, J. A. (1985). El principio de intervención penal mínima. Universidad de Sevilla. 
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es libre, la dignidad política es innegociable y atentar contra la democracia tiene 

consecuencias jurídicas. 

 

Ese mensaje, sin embargo, solo es legítimo si se construye con técnica y 

proporcionalidad, no se trata de criminalizar el conflicto político, sino de sancionar 

conductas que lesionan bienes jurídicos constitucionales. Desde una perspectiva 

práctica, la experiencia demuestra que la respuesta penal debe atender a la 

lesividad real de la conducta, su impacto estructural y el contexto en el que ocurre. 

 

El derecho penal electoral exige entonces una dogmática especializada, no basta 

trasladar mecánicamente categorías tradicionales sin considerar el contexto 

democrático. La temporalidad electoral, la posición de poder del sujeto activo, el 

impacto mediático, el efecto inhibidor sobre la participación y el contexto estructural 

deben incorporarse al análisis típico y a la valoración de la lesividad, esto requiere 

fiscalías capacitadas, peritos con conocimiento electoral y jueces sensibles a la 

dimensión democrática del conflicto penal. 

 

Ahora bien, es importante decir, que el derecho penal electoral en México ha 

evolucionado, de ser un instrumento marginal, ha pasado a convertirse en una 

garantía estructural de los derechos político-electorales. Su legitimidad depende de 

tres factores: a) proporcionalidad en la intervención; b) solidez técnica en su 

aplicación; y c) resultados efectivos que refuercen la confianza ciudadana. Cuando 

se aplica con rigor y prudencia, protege el voto, preserva la igualdad y reafirma la 

dignidad política. Cuando se expande sin límites claros, corre el riesgo de debilitar 

aquello que pretende defender. 

 

2. Casos prácticos. 
 

Resulta fundamental analizar la trascendencia de la procuración de justicia electoral 

a partir del estudio de casos concretos en el ámbito práctico, pues es precisamente 

en la realidad donde se manifiestan los alcances y límites de esta rama del derecho.  
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Si bien la teoría proporciona los fundamentos, principios y finalidades del derecho 

penal, es en su aplicación donde puede valorarse su eficacia real frente a las 

conductas que afectan la integridad del proceso democrático.  

 

El examen de experiencias específicas permite no solo identificar cómo operan las 

normas en contextos concretos, sino también comprender las tensiones, desafíos 

institucionales y efectos que la intervención penal genera en la protección de los 

derechos político-electorales. De esta manera, la práctica se convierte en un 

elemento indispensable para dimensionar con mayor precisión la relevancia y el 

impacto del derecho penal electoral en el funcionamiento del sistema democrático. 

 

2.1 Caso Aguascalientes. 
2.1.1. De la vía administrativa a la reparación integral histórica. 
 

El caso ocurrido en Aguascalientes constituye un ejemplo paradigmático para 

comprender cómo la procuración de justicia penal electoral puede transformar la 

respuesta institucional frente a la violencia política contra las mujeres en razón de 

género. No se trató de un supuesto de violencia física ni de coacción directa que 

impidiera materialmente el ejercicio del cargo, fue un caso de violencia simbólica en 

contexto electoral que permitió delimitar el tránsito entre la responsabilidad 

administrativa y la intervención penal. 

 

Durante el proceso electoral para la gubernatura del Estado, un militante y 

funcionario partidista emitió expresiones públicas dirigidas a una candidata mujer, 

cuestionando su identidad política y atribuyendo su postulación a una supuesta 

tutela masculina. Las expresiones fueron denunciadas ante la jurisdicción electoral 

bajo el argumento de constituir violencia política de género. 

 

El Tribunal Electoral local analizó las manifestaciones en su contexto, el momento 

electoral, la posición de poder del emisor y la condición de mujer de la destinataria. 

Después de una larga cadena impugnativa, concluyó que las expresiones no podían 
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considerarse meramente retóricas, pues reproducían estereotipos de dependencia 

masculina que deslegitimaban la trayectoria política de la candidata y generaban un 

impacto diferenciado. En consecuencia, se acreditó violencia política en su 

modalidad verbal y simbólica, imponiéndose sanciones administrativas consistentes 

en multa, disculpa pública, capacitación obligatoria y medidas de no repetición. 

 

Hasta ese punto, el sistema operó dentro de su dimensión correctiva tradicional, sin 

embargo, el Tribunal dio vista a la Fiscalía Especializada en Delitos Electorales al 

estimar que los hechos podían actualizar el tipo penal correspondiente.5 

 

Aquí comienza la dimensión estructural del caso, la intervención penal no obedeció 

a una decisión expansiva o discrecional, derivó del principio de legalidad. Decía 

Laura Albaine,6 que cuando esta violencia se sanciona sólo con medidas 

administrativas leves, no se altera el cálculo costo-beneficio de quienes recurren a 

la violencia como estrategia para preservar espacios de poder. Así, una vez que los 

elementos objetivos del tipo aparecieron formalmente acreditados —conducta 

dirigida contra una mujer, basada en estereotipos de género y con potencial de 

menoscabar el ejercicio de derechos político-electorales— el Ministerio Público 

estaba obligado a investigar. 

 

La discusión central giró en torno al elemento del menoscabo, no hubo anulación 

material del derecho, pero sí una afectación simbólica con impacto estructural. La 

jurisprudencia contemporánea ha reconocido que la violencia política puede 

configurarse aun cuando el derecho se ejerza formalmente, si ello ocurre en un 

entorno hostil que condiciona su ejercicio en igualdad sustantiva.7 En este caso, el 

 
5 Ley General en Materia de Delitos Electorales [LGMDE], artículo 20 Bis, fracción I. Ejerza cualquier 
tipo de violencia, en términos de ley, contra una mujer, que afecte el ejercicio de sus derechos 
políticos y electorales, o el desempeño de un cargo público;  
6 Albaine, Laura, “Estrategias legales contra la violencia política de género. Las oportunidades de 
acción”, La Ventana. Revista de Estudios de Género, Guadalajara, núm. 48, julio-diciembre de 2018, 
pp. 264-293. 
7 Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(Convención de Belém do Pará), artículo 6. El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia 
incluye, entre otros: a. el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación, y b. el 
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dictamen psicológico pericial resultó determinante para acreditar daño real y no 

meramente subjetivo. 

 

La Fiscalía activó un protocolo especializado con enfoque centrado en la víctima; 

atención psicológica inmediata, pericial especializada y acompañamiento integral. 

Esta fase marcó la diferencia respecto de la vía administrativa, mientras la sanción 

electoral tuvo un carácter simbólico y preventivo, la vía penal abrió la puerta a una 

reparación individualizada. 

 

El juez de control vinculó a proceso al imputado al estimar que existían datos 

suficientes para considerar que la conducta podía constituir delito. Posteriormente, 

el asunto se resolvió mediante suspensión condicional del proceso bajo condiciones 

estrictas. 

 

Las consecuencias fueron inéditas en su alcance: Se estableció una indemnización 

por daño psicológico y una indemnización por daño moral; se ordenó atención 

terapéutica especializada; se impusieron disculpas públicas no limitadas a redes 

sociales, sino difundidas en medios de comunicación de alcance estatal y realizadas 

en audiencia pública; además, se impuso servicio comunitario como medida 

restaurativa y cursos de concientización sobre la figura del tipo penal imputado. No 

se trató únicamente de una sanción económica pagada al Estado, como ocurre con 

las multas administrativas, sino de una reparación integral directamente orientada a 

la víctima. 

 

El efecto institucional fue doble, por un lado, se envió un mensaje claro a la 

sociedad: la violencia política en razón de género no es solo una infracción 

administrativa; puede constituir delito y generar consecuencias penales, incluida la 

posibilidad de pena privativa de libertad. Por otro lado, se transformó la percepción 

de las víctimas, resultó que la vía penal no solo sanciona; repara, la víctima no 

 
derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones estereotipados de comportamiento 
y prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordinación. 
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queda expuesta sin beneficio directo, sino que tiene derecho a indemnización, 

atención psicológica y reconocimiento público del daño. 

 

Asimismo, el sujeto responsable no solo enfrenta una consecuencia formal, sino un 

proceso que exige reintegración social efectiva y comprensión de la gravedad de su 

conducta. La violencia política de género dejó de percibirse como un costo asumible 

dentro del debate electoral. 

 

Desde una perspectiva crítica, el caso también obliga a reflexionar sobre los riesgos 

de expansión punitiva, se trató de un hecho aislado, sin violencia física ni reiteración. 

Podría sostenerse que la vía administrativa era suficiente, sin embargo, la existencia 

de daño psicológico acreditado, el impacto mediático y la reproducción de 

estereotipos estructurales justificaron la intervención penal conforme al diseño 

normativo vigente. 

 

El punto central no radica en la voluntad institucional de ampliar el derecho penal, 

sino en la configuración legal del tipo, esto porque el Ministerio Público no puede 

crear filtros de oportunidad no previstos en la ley, ya que, si el diseño normativo 

requiere ajustes para delimitar con mayor precisión el umbral penal, esa es una 

discusión legislativa, no una cuestión de discrecionalidad ministerial. 

 

Este caso demuestra que la procuración de justicia penal electoral puede producir 

efectos sociales concretos como la reparación integral histórica, la visibilización del 

daño estructural, el fortalecimiento de la confianza institucional y redefinición del 

estándar de tolerancia frente a la violencia política contra las mujeres. Más que un 

precedente aislado, constituye un punto de inflexión en la comprensión del alcance 

del derecho penal electoral en México. 
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2.1.2. Coacción armada en casilla: reacción inmediata y prevención 
estructural. 

 

Si el caso de violencia simbólica, (entendida como esa violencia que genera 

sumisiones que ni siquiera se perciben como tales apoyándose en creencias 

socialmente inculcadas)8, obligaba a discutir los límites interpretativos del tipo penal, 

este asunto nos sitúa en el núcleo esencial del derecho penal electoral, en la 

protección material e inmediata del voto libre frente a la intimidación directa. 

 

Durante la jornada electoral se recibió una denuncia a través del sistema 

permanente de atención de la Fiscalía Electoral de Aguascalientes, una persona se 

encontraba dentro de una casilla portando un arma blanca y amenazando a los 

electores para que votaran en favor de determinada opción política. No era un rumor 

ni una exageración, funcionarios de casilla y ciudadanos confirmaron la situación. 

 

La reacción no comenzó ese día, comenzó meses antes, la existencia de un canal 

de denuncia activo las veinticuatro horas, la capacitación previa a policías estatales 

y municipales, la formación a funcionarios de casilla sobre cómo actuar ante delitos 

electorales y la coordinación interinstitucional con autoridades electorales no son 

detalles operativos, son parte de una política criminal preventiva. Cuando la 

amenaza se presentó, todos sabían qué hacer: 

 

• Se activaron protocolos.  

• La policía acudió de inmediato.  

• El sujeto fue detenido en flagrancia.  

• Se aseguró el arma.  

• Se preservó la escena.  

• Se recabaron testimonios.  

• La carpeta se integró con rapidez y se judicializó sin demora. 

 
8 Shusterman, R. (Ed.). (1999). Bourdieu: A critical reader. Blackwell. 
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Aquí no había debate sobre mínima intervención, la conducta encuadraba de 

manera directa en el delito de infringir temor en el electorado.9 La presencia de un 

arma blanca dentro de una casilla alteró instantáneamente el entorno democrático, 

generando miedo, inhibiendo la participación y transmitiendo el mensaje de que el 

sufragio puede condicionarse por la fuerza. 

 

La judicialización culminó con la vinculación a proceso y la imposición de 

condiciones dentro del marco del sistema acusatorio, sin necesidad de una 

sobrerreacción ni espectáculo punitivo, solo ejecutando la ley con firmeza. El efecto 

social fue inmediato, la ciudadanía observó que la denuncia tuvo consecuencias 

reales al ver el actuar de las autoridades electorales constataron que la coordinación 

funcionaba. El mensaje preventivo se difundió en medios de comunicación y la 

coacción armada en casilla no quedó impune. 

 

Este tipo de intervención produce un efecto de prevención general positiva, no se 

trata únicamente de sancionar al infractor concreto, sino de advertir que el espacio 

donde se ejerce la soberanía popular está protegido de manera efectiva. De esta 

manera, el derecho penal electoral, en este supuesto, no es simbólico, es garantía 

operativa para que la votación se siga desarrollando de manera regular y como 

inhibidor de futuras conductas delictivas. 

 

2.1.3. Sustracción de boletas y prisión preventiva: la persistencia 
institucional frente a la impunidad 

 

El tercer caso muestra otra dimensión igualmente relevante: la capacidad del Estado 

para investigar y sancionar aun cuando no exista detención en flagrancia. Durante 

una jornada electoral extraordinaria, un individuo agredió a personas en una casilla, 

sustrajo boletas electorales y se dio a la fuga, no logró ser detenido en el momento 

 
9 LGMDE, artículo 7, fracción XVI. Realice por cualquier medio algún acto que provoque temor o 
intimidación en el electorado que atente contra la libertad del sufragio, o perturbe el orden o el libre 
acceso de los electores a la casilla. 
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y la escena podría haber terminado ahí, como ocurre en muchos contextos donde 

el infractor logra escapar, pero el proceso no concluyó ahí, apenas comenzaba. 

 

Se presentó la denuncia y se inició la carpeta de investigación, la Fiscalía activó 

mecanismos de identificación, cruzó información con registros institucionales y 

coordinó diligencias con corporaciones de seguridad, al no haber una detención 

inmediata había que construir el caso. Aquí debe precisarse que la alteración de 

boletas no es una conducta menor, y que la boleta constituye el instrumento material 

de la voluntad popular. Su sustracción afecta la integridad del proceso y la 

percepción de autenticidad democrática.10 

 

La investigación permitió ubicar al probable responsable, solicitar orden de 

aprehensión y ejecutarla. El juez impuso prisión preventiva justificada, valorando 

riesgo de fuga y gravedad del hecho, durante meses, el imputado permaneció 

privado de libertad hasta que, conforme al diseño procesal, accedió a una 

suspensión condicional bajo medidas estrictas. 

 

El mensaje institucional fue que, aunque no seas detenido en el momento, la 

investigación continúa y la huida no equivale a impunidad. Este caso demuestra tres 

cosas: 

 

a) La Fiscalía Electoral no actúa únicamente en flagrancia; también investiga 

con profundidad; 

b) El sistema penal electoral puede activar medidas cautelares restrictivas de 

libertad cuando el caso lo exige; y 

c) La alteración material del proceso tiene consecuencias reales. 

 

 
10 Ibidem, artículo 7, fracción IV. Obstaculice o interfiera el desarrollo normal de las votaciones, el 
escrutinio y cómputo, o el adecuado ejercicio de las tareas de los funcionarios electorales; introduzca 
o sustraiga de las urnas ilícitamente una o más boletas electorales, o bien, introduzca boletas falsas; 
obtenga o solicite declaración firmada del elector acerca de su intención o el sentido de su voto. 
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La difusión pública del caso generó un efecto inhibidor relevante, la sociedad 

observó que incluso semanas después de los hechos el responsable fue detenido y 

procesado. Con estas acciones la narrativa cambia, ya que no basta con escapar 

puesto que el aparato institucional persiste y sigue investigando hasta poder concluir 

el asunto. 

 
2.2. Caso Ciudad de México. 
2.2.1. Obstaculización de la jornada electoral 
 

En la Ciudad de México, durante la jornada electoral del 6 de junio de 2021, se 

presentó un hecho que permitió dimensionar con claridad la función estructural del 

derecho penal electoral. En una casilla ubicada en la colonia Agrícola Pantitlán, en 

la Alcaldía Iztacalco, un grupo de personas comenzó a lanzar consignas partidistas 

y a generar disturbios que provocaron un ambiente de tensión suficiente para que 

los funcionarios suspendieran la recepción de la votación durante aproximadamente 

una hora. No hubo sustracción de boletas ni violencia armada, pero sí una alteración 

deliberada del entorno democrático que impidió el desarrollo normal de la jornada.  

 

Aquí debe precisarse que la democracia no se vulnera únicamente cuando se 

manipulan urnas o se falsifican resultados, también se afecta cuando el miedo o la 

presión colectiva interrumpen el ejercicio libre del sufragio. 

 

La Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Electorales de la capital 

integró la carpeta correspondiente y judicializó el asunto, logrando que, por primera 

vez en la Ciudad de México, un Juez de Control vinculara a proceso a seis personas 

por el delito previsto en el artículo 7, fracción IV, de la Ley General en Materia de 

Delitos Electorales, relativo a impedir u obstaculizar el desarrollo normal de la 

votación.  

 

La relevancia del caso no radicó únicamente en la vinculación, sino en lo que 

confirma desde el punto de vista dogmático, el bien jurídico protegido no se limita al 
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voto individual entendido como acto aislado, sino que comprende la normalidad 

funcional de la jornada electoral como condición indispensable de la autenticidad 

democrática. Cuando una casilla se detiene por actos intimidatorios, aunque sea 

temporalmente, se fractura la continuidad institucional del proceso y se envía un 

mensaje de vulnerabilidad que erosiona la confianza ciudadana. 

 

El control judicial permitió delimitar con claridad la frontera entre la expresión política 

—ampliamente protegida en un régimen democrático— y la conducta que, por su 

impacto real, trasciende el ámbito administrativo y adquiere relevancia penal. No se 

sancionaron consignas en abstracto, sino la generación de un entorno de presión 

que produjo la suspensión efectiva de la votación, esa diferencia es esencial para 

preservar el principio de mínima intervención. 

 

El juez concedió posteriormente la suspensión condicional del proceso, al no 

tratarse de un delito grave y no existir antecedentes previos, imponiendo 

condiciones como la emisión de una disculpa pública, la obligación de residir en un 

lugar determinado, el compromiso de no reincidir y la capacitación en materia 

electoral. Lejos de debilitar la respuesta institucional, esta salida confirma la lógica 

proporcional del sistema acusatorio, habiendo reconocimiento de la relevancia 

penal de la conducta, control judicial y consecuencias jurídicas concretas, pero 

dentro de un marco que privilegia la prevención específica y la reintegración social 

cuando ello es compatible con la protección del bien jurídico. 

 

El caso demuestra que la jornada electoral es un espacio jurídicamente protegido 

en su integridad operativa y que la alteración colectiva no diluye responsabilidades 

individuales. La suspensión de una hora puede parecer mínima en términos 

cronológicos, pero en términos constitucionales representa la interrupción del 

ejercicio soberano de la ciudadanía.  

 

Con esta decisión, el sistema penal electoral envió el mensaje sobre que el 

adecuado desarrollo de la función pública electoral es un bien jurídico autónomo y, 
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cuando se ve afectada por actos intimidatorios que paralizan su desarrollo, la 

intervención penal encuentra plena justificación dentro del diseño democrático. 

 

2.3. Caso Hidalgo.  
2.3.1. Sentencia condenatoria por violencia política 
 

La experiencia de Hidalgo muestra el punto en el que la violencia política contra las 

mujeres deja de ser un conflicto interpretativo y se convierte en una agresión tan 

clara y degradante que exige una respuesta penal firme. 

 

Los hechos ocurrieron en una sesión ordinaria de Cabildo, no fue en redes sociales 

ni en un acto de campaña, fue en el espacio institucional donde se ejerce la 

deliberación democrática municipal. Durante el desarrollo de la sesión, un regidor 

dirigió a una regidora expresiones abiertamente sexualizadas y degradantes, no 

cuestionó decisiones administrativas ni posiciones políticas, la atacó como mujer. 

 

Las frases pronunciadas incluyeron insinuaciones sobre supuestas relaciones con 

“jovencitos”, referencias a “pagar caricias” y comentarios diseñados para 

desacreditarla públicamente. La agresión fue directa, pública y deliberada, no hubo 

ambigüedad ni metáfora política, existió un discurso basado en discriminación, la 

regidora no fue confrontada por sus argumentos; fue expuesta mediante 

estereotipos sexuales que buscaban disminuir su autoridad y desacreditar su 

presencia en el espacio público. 

 

La denuncia activó la intervención de la Fiscalía Electoral de Hidalgo, se inició 

carpeta de investigación, se dictaron medidas de protección y se construyó una 

base probatoria sólida. En este caso, la sesión estaba documentada, las 

expresiones eran verificables y el contexto institucional era indiscutible. 
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El proceso avanzó hasta la vinculación a proceso en marzo de 2023.11 No se trató 

de una respuesta simbólica ni de una sanción administrativa paralela, el asunto se 

llevó hasta el ámbito penal. Posteriormente, mediante procedimiento abreviado, en 

diciembre de 2024 se dictó sentencia condenatoria. 

 

La pena impuesta fue de cuatro años de prisión, multa económica y el pago de 

compensación, además de medidas de reparación integral que incluyeron disculpa 

pública, compromiso de no repetición y registro en los padrones estatal y nacional 

de personas sancionadas por violencia política contra las mujeres. Este elemento 

marca una diferencia relevante, hubo condena penal firme con pena privativa de 

libertad. Por su parte, el órgano jurisdiccional consideró que la gravedad de la 

conducta superaba cualquier respuesta meramente restaurativa, la humillación 

pública reiterada, la carga sexual explícita y el contexto institucional agravaban la 

afectación. 

 

El impacto social fue inmediato, la sentencia envió un mensaje que trascendió al 

caso concreto, dejando claro que la violencia política de género puede conducir a 

prisión, dejó de ser una falta menor y una simple infracción administrativa, para 

generar antecedentes penales, sanción económica y registro público. 

 

Para muchas mujeres en cargos públicos, el precedente tiene un efecto disuasivo y 

fortalece a su vez la decisión de denunciar, la percepción de que “no pasa nada” 

comienza a debilitarse cuando se observa una condena firme, de tal manera que, 

para potenciales agresores les deja la advertencia de que la humillación pública 

basada en género tiene consecuencias reales. 

 

 

 

 
11 Ibidem, artículo 20 Bis, fracción I. Ejerza cualquier tipo de violencia, en términos de ley, contra una 
mujer, que afecte el ejercicio de sus derechos políticos y electorales, o el desempeño de un cargo 
público. 
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2.4. Caso Jalisco 
2.4.1. La amenaza digital y la respuesta institucional: cuando la violencia 
política trasciende lo físico 
 

La experiencia de Jalisco permite advertir una evolución particularmente 

significativa en el derecho penal electoral: la violencia ya no necesariamente se 

manifiesta de forma física, ni requiere proximidad entre agresor y víctima. En este 

caso, la presión no se ejerció en una casilla ni mediante confrontaciones visibles, 

sino a través de un mensaje digital que, sin contacto directo, buscó incidir en el 

ejercicio de una función pública esencial para la democracia. 

 

Durante el proceso electoral 2023–2024, específicamente el 7 de junio de 2024, en 

el contexto de la sesión de cómputo del Consejo General del Instituto Electoral y de 

Participación Ciudadana del Estado de Jalisco, la Consejera Presidenta recibió una 

amenaza de muerte mediante la red social Facebook, enviada a través de una 

cuenta vinculada al propio instituto. La amenaza se insertó en un entorno 

previamente marcado por incidentes de violencia en distintos órganos electorales, 

lo que permitió entenderla como parte de un clima de presión más amplio sobre la 

función electoral.  

 

Aquí es importante detenerse en la naturaleza de la conducta, la amenaza no solo 

implicaba el anuncio de un daño futuro, sino que tenía un impacto directo en el 

ejercicio de las funciones de la víctima. Cuando una autoridad electoral recibe un 

mensaje de esta naturaleza en pleno desarrollo de una etapa crítica del proceso, la 

afectación no es únicamente personal, sino institucional, la intimidación se proyecta 

sobre la toma de decisiones, en la continuidad del trabajo y, en última instancia, 

impacta la estabilidad del proceso democrático. 

 

Además, el hecho adquiere una dimensión adicional al tratarse de una mujer en el 

ejercicio de un cargo público electoral. La conducta no solo puede analizarse como 

una amenaza o como una interferencia en funciones electorales, sino también como 
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una posible forma de violencia política contra las mujeres en razón de género, en 

tanto busca afectar el desempeño de sus funciones y, potencialmente, inhibir su 

permanencia en espacios de decisión. En ese sentido, la agresión no solo se dirige 

a la persona, sino al rol que representa. 

 

La respuesta institucional fue inmediata, al día siguiente se presentó la denuncia y 

se inició la carpeta de investigación, activándose un esquema de actuación que no 

se limitó a la investigación del hecho, sino que priorizó la protección de la víctima. 

Se implementaron medidas como el acompañamiento institucional, la asignación de 

un dispositivo de alerta y la coordinación con autoridades de seguridad, lo que 

evidencia una comprensión adecuada del riesgo que implican este tipo de 

conductas.  

 

Paralelamente, la investigación incorporó elementos técnicos que resultan cada vez 

más indispensables en este tipo de casos, la intervención de la Policía Cibernética 

permitió analizar los perfiles desde los cuales se emitió la amenaza, rastrear su 

origen y avanzar en la identificación de las personas probables responsables. Esto 

refleja que la persecución penal electoral ya no puede sostenerse únicamente en 

pruebas tradicionales, sino que requiere capacidades especializadas para atender 

conductas que se desarrollan en entornos digitales. 

 

Una vez identificadas las imputadas, el asunto fue judicializado, sin embargo, el 

desarrollo posterior del caso introduce un elemento particularmente interesante 

desde el punto de vista del sistema penal, y es que, a pesar de la gravedad inicial 

de la conducta, se optó por mecanismos de terminación anticipada, considerando 

circunstancias personales relevantes: condiciones socioeconómicas vulnerables, 

una enfermedad terminal en una de las imputadas y la función de cuidadora de la 

otra, además de la voluntad de la víctima de no oponerse a una salida alterna.  

 

Esto condujo a una solución que combinó un acuerdo reparatorio respecto del delito 

de amenazas y la aplicación de un criterio de oportunidad en relación con los delitos 
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electorales y de violencia política de género. La decisión no es menor, refleja la 

tensión permanente entre la necesidad de sancionar conductas que afectan la 

democracia y la obligación de aplicar el derecho penal bajo principios de 

proporcionalidad, mínima intervención y solución del conflicto. 

 

El mensaje institucional que deja el caso es complejo, pero relevante, por un lado, 

queda claro que las amenazas, incluso cuando se realizan a través de medios 

digitales, son susceptibles de investigación, generan consecuencias jurídicas y 

activan mecanismos de protección efectivos. Por otro, también se evidencia que el 

sistema penal no es rígido, sino que puede adaptarse a las circunstancias concretas 

del caso, incorporando soluciones restaurativas cuando las condiciones lo permiten 

y la víctima así lo acepta. 

 

Para la función electoral, el impacto es significativo, ya que la autoridad que recibe 

una amenaza entiende que no está sola y que existen mecanismos institucionales 

que pueden activarse de manera inmediata para proteger su integridad. Al mismo 

tiempo, quien utiliza medios digitales para intimidar recibe el mensaje de que el 

anonimato aparente no elimina la posibilidad de ser identificado y sometido a un 

proceso penal. 

 

Este caso muestra, en suma, que la defensa democrática ha dejado de centrarse 

exclusivamente en la protección del voto frente a presiones visibles. Hoy también 

implica enfrentar formas más sutiles, pero igualmente efectivas, de violencia: 

aquellas que se ejercen a distancia, que buscan incidir en la función pública y que 

pretenden debilitar la estructura institucional desde dentro. La violencia electoral, en 

su dimensión contemporánea, puede caber en un mensaje, pero sus efectos 

trascienden la pantalla. 

 

2.5. Caso Nuevo León.  
2.5.1. Cuando la justicia electoral alcanza al poder 
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Un momento significativo de la procuración de justicia electoral se presentó cuando 

la investigación penal alcanzó a quien había ocupado la más alta responsabilidad 

ejecutiva en Nuevo León. No se trató de un operador territorial, ni de un servidor 

público de rango medio, se trató de un personaje que había concentrado poder 

político, institucional y simbólico. La relevancia del caso no radica únicamente en la 

conducta investigada, sino en el mensaje institucional que produjo. 

 

La carpeta de investigación se integró por hechos presuntamente relacionados con 

delitos electorales vinculados al uso indebido de recursos públicos y posibles 

mecanismos de presión que habrían impactado la equidad del proceso democrático. 

Como en cualquier asunto de alta complejidad, la investigación no fue inmediata ni 

superficial, implicó análisis financiero, reconstrucción de decisiones administrativas, 

entrevistas, revisión documental y coordinación interinstitucional. 

 

La relevancia jurídica del caso se manifestó cuando el Ministerio Público ejercitó 

acción penal. El asunto fue llevado ante un juez de control, quien valoró los datos 

de prueba aportados y determinó la vinculación a proceso.12 

 

Ese momento es clave en el sistema acusatorio, pues no basta la sospecha política 

ni el señalamiento mediático, se requiere la existencia de elementos objetivos que 

permitan establecer, de manera razonable, que se cometió un hecho que la ley 

señala como delito y que existe probabilidad de que la persona imputada lo haya 

cometido y el juez consideró que ese estándar se cumplía. 

 

Posteriormente, y tras analizar el riesgo procesal, se impuso prisión preventiva 

justificada. Esta medida respondió a la necesidad de asegurar la comparecencia del 

 
12 Ibidem, artículo 15. Se impondrá de mil a cinco mil días multa y de cinco a quince años de prisión 
al que por sí o por interpósita persona realice, destine, utilice o reciba aportaciones de dinero o en 
especie a favor de algún precandidato, candidato, partido político, coalición o agrupación política 
cuando exista una prohibición legal para ello, o cuando los fondos o bienes tengan un origen ilícito, 
o en montos que rebasen los permitidos por la ley. 
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imputado, evitar riesgos de evasión o interferencia en la investigación y proteger la 

integridad del proceso. 

 

La imagen institucional fue contundente, puesto que, incluso quien ocupó la más 

alta responsabilidad política en un estado puede ser sujeto a medidas cautelares 

restrictivas de libertad cuando así lo exige el marco legal. Más allá del desenlace 

procesal final, el impacto del caso fue profundo. 

 

Durante décadas, una de las críticas recurrentes al sistema democrático mexicano 

fue la percepción de que las responsabilidades penales rara vez alcanzaban a los 

niveles más altos del poder. La idea de que las consecuencias jurídicas eran 

selectivas debilitaba la confianza ciudadana. 

 

La actuación de la Fiscalía especializada mostró que la procuración de justicia 

electoral no distingue jerarquías políticas cuando se actualizan los elementos 

típicos, y que la ley no se detiene ante el rango ni ante la investidura previa, siendo 

que, si los datos de prueba son suficientes, la investigación avanza. El mensaje 

social fue que no existe inmunidad permanente frente a los delitos electorales, la 

función pública no otorga blindaje absoluto y el sistema penal puede activarse 

incluso frente a figuras de alto perfil como un ex gobernador. 

 

Lo anterior deja de manifiesta una doble dimensión; por un lado, fortalece la 

percepción de igualdad ante la ley, puesto que la ciudadanía observa que las reglas 

no son meramente retóricas y que el ejercicio del poder no excluye la 

responsabilidad penal; por otro lado, genera un efecto disuasivo estructural, ya que 

cuando los actores políticos saben que incluso las más altas posiciones pueden ser 

sometidas a investigación, vinculación a proceso y prisión preventiva justificada, el 

cálculo de riesgo cambia. 

 

El caso demuestra que el derecho penal electoral no es una herramienta simbólica 

ni un instrumento dirigido únicamente a operadores menores, es un mecanismo 
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institucional capaz de alcanzar a cualquier persona cuando los hechos lo justifican. 

La trascendencia no radica únicamente en la medida cautelar impuesta, sino en la 

consolidación de la idea de que la democracia se protege también sancionando a 

quienes, desde el poder, intentan distorsionarla. 

 

En un sistema constitucional maduro, la justicia no debe ser selectiva. Y cuando la 

procuración de justicia electoral actúa con técnica, legalidad y firmeza, el mensaje 

que se envía es inequívoco: No hay impunidad por jerarquía, no hay excepciones 

por trayectoria política y si se cometen delitos electorales, la ley alcanza. 

 

2.6. Caso Oaxaca. 
2.6.1. Democracia comunitaria. 
 

En San Agustín de las Juntas, Oaxaca, el 19 de octubre de 2025, la democracia 

comunitaria vivió una de esas pruebas que permiten comprender por qué el derecho 

penal electoral no es un accesorio del sistema, sino una garantía estructural de su 

existencia. Ese día, en la explanada municipal de la calle Libertad, se celebraba la 

Asamblea General Comunitaria Electiva para elegir a los concejales que integrarían 

el Ayuntamiento Constitucional para el periodo 2026–2028, bajo el régimen de 

Sistemas Normativos Indígenas. No se trataba de una elección organizada por 

partidos políticos ni de una jornada ordinaria de casillas; era la expresión directa de 

la autodeterminación comunitaria, el ejercicio colectivo de un derecho que la 

Constitución reconoce y protege. 

 

En medio de la asamblea, un grupo de personas irrumpió portando palos, machetes 

y tubos. La deliberación fue sustituida por el ruido de la intimidación, y la 

participación comunitaria por el miedo, hubo destrozos, agresiones y suspensión de 

la votación. La comunidad, que había acudido a decidir conforme a sus propias 

normas, vio interrumpido su proceso por la violencia, en ese instante, el daño no fue 

únicamente físico ni se limitó a los bienes materiales afectados, sino que además 
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se lesionó la normalidad del mecanismo mediante el cual la comunidad ejerce su 

derecho a gobernarse. 

 

La reacción institucional fue inmediata, tres personas fueron detenidas y puestas a 

disposición de la Fiscalía Especializada en Delitos Electorales y de la Vicefiscalía 

Regional de Valles Centrales. La integración de la carpeta no descansó en 

conjeturas, sino en datos de prueba que permitieron formular imputación ante el 

juez competente, el resultado fue la vinculación a proceso de los tres imputados por 

delito en materia electoral y la imposición de prisión preventiva justificada, 

atendiendo al riesgo de sustracción y al peligro que su conducta representaba para 

la comunidad.13 

 

Este caso permite observar que la necesidad de la aplicación del derecho penal 

electoral en contextos de sistemas normativos indígenas. La protección penal no 

distingue entre modalidades de organización electoral; protege por igual la elección 

partidista y la asamblea comunitaria.  

 

Luego entonces, el bien jurídico no puede definirse por el formato del proceso, sino 

la posibilidad real de que la voluntad colectiva se exprese sin violencia ni coacción. 

Cuando un grupo armado irrumpe en una asamblea y obliga a suspender la 

elección, la afectación alcanza el núcleo mismo de la autonomía comunitaria y del 

principio democrático. 

 

En cuanto hace a la prisión preventiva en este contexto, no puede leerse como una 

reacción desmedida, sino como una medida cautelar destinada a garantizar la 

sujeción al proceso y preservar la paz social en un entorno que había sido alterado 

por la violencia. Este asunto nos deja una enseñanza, y es que la autodeterminación 

 
13 Ibidem, artículo 7, fracción XVI. Se impondrán de cincuenta a cien días multa y prisión de seis 

meses a tres años, a quien: XVI. Realice por cualquier medio algún acto que provoque temor o 

intimidación en el electorado que atente contra la libertad del sufragio, o perturbe el orden o el libre 

acceso de los electores a la casilla. 
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de los pueblos indígenas y la elección de sus autoridades no son espacios de 

tolerancia frente a la intimidación, la democracia comunitaria también está blindada 

por el derecho penal. 

 

Con esta actuación, la Fiscalía de Oaxaca reafirmó que la procuración de justicia 

electoral no se limita a contextos urbanos o a disputas partidistas tradicionales. Allí 

donde una comunidad decide a sus autoridades, allí existe un proceso democrático 

que merece protección, y cuando la violencia pretende sustituir la deliberación, la 

intervención penal encuentra justificación constitucional plena, no como instrumento 

de conflicto político, sino como garantía de paz, certeza y seguridad para quienes 

ejercen su derecho a decidir colectivamente su destino. 

 

2.7. Caso Puebla. 
2.7.1. La defensa penal de la documentación electoral y de la función 
institucional. 
 

En el Estado de Puebla se registraron diversos hechos que permiten comprender 

con claridad que el derecho penal electoral protege la infraestructura y la 

documentación que hacen posible la elección misma. La democracia no se sostiene 

únicamente en la voluntad abstracta del ciudadano, requiere condiciones materiales 

de organización, logística, custodia y certeza. Cuando esos elementos son 

vulnerados, el daño no se limita a un incidente aislado, sino que compromete la 

estabilidad del proceso en su conjunto.  

 

Uno de los casos más relevantes se presentó en el municipio de Tlapanalá, donde 

un grupo de personas ingresó al inmueble en el que se encontraban instaladas 

casillas electorales durante el proceso electoral concurrente. Mediante actos de 

intimidación, despojaron a funcionarios de casilla de documentación y boletas 

electorales, para posteriormente abandonar el lugar. 
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La gravedad de esta conducta trasciende la simple alteración del orden público, las 

boletas electorales constituyen instrumentos jurídicos esenciales para la expresión 

de la voluntad popular, su sustracción implicó una afectación directa a los principios 

de certeza, legalidad y autenticidad que rigen el sistema electoral mexicano. No se 

trata únicamente de un ataque a servidores públicos en ejercicio de sus funciones; 

es una agresión a la estructura que permite que el sufragio tenga validez y 

reconocimiento institucional. 

 

La respuesta de la Fiscalía fue técnica y decidida a través de actos de investigación 

que incluyeron la identificación de los probables responsables y la integración 

robusta de datos de prueba, se judicializó el asunto. La autoridad judicial determinó 

la vinculación a proceso de las personas involucradas e impuso medidas cautelares 

que aseguraron su sujeción al procedimiento.14 

 

El efecto institucional de esta actuación fue inmediato, reafirmando que la 

documentación electoral se encuentra bajo protección penal reforzada y que 

cualquier intento de apropiación o manipulación tendrá consecuencias jurídicas. El 

mensaje no fue solo para los imputados; fue para la ciudadanía y para quienes 

pudieran considerar vulnerar la jornada electoral en el futuro. 

 

2.7.2. Obstrucción en sede electoral poblana. 
 
En un segundo caso, también en Puebla, se presentó una conducta distinta pero 

igualmente lesiva, siendo la obstrucción deliberada del funcionamiento de una sede 

municipal electoral en vísperas de la jornada comicial. La persona imputada, en 

compañía de otras, impidió el acceso de funcionarios electorales al inmueble donde 

 
14 Ibidem, artículo 7, fracción IV. Se impondrán de cincuenta a cien días multa y prisión de seis meses 
a tres años, a quien: IV. Obstaculice o interfiera el desarrollo normal de las votaciones, el escrutinio 
y cómputo, o el adecuado ejercicio de las tareas de los funcionarios electorales; introduzca o 
sustraiga de las urnas ilícitamente una o más boletas electorales, o bien, introduzca boletas falsas; 
obtenga o solicite declaración firmada del elector acerca de su intención o el sentido de su voto. XVI. 
Realice por cualquier medio algún acto que provoque temor o intimidación en el electorado que 
atente contra la libertad del sufragio, o perturbe el orden o el libre acceso de los electores a la casilla.  
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se desarrollaban actividades relacionadas con la entrega y resguardo de material 

electoral. 

 

Aquí la afectación no consistió en la sustracción directa de boletas, sino en la 

interrupción del engranaje institucional que garantiza la organización de la elección. 

Impedir que los funcionarios desempeñen sus tareas logísticas equivale a 

comprometer la preparación misma del proceso.15 La cadena de custodia, la entrega 

oportuna de materiales y la operatividad de los consejos municipales son pilares 

silenciosos pero indispensables del sistema democrático. 

 

La investigación permitió identificar plenamente a la probable responsable, solicitar 

la orden de aprehensión correspondiente y ejecutarla en coordinación con 

autoridades de otra entidad federativa. Posteriormente, la autoridad judicial 

determinó la vinculación a proceso e impuso la medida cautelar de prisión 

preventiva. 

 

Más allá de las medidas concretas impuestas en cada asunto, lo relevante es el 

impacto estructural de la actuación institucional, en ambos casos, la Fiscalía de 

Puebla envió el mensaje claro de que la logística electoral y la documentación 

pública asociada al proceso no son espacios de tolerancia para la intimidación ni la 

alteración indebida. 

 

Este tipo de intervenciones fortalecen el blindaje electoral en varios niveles, en 

primer término, generan un efecto preventivo general, la certeza de que el 

apoderamiento de boletas o la obstrucción de órganos electorales derivará en 

judicialización y medidas cautelares reales inhibe conductas similares en futuros 

 
15 Ibidem, artículo 7, fracciones IV y XVI. Se impondrán de cincuenta a cien días multa y prisión de 
seis meses a tres años, a quien: IV. Obstaculice o interfiera el desarrollo normal de las votaciones, 
el escrutinio y cómputo, o el adecuado ejercicio de las tareas de los funcionarios electorales; 
introduzca o sustraiga de las urnas ilícitamente una o más boletas electorales, o bien, introduzca 
boletas falsas; obtenga o solicite declaración firmada del elector acerca de su intención o el sentido 
de su voto.  
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procesos. En segundo término, refuerzan la confianza ciudadana cuando la 

población observa que las instituciones reaccionan frente a intentos de 

desestabilización electoral, se fortalece la percepción de que el voto está protegido 

no solo normativamente, sino materialmente. 

 

La experiencia de Puebla demuestra que el blindaje democrático no depende 

únicamente de discursos institucionales o de declaraciones formales, depende de 

actuaciones concretas, investigaciones sólidas y decisiones judiciales firmes que 

reafirmen que la elección es un acto protegido por el orden jurídico. 

 

2.8. Caso Tabasco. 
2.8.1. Violencia política en redes sociales. 
 
En Tabasco, la agresión se desarrolló en un escenario distinto, aunque igualmente 

relevante para la democracia contemporánea. La política ya no se agota en los 

recintos oficiales; hoy se despliega también en plataformas digitales donde las 

publicaciones pueden replicarse en cuestión de segundos y permanecer visibles 

durante tiempo indefinido. 

 

En este caso, una diputada local que posteriormente aspiró a un cargo municipal 

comenzó a ser objeto de publicaciones reiteradas desde una cuenta de Facebook 

que no se centraban en su desempeño legislativo ni en sus propuestas, sino en su 

condición de mujer. Los mensajes la describían como manipulable por hombres, 

ambiciosa y carente de criterio propio, insinuando que su trayectoria política 

dependía de figuras masculinas, la narrativa no buscaba debatir ideas, sino instalar 

una imagen de subordinación y descrédito basada en estereotipos de género. 

 

A diferencia de una expresión aislada en un espacio físico, las publicaciones 

digitales se compartían, se amplificaban y permanecían accesibles, generando una 

exposición constante que intensificaba el impacto. La Fiscalía abordó el asunto con 

una estrategia técnica que incluyó la preservación forense de la evidencia digital, la 
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recopilación de testimonios y la práctica de un dictamen psicológico que permitió 

objetivar el daño. El peritaje acreditó afectaciones emocionales que trascendían la 

incomodidad propia del escrutinio público y se proyectaban en el ejercicio de sus 

derechos político-electorales. 

 

El juez decretó la vinculación a proceso y posteriormente se alcanzó una suspensión 

condicional16 que incluyó la prohibición de acercamiento, la restricción temporal de 

realizar publicaciones sobre la víctima y un plan de reparación económica. No se 

impuso prisión, pero sí un control judicial concreto sobre la conducta digital, lo que 

dejó claro que la libertad de expresión, aun en su máxima protección política, no 

ampara la reproducción de estereotipos orientados a menoscabar derechos ni cubre 

el daño psicológico acreditado. 

 

El impacto social fue evidente, la percepción de que las redes sociales constituyen 

un territorio sin consecuencias comenzó a matizarse cuando la agresión se tradujo 

en investigación formal y medidas judiciales específicas. Para quienes participan en 

la vida pública, el precedente confirmó que el espacio digital también está sujeto a 

reglas y que la protección de la dignidad política se extiende allí donde hoy se 

disputa la legitimidad. 

 

Ambos episodios, aunque distintos en forma, revelan que la democracia 

contemporánea exige que el respeto y la igualdad no se limiten al acto de votar, sino 

que alcancen cada espacio donde se construye el debate público. Allí donde la 

agresión pretende normalizarse, la intervención penal traza el límite y recuerda que 

la dignidad no es negociable. 

 

 
16 Ibidem, artículo 20 Bis, fracción I y VIII. Comete el delito de violencia política contra las mujeres 
en razón de género quien por sí o interpósita persona: I. Ejerza cualquier tipo de violencia, en 
términos de ley, contra una mujer, que afecte el ejercicio de sus derechos políticos y electorales, o 
el desempeño de un cargo público. VIII. Publique o divulgue imágenes, mensajes o información 
privada de una mujer, que no tenga relación con su vida pública, utilizando estereotipos de género 
que limiten o menoscaben el ejercicio de sus derechos políticos y electorales; 
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2.9. Caso Tamaulipas. 
 

La experiencia de Tamaulipas permite observar una dimensión distinta del derecho 

penal electoral, aquella en la que el riesgo no proviene de un particular exaltado ni 

de una agresión visible en una casilla, sino del uso del poder institucional para 

condicionar la voluntad política. Aquí la amenaza no se exhibió con un arma, se 

ejerció desde una oficina pública utilizando recursos indebidamente por quien debe 

de cuidarlos. 

 

2.9.1. Coacción laboral y utilización de recursos del ayuntamiento 
 

Durante el proceso electoral 2020–2021 comenzaron a recibirse denuncias de 

trabajadores municipales que relataban una situación delicada, consistía en que 

superiores jerárquicos les advertían que su permanencia en el empleo dependía de 

apoyar a determinado candidato. No era una sugerencia informal ni un comentario 

aislado, era un mensaje reiterado en reuniones laborales y comunicaciones 

internas.17 

 

Aquí debe precisarse el contexto, para un servidor público subordinado, la amenaza 

de despido no solamente genera presión simbólica, sino que es la posible pérdida 

del ingreso que sostiene a su familia. La relación jerárquica transforma la 

“recomendación política” en una coacción efectiva. 

 

La investigación reveló además que recursos humanos y materiales del 

ayuntamiento estaban siendo utilizados en actividades proselitistas, entre vehículos 

 
17 Ibidem, artículo 11, fracciones I y IV. Se impondrán de doscientos a cuatrocientos días multa y 
prisión de dos a nueve años, al servidor público que: I. Coaccione o amenace a sus subordinados 
para que participen en eventos proselitistas de precampaña o campaña, para que voten o se 
abstengan de votar por un candidato, partido político o coalición; IV. Proporcione apoyo o preste 
algún servicio a un precandidato, partido político, coalición, agrupación política o candidato, sea que 
lo haga por sí mismo o a través de sus subordinados, en sus horarios de labores; 
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oficiales, horarios laborales y estructura administrativa se colocaban al servicio de 

una candidatura.  

 

La Fiscalía integró la carpeta con declaraciones directas de los trabajadores 

afectados, periciales, informes de autoridades y análisis técnicos que permitieron 

corroborar la utilización indebida de recursos públicos. Posteriormente, la Fiscalía 

solicitó una orden de aprehensión que fue concedida y ejecutada el mismo día, el 

imputado fue presentado ante el juez de control y se decretó prisión preventiva 

justificada, valorando el riesgo procesal y la gravedad de la conducta. 

Paralelamente, se dio vista a la Fiscalía Anticorrupción por la posible comisión de 

ilícitos vinculados al uso indebido de recursos públicos. 

 

El mensaje resultó dejar de manifiesto que el poder público no puede utilizarse como 

herramienta de presión electoral. Para la ciudadanía, el impacto fue significativo, el 

trabajador municipal entendió que no estaba solo frente a la estructura jerárquica, y 

el servidor público que pretendiera utilizar su cargo como mecanismo de 

intimidación recibió la señal inequívoca de que la estructura institucional también 

puede operar en su contra cuando se desnaturaliza su función. La coacción desde 

el poder dejó de ser una práctica tolerada o invisibilizada y pasó a ser una conducta 

penalmente perseguible. 

 

2.9.2. Financiamiento ilícito y compra del voto. 
 
El segundo caso relevante en Tamaulipas mostró otra forma de distorsión 

democrática basada en la manipulación económica del proceso electoral. Una 

servidora pública municipal, en ese momento candidata a presidenta municipal, fue 

denunciada por la utilización de recursos económicos que no fueron reportados 

como aportaciones privadas de campaña, las denuncias señalaban la expedición 

de un cheque y la posible entrega de dinero a cambio del voto.18 

 
18 Ibidem, artículo 7, fracción VII y artículo 9. Se impondrán de cincuenta a cien días multa y prisión 
de seis meses a tres años, a quien: VII. Solicite votos por paga, promesa de dinero u otra 
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La Fiscalía solicitó autorización judicial para acceder a información bancaria y 

verificar la existencia de las operaciones financieras señaladas. El análisis permitió 

corroborar movimientos económicos relevantes que no aparecían en los informes 

oficiales de fiscalización. 

 

Aquí el mecanismo de presión no era el empleo público, sino la necesidad 

económica del votante. Debe resaltarse que la compra del voto transforma la 

decisión política en transacción, la desigualdad material se convierte en herramienta 

electoral y en contextos de vulnerabilidad, esa práctica erosiona silenciosamente la 

autenticidad democrática. 

 

La obtención de la orden de aprehensión y el ejercicio de la acción penal enviaron 

el mensaje de que el financiamiento ilícito y la compra de sufragios no son meras 

irregularidades administrativas que se resuelven con multas, sino que pueden 

implicar consecuencias penales. Por su parte, la percepción social también cambia 

cuando se observa que el dinero utilizado para manipular la voluntad política puede 

derivar en responsabilidad personal, investigación financiera y medidas restrictivas 

de libertad. El incentivo para arriesgarse disminuye cuando la consecuencia no es 

solo económica, sino penal. 

 

Estos casos muestran que la defensa democrática no se limita a proteger la jornada 

electoral frente a hechos violentos visibles, también implica controlar las formas más 

sofisticadas de presión institucional y manipulación económica. 

 

 

 

 
contraprestación, o bien mediante violencia o amenaza, presione a otro a asistir a eventos 
proselitistas, o a votar o abstenerse de votar por un candidato, partido político o coalición, durante la 
campaña electoral, el día de la jornada electoral o en los tres días previos a la misma y Artículo 9. 
Se impondrán de cien a doscientos días multa y prisión de dos a seis años, al funcionario partidista 
o al candidato que: I. Ejerza presión o induzca a los electores a votar o abstenerse de votar por un 
candidato, partido político o coalición, el día de la elección o en alguno de los tres días anteriores a 
la misma. 
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Conclusiones. 
 

Primera. La procuración de justicia electoral surge como una respuesta necesaria 

ante la insuficiencia histórica de la vía administrativa para inhibir conductas graves 

que afectan el sistema democrático. 

 

Segunda. El derecho penal electoral no representa una expansión punitiva 

indiscriminada, sino un mecanismo de intervención dirigido a conductas de alta 

lesividad. 

 

Tercera. La vía penal permite alcances que la administrativa no logra plenamente, 

como la reparación integral del daño, la atención a víctimas y la generación de 

efectos disuasorios más contundentes. 

 

Cuarta. Los casos analizados demuestran que la justicia penal electoral no solo 

sanciona, sino que también envía mensajes institucionales claros que fortalecen la 

confianza democrática. 

 

Quinta. La intervención penal ha contribuido a inhibir prácticas previamente 

normalizadas y a reducir la percepción de impunidad en materia electoral. 

 

Sexta. La procuración de justicia electoral se consolida como una garantía 

estructural del sistema democrático al proteger, reparar y prevenir de manera más 

eficaz. 

 

Las Fiscalías especializadas en delitos electorales siempre serán incómodas, pero 

solo para aquellos que delinquen. 
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La neutralidad del estado como presupuesto estructural de la democracia 
electoral 

José Juan Sánchez Barba19 

 

Hay algo que uno aprende muy pronto cuando vive campañas desde dentro y, al 

mismo tiempo, tiene responsabilidades en el gobierno: la línea que separa gobernar 

de competir es delgada, pero decisiva. 

 

Yo he estado en ambos lados. He coordinado campañas, he caminado colonias 

pidiendo el voto, he organizado estructuras territoriales, he vivido la adrenalina de 

una jornada electoral y también he ocupado cargos públicos de alto nivel; incluso 

hubo un periodo en que me tocó asumir la responsabilidad como alcalde suplente. 

Esa combinación te cambia la forma de ver las cosas. 

 

En campaña20 todo gira alrededor de convencer, cada reunión, cada mensaje, cada 

estrategia busca conectar con la gente y ganar su confianza. Es un ejercicio 

legítimo, intenso, profundamente político, pero gobernar es otra cosa, gobernar 

significa administrar recursos que no son tuyos, tomar decisiones que impactan 

vidas, firmar documentos que comprometen presupuestos públicos, dirigir equipos 

que trabajan para toda la ciudadanía, no para un partido. 

 

Recuerdo claramente la primera vez que, estando ya en funciones públicas, se 

acercaba un proceso electoral. El ambiente cambia, empiezan los rumores, las 

llamadas, las invitaciones “informales”, las solicitudes que parecen pequeñas, 

inofensivas; “Solo es prestar el salón”, “Solo es usar el vehículo un rato”, “Solo es 

aprovechar el evento institucional para dar un mensaje político”. Todo suena 

 
19 Maestro en gobierno y administración pública; Coordinador general ejecutivo de gabinete del 

gobierno del estado de Aguascalientes y ex presidente municipal de Aguascalientes. 
20 Código Electoral del Estado de Aguascalientes, artículo 157. La campaña electoral, para los 

efectos de este Código, es el conjunto de actividades llevadas a cabo por los partidos políticos, las 

coaliciones, candidaturas comunes y los candidatos registrados para la obtención del voto. 
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razonable cuando se mira desde la lógica de campaña, pero cuando estás del otro 

lado del escritorio, la perspectiva debe ser distinta. 

 

Un día entendí algo que no había dimensionado del todo cuando solo estaba en la 

operación política: el poder institucional pesa y pesa mucho, no solo por el dinero 

que se administra, sino por lo que representa. Un vehículo oficial no es solo un 

vehículo, un programa social no es solo un apoyo económico, una conferencia 

institucional no es solo un micrófono, son símbolos de autoridad, de legitimidad, de 

respaldo del Estado. 

 

En campaña, uno sabe lo difícil que es conseguir recursos, movilizar voluntades, 

posicionar un mensaje, cuando gobiernas tienes infraestructura, equipos humanos, 

presencia territorial, visibilidad permanente. Esa diferencia no es menor, por eso la 

tentación de mezclar las cosas es tan peligrosa. 

 

He visto —y cualquiera que haya estado en campañas lo sabe— que las 

distorsiones más fuertes no ocurren necesariamente el día de la votación, rara vez 

el problema está en la urna, la verdadera desigualdad puede empezar mucho antes, 

cuando el aparato del gobierno se utiliza para inclinar la cancha. No hace falta 

alterar una boleta si se alteran las condiciones en que la gente decide. 

 

Recuerdo reuniones donde la conversación se movía sutilmente hacia esa zona 

gris: “Podríamos aprovechar la entrega de apoyos para reforzar el mensaje”, “Sería 

bueno que el equipo estuviera presente en el evento institucional”. En esos 

momentos es cuando se define si uno entiende el cargo como responsabilidad o 

como plataforma. 

 

Cuando me tocó asumir la alcaldía de manera suplente, aunque fuera por un periodo 

breve, sentí con claridad el peso de esa responsabilidad. El presupuesto que 

firmaba no era un recurso político; era dinero de la gente, los programas sociales 

no eran herramientas de movilización; eran apoyos para familias que realmente los 
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necesitaban, las oficinas no eran centros de estrategia electoral; eran espacios de 

servicio. 

 

En campaña se pelea por cada voto; en el gobierno se administra confianza. 
 

Cuando pasé del ámbito municipal a la coordinación del gabinete estatal, la 

dimensión del poder público adquirió otro peso. En el ayuntamiento ya había 

entendido la responsabilidad que implica firmar decisiones que afectan 

presupuesto, personal y programas sociales, pero en el Estado la escala cambia 

por completo, ya no se trata de una administración con alcances delimitados, sino 

de un entramado institucional donde cada secretaría ejecuta políticas que impactan 

regiones enteras, sectores productivos, sistemas educativos, redes de salud, 

infraestructura estratégica. Los números dejan de ser cifras en una hoja y se 

convierten en el reflejo del esfuerzo fiscal de millones de personas. 

 

Coordinar ese conjunto obliga a mirar el aparato público como lo que realmente es: 

una maquinaria compleja que no puede moverse sin consecuencias. Cada decisión 

administrativa genera ondas que se expanden en el territorio, cada instrucción 

puede alterar dinámicas sociales, económicas o políticas. En ese nivel, la idea de 

utilizar esa estructura con un propósito distinto al servicio público deja de ser una 

tentación menor y se revela como un riesgo profundo para el equilibrio institucional. 

 

Es ahí donde la tensión entre gobernar y competir se vuelve más evidente, no es un 

debate académico ni una discusión de sobremesa, sino algo que aparece en 

reuniones de trabajo, en agendas que coinciden con calendarios electorales, en la 

forma en que se redacta un mensaje institucional o se diseña un evento público. La 

frontera no siempre se cruza de manera abrupta; muchas veces se difumina 

lentamente, y es precisamente en esa zona gris donde se pone a prueba la madurez 

democrática de un gobierno. 
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Quien ha coordinado campañas sabe lo que significa trabajar con recursos 

limitados, organizar estructuras territoriales, construir presencia con esfuerzo y 

estrategia. En ese contexto, cada espacio ganado tiene valor, pero cuando se está 

al frente de la coordinación estatal, la perspectiva cambia. El gobierno cuenta con 

infraestructura permanente, personal especializado, información estratégica, 

presencia territorial constante y una voz institucional que forma parte de la vida 

cotidiana de la ciudadanía. Esa posición no es indebida en sí misma; es inherente 

al ejercicio del poder, lo determinante es cómo se asume esa ventaja estructural. 

 

En la práctica, coordinar secretarías implica más que distribuir tareas o revisar 

indicadores, significa establecer una cultura institucional coherente, que en cada 

reunión de gabinete quede claro que los programas públicos conservan su 

naturaleza social, que la comunicación oficial mantiene su carácter informativo, que 

el personal desempeña funciones administrativas y técnicas, no electorales. Se trata 

de sostener una línea constante en las decisiones diarias. 

 

He observado cómo acciones aparentemente pequeñas pueden alterar la 

percepción de equidad, el uso del tiempo laboral para actividades que se apartan 

de la función pública, la circulación de información institucional con fines distintos a 

los originalmente previstos, la personalización excesiva de actos que deberían 

mantener un perfil gubernamental. Ninguna de estas conductas, vista de manera 

aislada, parece monumental, pero acumuladas, configuran un escenario en el que 

la competencia deja de desarrollarse en igualdad de condiciones. 

 

Cuando se administra un municipio, el margen de influencia ya es significativo, 

cuando se coordina un estado completo, el alcance se multiplica, no hablamos 

únicamente de un evento o de un recurso puntual, sino de presupuestos 

multianuales, programas de cobertura masiva, redes institucionales que atraviesan 

todo el territorio, el impacto potencial es mayor, y con él crece la responsabilidad de 

mantener una línea clara entre gestión pública y dinámica electoral. 
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A lo largo de ese recorrido profesional se aprende que la neutralidad no es un 

obstáculo para la política, sino la base de su legitimidad. Gobernar implica tomar 

decisiones que beneficien al conjunto de la población, independientemente de 

afinidades partidistas, implica que la evaluación ciudadana se base en resultados y 

no en ventajas estructurales. La fortaleza de un proyecto político se mide en su 

capacidad para convencer, no en su capacidad para utilizar la maquinaria 

institucional. 

 

La experiencia también enseña que la democracia no se deteriora únicamente con 

actos evidentes o escándalos visibles, puede desgastarse de manera silenciosa 

cuando la frontera entre gobierno y campaña se vuelve ambigua. La ciudadanía 

percibe esa inclinación, aunque no la formule en términos técnicos, intuye cuando 

el aparato estatal parece favorecer a alguien y esa intuición impacta directamente 

en la confianza. 

 

La confianza es, al final, el capital más valioso de cualquier administración. Un 

proceso electoral puede arrojar distintos resultados, un proyecto puede continuar o 

dar paso a otro, pero si queda la sensación de que el poder público intervino para 

inclinar la balanza, la legitimidad se debilita, incluso cuando el procedimiento formal 

haya sido impecable. 

 

Desde la coordinación estatal, esa realidad adquiere un carácter concreto. Las 

secretarías existen para diseñar y ejecutar políticas públicas; los programas sociales 

responden a necesidades reales; la comunicación institucional informa sobre 

acciones de gobierno; el personal cumple funciones al servicio de la ciudadanía, 

esa coherencia no se construye en discursos, sino en prácticas sostenidas. 

 

Haber transitado por la estrategia electoral y por la administración pública en 

distintos niveles permite entender que el poder se consolida cuando reconoce sus 

límites. Un gobierno que decide competir sin trasladar su estructura institucional a 

la contienda asume la incertidumbre propia de la democracia con mayor autoridad 
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moral, la competencia se mantiene en el terreno de las ideas, los resultados y la 

capacidad de persuasión. 

 

La democracia entonces, no debe sostenerse exclusivamente en normas escritas ni 

en sanciones previstas, se sostiene en decisiones cotidianas que preservan el 

equilibrio, en la claridad con la que se distinguen las funciones de gobierno de las 

aspiraciones electorales y en la convicción de que el recurso público pertenece a 

todos, incluso a quienes piensan distinto. 

 

Riesgos de la utilización indebida del recurso público. 
 

Cuando la estructura del Estado comienza a moverse al ritmo de una candidatura, 

la competencia cambia de naturaleza. No hace falta un acto estridente ni un evento 

multitudinario para que eso ocurra. El desplazamiento suele ser gradual, casi 

imperceptible. Basta con que la maquinaria institucional —presupuesto, 

comunicación oficial, presencia territorial, operación administrativa— empiece a 

acompasarse con la proyección de un perfil político para que el equilibrio de la 

contienda se altere. 

 

El aparato público fue diseñado para ejecutar políticas, garantizar derechos y 

administrar recursos colectivos, su razón de ser es servir. Cuando esa arquitectura 

empieza a sincronizarse con una aspiración electoral, deja de operar 

exclusivamente bajo criterios administrativos y comienza a proyectar una dirección 

política. En ese punto se desdibuja la frontera entre gobernar y competir. 

 

Haber estado al frente de coordinaciones de campaña permite reconocer con 

claridad cuándo se está en terreno electoral y cuándo se está utilizando algo más 

que estrategia y trabajo político. Una campaña legítima se construye con 

financiamiento regulado, con organización partidista, con tiempos establecidos por 

la ley y con recursos privados o públicos autorizados específicamente para ese fin. 



73 
 

Cuando en esa ecuación aparece la estructura gubernamental, el terreno deja de 

ser común. 

 

La desigualdad no necesariamente surge de un gran desvío presupuestal, se forma 

en la reiteración de actos pequeños: el uso constante de canales institucionales 

para posicionar a una figura, la utilización de actos oficiales como plataforma de 

proyección personal, la movilización sutil de estructuras administrativas en favor de 

una narrativa política. Son prácticas que, vistas de manera aislada, pueden parecer 

menores; acumuladas, generan una ventaja estructural. 

 

Desde el gobierno, la diferencia es evidente, la administración cuenta con presencia 

permanente en el territorio, dispone de infraestructura, personal, información 

estratégica y una voz institucional que se escucha todos los días. Esa capacidad es 

legítima cuando se orienta a la gestión pública. Su traslado al ámbito electoral 

modifica las condiciones bajo las cuales se forma la voluntad ciudadana. 

 

Conviene precisar qué debe entenderse por recurso público, no se trata únicamente 

de dinero. El recurso público comprende el presupuesto, los bienes muebles e 

inmuebles, los vehículos oficiales, la infraestructura física y tecnológica, las bases 

de datos, la información obtenida por razón del cargo y, de manera particularmente 

relevante, los recursos humanos.21 

 

El tiempo de trabajo de cada servidor público es un recurso financiado por la 

sociedad. Cada jornada laboral representa horas pagadas con dinero público para 

cumplir funciones específicas, cuando ese tiempo se destina a actividades de 

campaña o a la promoción personal de un funcionario, se produce un 

desplazamiento indebido. No se trata solo de una falta administrativa; se altera el 

destino constitucional del recurso. 

 

 
21 Carrancá y Rivas, R. (2014). Intervención de servidores públicos y uso de recursos públicos en 

procesos electorales (pp. 35–38). Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 
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Lo mismo ocurre cuando personal subordinado es involucrado en actividades 

ajenas a su función institucional. Si quienes deben estar ejecutando programas, 

atendiendo ciudadanos o desarrollando tareas técnicas son utilizados para 

organizar eventos políticos, difundir mensajes de promoción o movilizar estructuras 

electorales, el aparato público deja de cumplir su finalidad original. 

 

El recurso humano es uno de los activos más relevantes del Estado, su utilización 

indebida impacta directamente en la neutralidad institucional y en la equidad de la 

contienda. No es lo mismo competir con equipos partidistas que hacerlo con la 

estructura administrativa de un gobierno detrás. 

 

Ser servidor público implica aceptar un marco de responsabilidades claras. El cargo 

no es un espacio para la promoción personal ni una plataforma para proyectar 

aspiraciones futuras utilizando bienes colectivos, es una función temporal, sujeta a 

reglas, horarios y obligaciones. La Constitución y las leyes establecen límites 

precisos porque el recurso administrado no pertenece al funcionario; pertenece a la 

ciudadanía. 

 

Quien desea hacer campaña tiene el derecho de hacerlo, pero debe hacerlo en los 

tiempos y con los medios que la ley permite, el espacio natural para la competencia 

política es el terreno partidista, no la oficina pública. El financiamiento autorizado 

para campañas existe precisamente para evitar que el poder institucional se 

convierta en ventaja estructural. 

 

Confundir esos planos genera riesgos concretos. El primero es la alteración de la 

equidad, el segundo es la afectación a la libertad del sufragio, especialmente 

cuando programas sociales o estructuras administrativas comienzan a vincularse 

con expectativas electorales y el tercero es el deterioro de la confianza en las 

instituciones. 
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Desde luego que la ciudadanía percibe cuando la estructura del Estado parece 

inclinarse hacia una opción, puede no expresarlo en términos técnicos, pero 

identifica la diferencia entre una política pública y una estrategia de posicionamiento. 

Esa percepción influye en la valoración del proceso electoral y en la legitimidad del 

resultado. 

 

En tal sentido, la utilización indebida del recurso público no solo compromete al 

funcionario que incurre en la conducta; compromete al gobierno en su conjunto, 

introduce dudas sobre la limpieza de la competencia y debilita la autoridad moral 

con la que se ejerce el poder. 

 

Por eso este tema no es menor ni accesorio, se trata de una línea estructural en el 

diseño democrático. El Estado debe permanecer en su cauce institucional mientras 

la competencia política sigue el suyo, cuando esa separación se respeta, la 

democracia se fortalece, cuando se rompe, el sistema comienza a resentirlo, 

aunque el procedimiento formal de la elección se mantenga intacto. 

 

El servidor público que entiende esta responsabilidad sabe que el recurso público 

tiene un destino claro, el bien común. Utilizarlo para potenciar una figura, proyectar 

una aspiración o asegurar continuidad política no solo es ilegal; contradice el sentido 

mismo del mandato recibido.  

 

Quien aspira a sobresalir políticamente debe hacerlo con su trabajo, con sus ideas 

y con los mecanismos que la ley electoral prevé. El espacio público no es una 

plataforma personal, la administración pública no es un comité de campaña y el 

recurso colectivo no es una herramienta para disputar poder. 

 
Uso de programas sociales con fines electorales 
 

A lo largo de mi vida pública he pasado por los dos lados de la política: el de las 

campañas y el del gobierno. He coordinado estrategias electorales, he caminado 
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colonias pidiendo el voto, he organizado estructuras territoriales desde cero. Y 

también, como ya lo dije, he tenido la responsabilidad de administrar recursos 

públicos, primero en el ámbito municipal y después desde espacios de mayor 

coordinación. Esa experiencia me dejó una convicción profunda: el poder se 

sostiene cuando respeta sus límites. 

 

Siempre he creído que un gobierno se fortalece cuando se mantiene imparcial, la 

administración tiene que seguir funcionando mientras las campañas siguen su 

propio camino. Una cosa es gobernar y otra competir. Cuando cada quien ocupa su 

lugar, la ciudadanía puede valorar propuestas, trayectorias y resultados sin sentir 

que la balanza está cargada. 

 

El problema empieza cuando esa frontera se difumina, no suele ocurrir de manera 

abrupta, nadie convoca una reunión para anunciar que se usará el aparato público 

para favorecer a alguien, es más sutil. Son pequeños deslizamientos, un evento 

institucional que empieza a parecer mitin, una entrega de apoyos donde el mensaje 

ya no es social sino político, una narrativa que mezcla programa público con 

promoción personal. Y si hay un terreno especialmente delicado, ese es el de los 

programas sociales. 

 

Quienes hemos recorrido comunidades sabemos lo que significa para una familia 

recibir un apoyo, para muchos no es un complemento, es una necesidad real, es el 

medicamento, es la despensa, es la beca que permite que un hijo siga estudiando. 

Jugar con eso es cruzar una línea que no debería cruzarse jamás. 

 

Los programas sociales existen para reducir desigualdades y atender carencias, 

tienen una razón de ser profundamente humana y cuando se empiezan a vincular 

con expectativas electorales, su naturaleza cambia, el beneficiario deja de ver el 

apoyo como una política pública y empieza a sentir que su continuidad depende de 

una decisión política. 
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No hace falta una amenaza abierta, a veces basta una insinuación, un comentario, 

un ambiente que sugiere que las cosas podrían cambiar si gana “otro”. En contextos 

de vulnerabilidad, ese mensaje pesa, el voto puede seguir siendo secreto, pero la 

libertad interior del elector ya no es la misma. 

 

He visto campañas construirse con trabajo legítimo, con organización y con esfuerzo 

y también he visto la tentación de usar lo que está al alcance cuando se ocupa un 

cargo público. Por eso sostengo, con claridad, que el recurso público no puede 

convertirse en herramienta para conseguir adeptos ni para asegurar continuidad 

política. 

 

Ser servidor público implica aceptar reglas claras, el cargo es temporal, el 

presupuesto no es propio y los programas no son patrimonio personal ni de un 

partido. Administramos recursos que pertenecen a todos, incluso a quienes no 

votaron por nosotros. 

 

Cuando alguien utiliza personal de una dependencia para actividades de campaña, 

cuando convierte una entrega de apoyos en plataforma de promoción, cuando deja 

entrever que un beneficio depende de una lealtad política, no solo incurre en una 

falta administrativa, está traicionando la confianza de quienes dependen de ese 

apoyo y está distorsionando la competencia democrática. 

 

La ley es clara en este punto, el uso indebido de recursos públicos con fines 

electorales está tipificado como delito, y más grave aún el condicionamiento de 

programas sociales,22 no es un detalle menor ni una infracción burocrática, es una 

 
22 Ley General en Materia de Delitos Electorales (LGMDE) artículo 7 Bis. Artículo 7 Bis. Se impondrá 

de trescientos a seiscientos días multa y prisión de cuatro a nueve años a quien, utilizando bienes, 

fondos, servicios o beneficios relacionados con programas sociales, ejerza cualquier tipo de presión 

sobre el electorado para votar o abstenerse de votar por una o un candidato, partido político o 

coalición, o bien para participar o abstenerse de participar en eventos proselitistas, o para votar o 

abstenerse de votar por alguna opción durante el procedimiento de consulta popular. 
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conducta que afecta directamente la equidad en la contienda y la libertad del voto. 

Las sanciones pueden implicar prisión, inhabilitación y consecuencias que marcan 

de manera definitiva la trayectoria de quien decide cruzar esa línea. 

 

Las fiscalías especializadas existen precisamente para investigar estos casos. En 

el ámbito local o federal, su función no es perseguir adversarios políticos, sino 

proteger el orden democrático. Cuando un servidor público se aprovecha del cargo 

para hacer campaña con recursos del Estado, debe responder ante la ley, no por 

revancha, sino por justicia institucional. 

 

No se puede normalizar el uso tramposo del presupuesto bajo el argumento de que 

“siempre se ha hecho así”, las prácticas indebidas no se vuelven legítimas por 

repetición, por el contrario, cuando se toleran, erosionan lentamente la confianza en 

las instituciones. Y aquí quiero ser muy claro, no se puede jugar con la necesidad 

de la gente, no se puede condicionar un programa social, ni se puede insinuar que 

un apoyo depende de una boleta, tampoco se puede convertir la vulnerabilidad en 

herramienta electoral. 

 

Quien quiera competir tiene derecho a hacerlo, que lo haga con su trabajo político, 

con su capacidad de persuadir, con los recursos que la ley permite y en los tiempos 

establecidos, es para eso existen las reglas del juego electoral, lo que no se vale es 

utilizar el presupuesto público, la estructura institucional o la esperanza de quienes 

menos tienen como atajo para ganar votos. 

 

He dedicado mi vida al servicio público y a la política, y precisamente por eso creo 

que la política se dignifica cuando se conduce con límites. El recurso público debe 

utilizarse para lo que fue recaudado: servir. Para construir escuelas, fortalecer 

hospitales, apoyar a quien lo necesita, generar oportunidades, no para asegurar una 

candidatura ni para apuntalar un proyecto personal. 
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Por eso, debe dejarse en claro que la democracia no se defiende solo en las urnas, 

se defiende en la manera en que se ejerce el poder todos los días, se defiende 

cuando un servidor público entiende que su cargo no es una plataforma, sino una 

responsabilidad, se defiende cuando el programa social llega sin 

condicionamientos, sin insinuaciones y sin cálculo electoral. 

 

El poder encuentra su verdadera fortaleza cuando respeta los límites que la 

Constitución le impone, ahí se sostiene la legitimidad, donde se honra la confianza 

ciudadana y es exactamente ahí, donde se distingue el servicio público auténtico de 

la ambición que pretende aprovecharse de él. 

 
Conclusión. 
 

Al final de todo, después de haber estado en campañas y también en el ejercicio del 

gobierno, uno entiende que la democracia no se rompe de golpe; se desgasta 

cuando se cruzan pequeñas líneas que parecían inofensivas, se debilita cuando el 

poder olvida que tiene límites y pocas líneas son tan delicadas como aquella que 

separa el uso legítimo del recurso público, de su tráfico y utilización con fines 

electorales. 

 

Gobernar implica administrar confianza, los recursos que se ejercen no son propios, 

son de la gente y los programas sociales no son herramientas de posicionamiento, 

son respuestas a necesidades reales. Cuando un servidor público utiliza el 

presupuesto, el personal o la infraestructura institucional para inclinar la contienda, 

no solo está incurriendo en una falta legal; está alterando las condiciones bajo las 

cuales la ciudadanía decide, rompiendo la neutralidad que le da legitimidad al poder. 

 

Pero si el uso indebido del recurso público es grave, el condicionamiento de 

programas sociales lo es aún más, porque ahí no solo se distorsiona la 

competencia; se juega con la necesidad. Se introduce la política en el espacio donde 

debería haber únicamente solidaridad institucional y se siembra la idea de que un 
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derecho puede depender de una boleta, lo que es profundamente injusto y 

condenable. 

 

La Ley General en Materia de Delitos Electorales tipifica estas conductas porque 

entiende que la equidad y la libertad del voto son pilares del sistema democrático. 

No es casual que la norma prevea sanciones agravadas cuando se condicionan 

programas sociales; el legislador reconoció que ahí se encuentra una de las 

amenazas más serias para la autenticidad de las elecciones. 

 

La procuración de justicia electoral surge precisamente para protegernos de eso, 

para recordarnos que el poder público no puede convertirse en herramienta de 

campaña, para garantizar que quien compita lo haga con sus ideas, su trayectoria 

y los mecanismos legales permitidos, no con la maquinaria del Estado detrás. Las 

fiscalías electorales existen para proteger la libertad ciudadana, su función es 

preservar el equilibrio cuando alguien intenta romperlo. 

 

Por eso resulta indispensable que las instituciones encargadas de procurar justicia 

electoral sean sólidas, técnicas y verdaderamente independientes. No se trata de 

una exigencia retórica ni de una postura política circunstancial, sino de una 

necesidad estructural del sistema democrático.  

 

Cuando las conductas indebidas se toleran, cuando se miran como prácticas 

“normales” o inevitables del ejercicio del poder, comienzan a arraigarse en la cultura 

institucional, de tal suerte que, lo que primero fue excepción termina convirtiéndose 

en costumbre. En ese momento, el daño ya no es solo jurídico, es moral y colectivo, 

porque la ciudadanía empieza a asumir que la contienda nunca es del todo pareja 

y que el aparato público inevitablemente se inclinará hacia quien lo encabeza.  

 

Esa percepción erosiona silenciosamente la credibilidad de las elecciones y debilita 

la confianza en las instituciones. En cambio, cuando existe investigación seria, 

cuando las fiscalías actúan con profesionalismo y cuando las sanciones se aplican 
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con firmeza, el mensaje que se transmite es distinto y mucho más poderoso: el 

recurso público tiene un propósito social, no electoral; pertenece a la ciudadanía y 

no a quienes temporalmente lo administran. 

 

Hablar de esto no es un ejercicio abstracto para mí, es una convicción que nace de 

haber estado dentro del gobierno y de comprender el peso real que tiene cada 

decisión, cada firma, cada instrucción. Desde esa experiencia, no puedo sino 

condenar cualquier intento de utilizar el presupuesto, los programas o la estructura 

institucional para obtener ventaja política.  

 

Entendamos que el cargo es transitorio, la responsabilidad no. Quien ocupa una 

función pública administra algo que no le pertenece y que debe ejercer con 

imparcialidad, incluso frente a sus propias aspiraciones o afinidades. El poder no se 

fortalece cuando se expande sin límites; se fortalece cuando reconoce las fronteras 

que la Constitución le impone y las asume con disciplina ética, por lo que respetar 

esas fronteras no debilita a un proyecto político, lo legitima. 

 

Con el tiempo he llegado a entender que la democracia no se preserva únicamente 

el día de la jornada electoral, ni se agota en el conteo correcto de los votos, se 

construye en los actos cotidianos del gobierno, en la manera en que se ejecuta un 

programa social, en la forma en que se comunica una política pública, en la decisión 

consciente de no mezclar la función institucional con la estrategia electoral, se 

consolida cuando los apoyos llegan sin insinuaciones ni mensajes velados, cuando 

nadie siente que su derecho depende de una preferencia política, cuando el servidor 

público recuerda que administra recursos que pertenecen también a quienes no 

comparten su visión. Es en esa coherencia diaria donde la equidad deja de ser un 

principio escrito y se convierte en una práctica real. 

 

Ahí radica, en última instancia, la diferencia entre gobernar y competir. Competir es 

legítimo y necesario en toda democracia; gobernar también lo es, lo que no es 

legítimo es confundir ambos planos. La dignidad del servicio público se encuentra 
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precisamente en esa distinción clara, en la capacidad de ejercer el poder sin 

convertirlo en herramienta electoral, en la decisión de someterse a las mismas 

reglas que rigen para todos, cuando esa línea se respeta, la ciudadanía puede elegir 

con libertad auténtica y la democracia no solo funciona, sino que se fortalece con 

autoridad moral. 
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Suspensión condicional del proceso 

 un análisis a través de la praxis judicial  

The conditional suspension of the process: an analysis through judicial 
practice 

Diana Jeanethe Rodríguez López23 

Oscar Vera Aguilar24 

RESUMEN 
El presente artículo somete a examen la operatividad de la Suspensión Condicional 

a proceso en delitos de Violencia Política contra las Mujeres en Razón de Género 

(VPMG), contrastando la teoría de las soluciones alternas con la práctica 

jurisdiccional. Desde la vía penal - electoral, se analiza cómo la disparidad de 

criterios interpretativos entre las partes y el juzgador desnaturaliza, en ocasiones, la 

celeridad del sistema acusatorio, revelando que la ausencia de una defensa técnica 

se convierte en un obstáculo que impide que el modelo procesal cumpla con su 

promesa de justicia expedita. 

 

A través de un análisis de caso, se estudia un primer escenario de impacto en la 

normativa, donde después de varios diferimientos de audiencia, derivados de un 

amparo y a pesar de la agravante que imperaba, mediante la aplicación del principio 

de irretroactividad de la ley, se privilegió la salida alterna del proceso a través de la 

figura de la Suspensión Condicional, por encima de los formalismos 

procedimentales, previa reparación integral del daño a la víctima, garantizando su 

acceso a una justicia adecuada. 

 

 
23 Fiscal Especializada en Delitos Electorales de la Procuraduría General de Justicia del Estado de 
Hidalgo. Maestra y Especialista en Derecho Electoral por la Escuela Judicial Electoral del TEPJF. 
Licenciada en Derecho por la Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo (UAEH). 
24 Director de Investigación y Litigación en la Fiscalía Especializada en Delitos Electorales de la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Hidalgo. Maestrante en Derecho Penal y Ciencias 
Penales por la Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo (UAEH). 
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Un segundo caso permite evaluar la procedencia de la salida alterna supeditada al 

control constitucional vía amparo, tras el agotamiento de la cadena impugnativa 

ordinaria, así como el estándar de suficiencia del plan de reparación, cuya 

autorización jurisdiccional derivó de un proceso de saneamiento tras múltiples 

negativas iniciales. El estudio concluye que la viabilidad de esta figura en la materia 

electoral no depende únicamente de la voluntad de las partes, sino de una 

ponderación técnica que armonice el derecho del imputado a la terminación 

anticipada con el estándar reforzado de protección y no repetición que exige la 

perspectiva de género. 

 

Palabras clave: 

Suspensión condicional del proceso, violencia política contra las mujeres en razón 

de género, justicia restaurativa, delitos electorales, perspectiva de género, 

reparación integral y salidas alternas. 

 
Abstract 
 
This article examines the operational aspects of Conditional Suspension of 

Proceedings in cases of Political Violence Against Women Based on Gender 

(VPMG), contrasting the theory of alternative dispute resolution with jurisdictional 

practice. From the perspective of criminal-electoral law, it analyzes how the disparity 

in interpretive criteria between the parties and the judge sometimes undermines the 

efficiency of the adversarial system, revealing that the absence of legal 

representation becomes an obstacle preventing the procedural model from fulfilling 

its promise of swift justice. 

 

Through a case-by-case analysis, a first scenario of impact on the regulations is 

studied. In this case, after several hearing postponements resulting from an 

injunction, and despite the prevailing aggravating circumstances, the principle of 

non-retroactivity of the law was applied, prioritizing the alternative resolution of the 

proceedings through the figure of Conditional Suspension, over procedural 
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formalities, provided that the victim received full reparation for the damages, thus 

guaranteeing their access to true justice. 

 

A second case allows for the evaluation of the admissibility of the alternative 

resolution subject to constitutional review via injunction, after the exhaustion of the 

ordinary appeals process, as well as the standard of sufficiency of the reparation 

plan, whose jurisdictional authorization resulted from a review process following 

multiple initial rejections. The study concludes that the viability of this figure in 

electoral matters does not depend solely on the will of the parties, but on a technical 

assessment that harmonizes the defendant's right to early termination with the 

reinforced standard of protection and non-repetition required by the gender 

perspective. 

 

Antecedentes 
La Dimensión Constitucional de la Suspensión Condicional tras la Reforma de 
2008 
 
La reforma constitucional del 18 de junio de 2008 trascendió la modificación de las 

formas procesales para instaurar una transformación del sistema de justicia penal 

en México, orientada a pasar de un modelo meramente sancionatorio hacia un 

esquema de gestión del conflicto, fundamentado en la racionalidad y la justicia 

restaurativa consistente en reparar el daño causado por un delito, priorizando el 

diálogo entre la víctima, el ofensor y la comunidad sobre el simple castigo.  

 

En este escenario, la figura de la suspensión condicional del proceso se constituye 

como una institución cuya posibilidad jurídica surge directamente de la nueva 

estructura de los artículos 17 y 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 
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La Institucionalización de la Solución Alterna bajo el Artículo 17 
Constitucional 
 
La adición del quinto párrafo al artículo 17 constitucional introdujo una obligación 

para el legislador al establecer la obligatoriedad de mecanismos alternativos de 

solución de controversias25. Esta disposición rompió con el dominio de la sentencia 

como única respuesta estatal al fenómeno delictivo, reconociendo que la eficacia de 

la justicia no es proporcional a la cantidad de juicios orales desahogados, sino a la 

capacidad del Estado para resolver las controversias de manera diferenciada 

(Unión, 1917). 

 

Desde el punto de vista de la política criminal, la suspensión condicional opera bajo 

el principio de mínima intervención. La Constitución ahora reconoce que, frente a 

ilícitos cuya agresión social es moderada, la pretensión sancionatoria del Estado 

puede ser satisfecha a través del sometimiento del imputado a un régimen de 

condiciones. Esta norma constitucional legitima la interrupción de las etapas como 

una herramienta que permite priorizar la resolución de los delitos de mayor impacto, 

asegurando que el proceso penal no se convierta en una carga de trabajo 

insostenible. 

 

Definición  
 
De acuerdo al artículo 191 del Código Nacional de Procedimientos Penales, la 

Suspensión Condicional a Proceso, se define como el planteamiento formulado por 

el Ministerio Público o por el imputado, el cual contendrá un plan detallado sobre el 

pago de la reparación del daño y el sometimiento del imputado a una o varias de las 

condiciones que refiere la ley, que garanticen una efectiva tutela de los derechos de 

 
25 Art. 17, párrafo quinto, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Reforma publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008. Precepto que constitucionaliza los  
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la víctima u ofendido y que en caso de cumplirse, pueda dar lugar a la extinción de 

la acción penal26 (Union., 2014). 

 

Jaime Flores Cruz define a la suspensión condicional a proceso como figura creada 

por el Estado para establecer en forma expresa, las causas que se consideran 

determinantes para detener la secuela del procedimiento penal, es decir, que es el 

remedio creado por el legislador para evitar que el procedimiento penal quede 

inconcluso una vez iniciado, esto es cuando se presenten casos determinantes que 

impidan su continuación pero que una vez desaparecido el origen de esta causa de 

suspensión se proceda con la tramitación correspondiente (Cruz, 2012). 

 

Es otras palabras, la suspensión condicional del proceso se consolida como una de 

las piezas importantes del sistema de justicia penal acusatorio en México, al 

presentarse como una solución alterna que armoniza la eficacia procesal con la 

justicia restaurativa. 

 

Lejos de ser una simple interrupción del proceso penal, esta figura constituye un 

acuerdo formal que permite suspender la persecución penal, supeditando la 

extinción de la acción al cumplimiento de un plan de reparación integral y de 

condiciones de conducta que el imputado debe observar durante un periodo 

determinado (Servín, 2016). 

 

Naturaleza jurídica y alcance doctrinario 
 
Se considera que la naturaleza de la suspensión condicional del proceso posee un 

carácter mixto y restaurativo. Por una parte, posee una función para detener el 

avance del procedimiento hacia el juicio oral, y por otra, busca resolver el conflicto 

penal de fondo, sin recurrir a la pena de prisión.  

 
26 Art. 191, Código Nacional de Procedimientos Penales. Diario Oficial de la Federación. México, 5 
de marzo de 2014 (Última reforma publicada el 28 de noviembre de 2025). Define la suspensión 
condicional del proceso. 
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Bajo esta visión, la suspensión condicional desplaza el enfoque sancionatorio 

tradicional para centrarse en la reparación efectiva del daño causado a la víctima y 

no así en el castigo, como objetivo primordial (Servín, 2016). 

 

González Velázquez refiere que la suspensión condicional del proceso tiene 

naturaleza de salida alterna del proceso penal y mecanismo de política criminal, ya 

que constituye una institución que forma parte de los mecanismos condicionales de 

inhibición o paralización del proceso penal, permitiendo detener el procedimiento 

tradicional bajo ciertas condiciones aceptadas por el imputado (Velázquez, 2019).  

La suspensión condicional descansa sobre tres pilares fundamentales que definen 

su procedencia: 

 

1) Una reparación integral: El centro de esta salida alterna es la víctima. Para 

que la suspensión sea jurídicamente viable, el plan propuesto no debe ser 

meramente simbólico; debe ser proporcional al daño y garantizar una 

restitución efectiva. En este sentido, la autoridad judicial actúa como un 

garante que verifica que los derechos de la parte afectada queden 

debidamente salvaguardados antes de autorizar la suspensión condicional a 

proceso (Servín, 2016). 

 

2) El control jurisdiccional de las condiciones: A diferencia de otras salidas 

alternas de cumplimiento inmediato, esta institución se caracteriza por una 

temporalidad de vigilancia. La naturaleza condicionada implica que el 

imputado se someta a un régimen de supervisión judicial que puede durar de 

seis meses a tres años27. Esta vigilancia asegura que el beneficio procesal 

no se convierta en una vía para la impunidad, ya que cualquier 

incumplimiento injustificado faculta al Ministerio Público para solicitar la 

revocación y la reanudación del proceso ordinario (Union., 2014). 

 
27 Art. 195, Código Nacional de Procedimientos Penales. Diario Oficial de la Federación, México, 5 
de marzo de 2014 (Última reforma publicada el 28 de noviembre de 2025). Enumera las condiciones 
y medidas que el Juez de Control puede imponer al imputado durante el periodo de suspensión para 
garantizar la protección de la víctima y la tutela efectiva del proceso. 
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3) La racionalización de la persecución penal: Como mecanismo de 

despresurización, la suspensión condicional permite al Estado optimizar sus 

recursos de investigación y litigio, al permitir que los delitos cuya pena media 

aritmética no excede los cinco años28 se resuelvan mediante el cumplimiento 

de condiciones y la reparación del daño, logrando una justicia más ágil que 

evita el costo social y económico que implica el desahogo de un juicio oral 

completo (Servín, 2016). 

 

De lo anterior se desprende, que la suspensión condicional del proceso es un 

instrumento que apuesta por la responsabilidad activa del imputado y la satisfacción 

real de la víctima, representando un equilibrio entre el debido proceso y la necesidad 

de una justicia de saneamiento social, permitiendo que la respuesta estatal ante el 

delito sea proporcional, útil y, sobre todo, orientada a la restauración de la paz 

jurídica. 

 

El Eje de la Reparación Integral y el Control Jurisdiccional en el Artículo 20 
 
El artículo 20 constitucional29, en su vertiente acusatoria, redefinió que el objeto del 

proceso penal, ya no se circunscribe únicamente al esclarecimiento de los hechos 

y la sanción del culpable, sino que eleva la protección de la víctima y la reparación 

del daño a un estándar de jerarquía constitucional. En el Apartado C del citado 

artículo30, la reforma otorgó a la víctima un rol protagónico en la solución del 

conflicto, reconociendo a la figura de la reparación del daño como un derecho 

fundamental que el sistema debe tutelar de manera prioritaria (Unión, 1917). 

 
28 Art. 192, fracción I, Código Nacional de Procedimientos Penales. (2014). Diario Oficial de la 
Federación. México. Establece como requisito de procedencia que la media aritmética de la pena de 
prisión del delito por el que se dictó el auto de vinculación a proceso no exceda de cinco años. 
29 Art. 20, Apartado A, fracción VII. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Establece 
la facultad jurisdiccional para autorizar la terminación anticipada del proceso o el uso de mecanismos 
alternativos de solución de controversias, siempre que se cumpla con las disposiciones legales 
correspondientes. Diario Oficial de la Federación. 
30 Art. 20, Apartado C, fracción IV. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Consagra 
el derecho fundamental de la víctima u ofendido a que se le repare el daño, imponiendo al juzgador 
la obligación de que la protección de este derecho sea efectiva en cualquier salida alterna o 
terminación anticipada. Diario Oficial de la Federación. 
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La suspensión condicional se fundamenta en este mandato; es decir, no puede 

haber interrupción del proceso sin una garantía de reparación.  

 

Esto transforma a la suspensión condicional en una figura condicionada, donde el 

Juez de Control ejerce una función de vigilancia para asegurar que el plan de 

reparación no sea una formalidad vacía, sino un instrumento eficaz que restituya a 

la víctima en el goce de sus derechos.  

 

La naturaleza restaurativa de esta institución cumple con el fin constitucional de 

lograr la paz jurídica, sin recurrir necesariamente a la marginación que conlleva una 

sentencia condenatoria, permitiendo que la respuesta estatal ante el delito sea 

proporcional y orientada a la restauración de la estructura social. 

 

Presupuestos procesales y requisitos de procedencia 
 
Para que la suspensión condicional del proceso trascienda de ser una mera 

expectativa de derecho a una realidad procesal, el Código Nacional de 

Procedimientos Penales establece una serie de presupuestos limitados31. Estos 

requisitos no deben entenderse como simples formalismos, sino como filtros de 

seguridad jurídica que garantizan la posibilidad de la vía alterna, sin afectar el 

interés público ni los derechos de la contraparte. 

 

De acuerdo con el marco normativo vigente, la procedencia de esta institución se 

subordina a la concurrencia de tres elementos necesarios: 

 

1) El Auto de Vinculación a Proceso: Es el presupuesto primario. La 

suspensión solo puede solicitarse una vez que el juzgador ha determinado la 

existencia de datos de prueba que establezcan la comisión de un hecho 

señalado como delito y la probabilidad de que el acusado intervino en él; 

 
31 Art. 192. Código Nacional de Procedimientos Penales. Establece los presupuestos procesales de 
procedencia, destacando la vinculación a proceso, el límite de la media aritmética de la pena y la  
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2) La Media Aritmética de la Pena: El legislador ha reservado esta salida para 

delitos cuya penalidad no sea excesiva, estableciendo que la media 

aritmética de la pena de prisión no debe exceder de cinco años. Este límite 

opera como un criterio de proporcionalidad, asegurando que los delitos de 

alta gravedad social sigan la ruta normal de las etapas del juicio oral, y; 

 

3) La Ausencia de Oposición Fundada: La víctima u ofendido conservan su 

derecho a oponerse; sin embargo, esta oposición no puede ser arbitraria. 

Para ser atendible por el órgano jurisdiccional, la oposición debe fundarse en 

la insuficiencia de la reparación del daño o en la falta de garantías para su 

cumplimiento. 

 

El catálogo de condiciones y la supervisión judicial 
 
Una vez satisfechos los requisitos de procedencia, y como ya se ha hecho 

referencia, el Juez de Control debe fijar un plazo de suspensión que no podrá ser 

inferior a seis meses ni superior a tres años, durante el cual, el imputado se 

someterá a una o varias de las condiciones previstas en la ley.  

 

Estas medidas no tienen una naturaleza sancionatoria, sino que buscan asegurar la 

protección de la víctima y la correcta reinserción del denunciado al núcleo social 

bajo un esquema de prueba. 

 

La selección de estas condiciones debe regirse por el principio de idoneidad y 

mínima intervención, evitando imponer cargas que resulten desproporcionadas o 

imposibles de cumplir.  

 

Entre las medidas más recurrentes destacan la residencia en un lugar determinado, 

la abstención de consumir sustancias psicotrópicas, la prestación de servicio social 
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a favor del Estado o de instituciones de beneficencia, y, de especial relevancia, la 

prohibición de acercarse a la víctima o a sus domicilios32. 

 

Este periodo de condicionalidad transforma al proceso penal en un instrumento de 

vigilancia activa. El seguimiento no queda al arbitrio de las partes, sino que es 

supervisado por la autoridad correspondiente, generalmente la oficina de medidas 

cautelares, cuya función es informar puntualmente al juzgador sobre el grado de 

cumplimiento.  

 

Solo ante el acatamiento integral de estas obligaciones y del plan de reparación, el 

Juez podrá decretar la extinción de la acción penal, poniendo fin al proceso penal 

sin llegar a una sentencia de fondo con efectos absolutorios. 

 

Suspensión condicional y violencia política de género  
 
La aplicación de la suspensión condicional en el delito de Violencia Política contra 

las Mujeres en Razón de Género33, sin duda, representa uno de los mayores retos 

y avances para las Fiscalías Especializadas en Delitos Electorales, al tratarse de 

conductas que vulneran el orden democrático y el derecho de las mujeres a una 

vida libre de violencia, por tanto, la salida alterna debe ser desahogada con 

perspectiva de género; pero, sobre todo, garantizando la reparación integral para la 

víctima sin vulnerar la protección de los derechos humanos del imputado. 

 

A continuación, se describen dos casos de éxito que se sustanciaron bajo la 

competencia de la Fiscalía Especializada en Delitos Electorales del estado de 

Hidalgo, los cuales ilustran la operatividad de esta figura procesal: 

 

 
32 Art. 195. Código Nacional de Procedimientos Penales. Detalla el catálogo de condiciones a las 
que puede quedar sujeto el imputado durante el periodo de suspensión, así como la facultad del 
Juez de  
33 Art. 20 Bis, Ley General en Materia de Delitos Electorales. Diario Oficial de la Federación, reforma 
publicada el 13 de abril de 2020. Tipifica y describe las diversas conductas que constituyen el delito 
de Violencia Política contra las Mujeres en Razón de Género. 
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Caso 1 
Antecedentes 
 

En el año 2020 se llevó a cabo la renovación de los 84 Municipios del Estado de 

Hidalgo mediante un ejercicio de elección popular. Durante el periodo de ejercicio 

del cargo, dos años después, en el año 2022, se recibió en la Fiscalía Especializada 

en Delitos Electorales de Hidalgo, Acuerdo de Radicación del Procedimiento 

Especial Sancionador iniciado ante el Organismo Público Electoral, en el que la 

Síndica de un Ayuntamiento denunció a diversos servidores públicos de la Región 

del Valle del Mezquital del Estado de Hidalgo. 

 

Entre otras conductas, la víctima refirió haber sufrido conductas intimidatorias y 

amenazantes con la finalidad de renunciar al cargo para el cual resultó electa, 

utilizando expresiones con el ánimo de humillarla y hostigarla de manera pública, 

tales como: “…Que porque pedía asesores, que si no contaba con estudios o 

conocimiento para ser Síndica, que mejor se hubiera quedado a vender tamales…”, 

además de: “…Que ahora el sartén del mango lo tenía él, y que quería que le firmara 

su renuncia, porque la persona que él quería como síndica era a la persona “X”, su 

suplente…”, además, clausuraron las puertas de la oficina de la víctima, resaltando 

la presión a la que fue sometida bajo un sistema de costumbres machistas. Aunado 

a la omisión de proporcionarle información, referente a las actividades propias de 

su cargo como Síndica, señaladas en la Ley Orgánica Municipal para el Estado de 

Hidalgo; vulnerando con ello los derechos político-electorales para el adecuado 

desempeño de sus funciones. 

 

Es por ello, que ante la denuncia interpuesta en el Instituto Estatal Electoral, se 

ordenó dar vista a la Fiscalía Especializada en Delitos Electorales del estado, con 

la finalidad de verificar la comisión de algún delito y de conformidad con lo 

establecido la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, los 

Protocolos para la Atención de la Violencia Política contra las Mujeres en Razón de 
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Género en el ámbito federal y local, la quejosa fuera canalizada de forma inmediata 

para su debida atención. 

 

En consecuencia, se dio inicio a la Carpeta de Investigación por delito electoral, en 

su modalidad de Violencia Política contra las Mujeres en Razón de Género previsto 

y sancionado en el artículo 20 Bis fracciones I, IV y V párrafos segundo y quinto de 

la Ley General en Materia de Delitos Electorales. 

 

La acción constitutiva de delito electoral responde a un grado de consumación 

instantánea, esto es, que la acción realizada se verificó en un único momento y que 

no tuvo interrupción en el tiempo; en la que claramente se notó la intención de los 

servidores públicos denunciados hacia la víctima, para menoscabar o anular el 

reconocimiento, goce y/o ejercicio de sus derechos político-electorales y que al ser 

cometida por Servidores Públicos, resultó en una agravante a las penalidades del 

delito (Union, 2021). 

 

Durante la etapa de investigación e integración de la carpeta, se ofrecieron diversos 

datos de prueba con la finalidad de avanzar a la fase de investigación 

complementaria dentro del procedimiento ordinario. Tras la formulación hecha  por 

el Ministerio Público Especializado en Materia Electoral ante el Juez de Control, 

para comunicar al investigado los hechos delictivos atribuidos, fecha, lugar, modo 

de comisión y sus acusadores, entre otros elementos; se procedió a recabar la 

entrevista de la Síndica respecto a los hechos que dieron origen al asunto penal-

electoral; asimismo, se obtuvieron los testimonios de las personas quienes 

laboraban en el mismo lugar y compartieron actividades dentro del periodo para el 

que fueron electos o designados. 

 

Se solicitó la intervención de un perito en materia de psicología forense para la 

aplicación y calificación de pruebas psicológicas, con el objetivo de visibilizar las 

afectaciones psicoemocionales de la víctima. Los datos obtenidos en dicha 

valoración arrojaron que el entorno laboral representaba un medio hostil y tenso, en 
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el cual la víctima se sentía insegura y amenazada por las múltiples agresiones 

referidas por parte de los servidores públicos, generándole sentimientos de 

inferioridad y angustia al verse expuesta a un ambiente laboral en el que percibía 

vulnerabilidad, caracterizada por indicadores psicológicos de miedo, temor y 

ansiedad. 

 

Por otro lado, se exhibieron documentales tendentes a acreditar la identidad y 

calidad de la víctima como Síndica del Ayuntamiento, así como de los servidores 

públicos y nombramientos de los testigos presenciales. De igual forma, se 

integraron constancias de documentos relativos al ejercicio de su cargo, tales como 

convocatorias, órdenes del día y pases de lista de las sesiones, para finalmente 

incorporar actas de entrevistas, inspecciones periciales de medios magnéticos del 

desarrollo de las sesiones, la ratificación de la denuncia y las entrevistas 

indagatorias de los servidores públicos involucrados. 

 

Una vez agotada o cerrada la etapa de investigación con estos medios de prueba, 

el Agente del Ministerio Público y de conformidad con las leyes de la materia, 

procedió a ejercer la acción penal correspondiente, solicitando a un juez el inicio del 

proceso judicial, la investigación de un delito y la imposición de sanciones. 

 

A través de una segunda vista realizada a la Fiscalía Especializada en Delitos 

Electorales, producto de un Procedimiento Especial Sancionador instruido por el 

Organismo Público Local Electoral, se dio inicio a una nueva carpeta de 

investigación relacionada  con hechos suscitados durante el periodo de campañas, 

donde un funcionario partidista asignó a la víctima al equipo de logística con la 

intención de minimizar su presencia, omitiendo proporcionarle el material necesario 

para sus actividades y obligándola a trasladarse a pie a localidades lejanas. Aunado 

a lo anterior, la víctima recibió una llamada del denunciado citándola en las oficinas 

de su partido político donde fue amenazada para firmar un cambio de cargos en los 

documentos de registro, advirtiéndole que, de no hacerlo, designaría a quien 

quisiera para que, una vez electa, renunciara al cargo, manifestándole que no 



96 
 

deseaba que ocupara dicha posición, dirigiéndose a la víctima con denostaciones y 

burlas respecto a su grado de estudios; por lo que al tratarse de los mismos autores 

o partícipes se procedió a la acumulación de las carpetas, de conformidad con el 

Código Nacional de Procedimientos Penales34. 

 

Derivado de lo anterior, se impuso como medida de protección el auxilio inmediato 

por parte de instituciones policiales en el domicilio o ubicación de la víctima al 

momento de solicitarlo35, con vigencia de dos meses y notificada a distintas 

instancias para su cumplimiento y vigilancia.  

 

Complementariamente, el Agente del Ministerio Público solicitó actos de 

investigación y atención psicológica ante el Instituto Hidalguense de las Mujeres, 

donde la víctima recibió sesiones bajo el Protocolo para la Atención Integral de 

Mujeres en Situación de Violencia (Mujeres, 2021) con el fin de fortalecer sus 

habilidades sociales, toma de decisiones e identificar los niveles y tipos de violencia 

experimentados en su cargo como Síndica. 

 

En cumplimiento de su obligación de ejercer la acción penal, el Ministerio Público 

solicitó en 2022 la conducción a proceso de los servidores públicos denunciados 

ante el Juez de Control del Circuito Judicial correspondiente en el estado de Hidalgo, 

requiriéndose fecha y hora para la audiencia inicial con el fin de formular imputación 

por el delito de Violencia Política Contra las Mujeres en Razón de Género, previsto 

en el artículo 20 Bis de la Ley General en Materia de Delitos Electorales (Union, 

2021). 

 

A finales de ese mismo año se celebró Audiencia Inicial en la que se solicitó la 

vinculación a proceso, decretándose como medidas cautelares las previstas en las 

 
34 Art. 30, Código Nacional de Procedimientos Penales. Diario Oficial de la Federación, México, 5 de 
marzo de 2014 (Última reforma publicada el 25 de abril de 2023). Establece las reglas de 
competencia por razón de seguridad, disponiendo la facultad de los jueces federales para conocer 
de delitos del fuero común cuando estos tengan conexidad con delitos federales. 
35 Art. 137, frac. VIII, Código Nacional de Procedimientos Penales. Diario Oficial de la Federación, 
México (Última reforma publicada el 16 de diciembre de 2024). Regula la medida de protección. 
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fracciones VI, VII y VIII del artículo 155 del Código Nacional de Procedimientos 

Penales, consistentes en: sometimiento a la vigilancia de la Unidad de Medidas 

Cautelares (UMECA), la prohibición de concurrir a determinadas reuniones o 

lugares, y la prohibición de convivir o comunicarse con la víctima y testigos.  

 

Tras acogerse al plazo constitucional de 144 horas, los acusados fueron vinculados 

a proceso por el delito mencionado, otorgándose un plazo de dos meses para la 

investigación complementaria o fase de perfeccionamiento de pruebas36. Una vez 

fenecido dicho plazo y cerrada la investigación, el Ministerio Público presentó la 

acusación por escrito, dando paso a la etapa intermedia del procedimiento ordinario. 

La etapa de preparación a juicio (etapa intermedia o bien la etapa para el filtro de 

pruebas)37, comprende desde la formulación de la acusación por escrito hasta el 

dictado del auto de apertura a juicio oral. En la acusación se detallan elementos 

fundamentales como la individualización de los acusados (en este caso, los 

servidores públicos) y sus defensores, la identificación de la víctima y su asesor 

jurídico, así como la relación clara y circunstanciada de los hechos atribuidos en 

modo, tiempo y lugar. 

 
Como ya se refirió, la legislación define la Suspensión Condicional del Proceso 

como un planteamiento formulado por el Ministerio Público o el imputado38, que 

contiene un plan detallado sobre el pago de la reparación del daño y el sometimiento 

a condiciones específicas (Union., 2014), buscando garantizar una tutela efectiva 

de los derechos de la víctima y dar lugar a la extinción de la acción penal.  

En el caso particular, la solicitud fue realizada por el acusado con el acuerdo de la 

Síndica, de conformidad con los requisitos legales. 

 
36 Art. 321 del Código Nacional de Procedimientos Penales. Periodo otorgado por el Juez de Control, 
posterior a la vinculación a proceso, para que el Ministerio Público y la defensa concluyan la 
recopilación de medios de convicción. 
37 Art. 334 del Código Nacional de Procedimientos Penales. Fase procesal que tiene por objeto el 
ofrecimiento y admisión de los medios de prueba, así como la depuración de los hechos 
controvertidos que serán materia del juicio. 
38 Art. 112 del Código Nacional de Procedimientos Penales. Denominación que recibe la persona 
señalada por el Ministerio Público como posible autor o partícipe de un hecho que la ley señala como 
delito. 
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En el año 2025 (fecha en que se reanudó el procedimiento tras la resolución de un 

juicio de amparo que mantenía suspendida la continuidad del procedimiento) se 

llevó a cabo la audiencia. Inicialmente, la defensa solicitó aplazarla argumentando 

la existencia de un Amparo Indirecto interpuesto, tras la negativa previa de autorizar 

la salida alterna.  

 

El Juez de Control, al no tener constancia de la admisión de dicho amparo ni de la 

concesión de una suspensión del procedimiento por autoridad federal, resolvió 

continuar con la audiencia, máxime que la demanda de amparo fue desechada ese 

mismo año.  

 

El juzgador enfatizó que durante dos años las partes tuvieron oportunidad de 

explorar una terminación anticipada, denotando que el estancamiento procesal 

obedeció a las trampas legales de la defensa (interposición de amparos infundados 

y cambios de defensa innecesarios) y a la firme negativa de la víctima a consentir 

una reparación que no guardaba proporción con la gravedad de la violencia política 

sufrida. 

 

Posterior al diferimiento de cinco audiencias para la celebración de la audiencia 

intermedia o salida alterna, fue hasta la sexta audiencia que se autorizó la 

Suspensión Condicional del Proceso, manifestando la víctima como su asesor 

jurídico su conformidad con los términos planteados. 

 

La defensa expuso un Plan de Reparación del Daño por un monto total de 

$370,000.00 (trescientos setenta mil pesos 00/100 M.N.), a través de una entrega 

inmediata de $150,000.00 y el resto en cinco pagos mensuales de $40,000.00, con 

un pago final de $20,000.00 entregado en el área de Justicia Alternativa, 

integrándose de la siguiente manera: $120,000.00 por tratamiento psicológico, 

$100,000.00 por honorarios del asesor jurídico y $150,000.00 como medida de 

compensación. 
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Asimismo, se incluyó una disculpa pública en audiencia y, como medida de no 

repetición, la asistencia de los servidores públicos a un tratamiento 

psicoreeducativo. 

 

Respecto a las condiciones establecidas en el numeral 195 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales39, los imputados se sometieron por un plazo de seis meses 

a dejar de frecuentar el domicilio de la víctima (fracción II), someterse a tratamiento 

psicológico (fracción VII), vigilancia de la Unidad de Medidas Cautelares (fracción 

IX) y la prohibición de ejercer cualquier tipo de violencia contra la Síndica (fracción 

XIV). 

 

Para finalizar, el Juez de Control resolvió que, al no haberse dictado el Auto de 

Apertura a Juicio Oral, el planteamiento de la salida alterna resultaba procesalmente 

oportuno. Se resaltó que el auto de vinculación dictado en 2022 cumplía con el 

requisito de procedibilidad relativo a la media aritmética inferior a cinco años. Al 

respecto, el juzgador aclaró que la Jurisprudencia con número de registro digital 

2026479, de rubro: “SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO. EL DELITO 

POR EL QUE SE DICTÓ EL AUTO DE VINCULACIÓN, INCLUYENDO SUS 

AGRAVANTES, ES LA REFERENCIA PARA DETERMINAR EL LÍMITE DE LA 

MEDIA ARITMÉTICA DE CINCO AÑOS PARA QUE PROCEDA LA SUSPENSIÓN 

EN TÉRMINOS DE LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 192 DEL CÓDIGO 

NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES” (Nación, 2023), no resultaba 

aplicable al caso concreto. Lo anterior, bajo el principio de no retroactividad40 de la 

jurisprudencia en perjuicio de persona alguna, toda vez que dicho criterio (que obliga 

a computar agravantes y calificativas para el cálculo de la media) fue publicado en 

mayo de 2023, fecha posterior a la vinculación a proceso del imputado, 

 
39 Art. 195., Código Nacional de Procedimientos Penales, Este precepto establece las condiciones 
que el Juez de Control puede imponer al imputado durante la suspensión condicional, con un plazo 
de cumplimiento de entre seis meses y tres años. 
40 Art. 14, Párrafo Primero, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Establece que a 
ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna. Este principio garantiza la 
seguridad jurídica al impedir que una norma nueva modifique situaciones o actos realizados bajo el 
amparo de una ley anterior si esto resulta perjudicial. 
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prevaleciendo así el criterio anterior que favorecía el acceso a las soluciones 

alternas. 

 

Al tratarse de un delito que atenta tanto contra la integridad de la persona como 

contra el adecuado desarrollo de la función pública electoral y ante la no oposición 

del Ministerio Público, se autorizó la Suspensión Condicional bajo el amparo del 

artículo 21 constitucional, por lo que se advierte que el Órgano Jurisdiccional 

privilegió el uso de mecanismos alternos sobre los formalismos procedimentales, 

buscando reparar el daño a la Síndica de manera integral, garantizando su acceso 

a una justicia adecuada. 

 

Caso 2 

El domingo 2 de junio de 2024, se llevaron a cabo las elecciones estatales en 

Hidalgo para renovar 30 diputaciones locales (18 de mayoría relativa y 12 de 

representación proporcional) para integrar la LXVI Legislatura, así como los 84 

Ayuntamientos del estado para un periodo de tres años.  

Específicamente, para la Diputación Local de Mayoría Relativa en la región de la 

Sierra Hidalguense, se postuló como candidata propietaria una mujer bajo una de 

las fuerzas políticas contendientes. 

El día de la jornada electoral, el Agente del Ministerio Público recibió una denuncia 

por parte del Delegado Regional de la Subsecretaría de Operación Policial del 

Estado, derivando en la detención en flagrancia de un hombre quien fue sorprendido 

distribuyendo debajo de las puertas de los domicilios propaganda denostativa en 

contra de la candidata. El material consistía en panfletos con la fotografía de la 

candidata a Diputada Local y leyendas que rezaban: “¡La gente de valores, no apoya 

violadores!” y “¡Una violadora no será legisladora!”. 

En este contexto, la Representación Social recibió la declaración de la víctima, quien 

manifestó que su Coordinador Regional de Campaña la alertó vía telefónica sobre 

la distribución de dichos volantes en lugares estratégicos como el mercado 
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municipal, el teatro del pueblo, la iglesia y tramos carreteros. La candidata solicitó 

el apoyo de la policía estatal para detener a los responsables, señalando que estos 

hechos afectaban gravemente su reputación, desacreditando su imagen pública al 

imputarle falsamente la comisión de delitos bajo una narrativa de violencia política 

de género.  

Posteriormente, agentes de investigación recabaron entrevistas de vecinos en la 

colonia donde se suscitaron los hechos. El primer testigo refirió que el día previo a 

los hechos, fue alertado por un vecino sobre la presencia de personas tirando 

panfletos, lo que confirmó al realizar un recorrido y tomar evidencia fotográfica del 

material esparcido en las calles. Un segundo testigo declaró que al salir de su 

domicilio para revisar su vehículo, localizó panfletos donde aparecía la imagen de 

la candidata junto a una candidata al Senado y la fotografía de un menor, 

acompañadas de la frase “una violadora no será legisladora”. Finalmente, un tercer 

testigo manifestó haber recolectado múltiples volantes con información falsa que se 

encontraban en las banquetas, puertas y zaguanes de la zona centro tras ser 

alertado telefónicamente sobre la situación. 

 

En el presente caso, la víctima (en su calidad de candidata) señaló que la 

distribución de panfletos considerados propaganda electoral denigró su imagen de 

mujer, ya que estos actos (realizadas horas previas a la votación), impactaron 

directamente en su reputación, exponiéndola y devaluándola; conductas no 

amparadas por el derecho a la libertad de expresión. 

 

Durante la Audiencia Inicial el imputado fue vinculado a proceso por el delito de 

Violencia Política Contra las Mujeres en Razón de Género, en agravio de la 

candidata a la Diputación Local, por lo que la representación social formuló 

acusación por el mismo delito. 

 

Posteriormente, la defensa particular solicitó ante el Juez de Control la autorización 

de la Suspensión Condicional del Proceso, donde incluso se registró la ausencia de 
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la víctima durante seis audiencias subsecuentes, no obstante; el juzgador negó 

dicha salida alterna al considerar que no se satisfacían los requisitos previstos en 

las fracciones II y III del artículo 192 del Código Nacional de Procedimientos Penales 

(CNPP)41. 

 

Asimismo, el Órgano Jurisdiccional difirió la audiencia intermedia42 con el fin que el 

Ministerio Público estuviera en posibilidad de plantear un procedimiento 

abreviado43, sin embargo, pese a este posible planteamiento de terminación 

anticipada, la defensa insistió en solicitar la suspensión condicional; no obstante, el 

Juez de Control la negó nuevamente ante la oposición del Ministerio Público y de la 

asesoría jurídica respecto al plan de reparación del daño. En consecuencia, se 

desahogó la audiencia intermedia, culminando con la emisión del auto de apertura 

a juicio oral44. 

 

Ante la negativa de la suspensión condicional, el acusado interpuso Recurso de 

Apelación45, por lo que el Juez de Control decretó la suspensión del procedimiento, 

lo que impidió poner el asunto a disposición del Tribunal de Enjuiciamiento hasta 

que se resolviera dicho recurso.  

 

 
41 Art. 192, Fracciones II y III, Código Nacional de Procedimientos Penales. Establecen como 
condiciones para la procedencia de la suspensión condicional: II. Que no exista oposición fundada 
de la víctima y ofendido, y III. Que hayan transcurrido dos años desde el cumplimiento o cinco años 
desde el incumplimiento de una suspensión condicional anterior, en su caso. 
42 Al respecto, véase supra nota 15. 
43 Art. 201, Código Nacional de Procedimientos Penales. Forma de terminación anticipada del 
proceso donde el imputado admite su responsabilidad, consiente la aplicación de este procedimiento 
y renuncia al juicio oral. A cambio, el Ministerio Público puede solicitar una reducción de la pena 
original, siempre que la víctima no presente una oposición fundada. 
44 Art. 347, Código Nacional de Procedimientos Penales. Resolución judicial que pone fin a la etapa 
intermedia y establece el marco jurídico y fáctico del debate. En este auto, el Juez de Control detalla 
la acusación, las pruebas admitidas (tanto de cargo como de descargo), los acuerdos probatorios y 
los testigos que deberán comparecer ante el Tribunal de Enjuiciamiento. 
45 Art. 467, Código Nacional de Procedimientos Penales. Medio de impugnación cuya finalidad es 
que el tribunal de alzada (Magistrados) examine la resolución dictada por el Juez de Control o el 
Tribunal de Enjuiciamiento. A través de este recurso se busca que se confirme, modifique o revoque 
la decisión apelada 
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La Sala Unitaria del Sistema Penal Acusatorio del Tribunal Superior de Justicia del 

Estado de Hidalgo admitió la apelación y, posteriormente, emitió una resolución en 

la cual confirmó la resolución recurrida. 

 

Inconforme con tal determinación, en abril de 2025, el acusado promovió un Juicio 

de Amparo Indirecto. La Jueza de Distrito resolvió conceder el amparo y protección 

de la Justicia de la Unión al quejoso, sentencia que causó ejecutoria a finales del 

año 2025, instruyéndose a la Sala Unitaria lo siguiente: 

 Dejar insubsistente la resolución recurrida que constituyó el acto reclamado 

 Emitir una nueva resolución bajo las directrices de la sentencia, 

determinando que la Fiscalía no está facultada para oponerse a la 

suspensión condicional respecto al plan de reparación del daño, precisando 

que dicha solicitud no debe estar condicionada a la aceptación expresa de 

los hechos por parte del acusado. 

 Determinar que la oposición de la víctima, expresada por su asesor jurídico, 

carece de justificación cuando no se exponen argumentos razonables y 

objetivos que demuestren la medida exacta del resarcimiento esperado o por 

qué la cantidad ofrecida es insuficiente. 

 Resolver, con libertad de jurisdicción, la procedencia de la suspensión 

condicional del proceso atendiendo a los extremos de los artículos 192 y 194 

del CNPP. 

 

Finalmente, en uso de la libertad de jurisdicción, el Juez de control resolvió como 

procedente autorizar al acusado la solución alterna consistente en la Suspensión 

Condicional a Proceso; pagar la cantidad de $40,000 (cuarenta mil pesos 00/100 

M.N.) en diez pagos mensuales por la cantidad de $4,000 (cuatro mil pesos 00/100 

M.N.); en cuanto al Plan de reparación de daño a la víctima; bajo el cumplimiento 

de las siguientes condiciones por parte del acusado: 

 

a) Residir en el domicilio que proporcionó al Juzgado de Control; 

b) Mantener una actividad lícita; 
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c) Abstenerse de ingerir bebidas embriagantes en cantidades excesivas, 

y; 

d) Someterse a la vigilancia de medidas cautelares.  

 

Conclusiones 
 
En el primer caso, tras haber expuesto el proceso de la carpeta de investigación por 

el delito de Violencia Política Contra las Mujeres en Razón de Género y detallada 

cada etapa del procedimiento penal, se observa cómo el Juez, después de una larga 

secuela procesal, permitió una resolución efectiva a través de una salida alterna 

como es la Suspensión Condicional del Proceso, garantizando la reparación integral 

a la víctima mediante la cual, bajo diversas condiciones, se resarció el daño sufrido 

durante el ejercicio del cargo para el que fue electa, a pesar la agravante que 

imperaba por la calidad del sujeto activo del delito (servidor público) aplicando el 

principio de irretroactividad de la ley46. 

 

Este caso visibiliza que, a pesar de los múltiples diferimientos de audiencia 

derivados de la interposición de un amparo promovido por la defensa, la Suspensión 

Condicional del Proceso representa un mecanismo eficaz de solución de conflictos 

que garantiza a la víctima el acceso a una reparación del daño adecuada, 

permitiendo que los generadores de violencia se sometan a un control temporal de 

cumplimiento; esquema que, en caso de inobservancia, conlleva una sanción penal. 

Asimismo, se puede observar que los operadores jurídicos privilegiaron esta salida 

alterna con la finalidad de salvaguardar los derechos político-electorales de la 

víctima en el ejercicio de su cargo de elección popular, quien enfrentó limitaciones 

en su actuación política por el solo hecho de ser mujer, lo que evidenció un impacto 

diferenciado en sus funciones respecto a sus homólogos varones. 

En el segundo caso, se advierte que el actuar del Órgano Jurisdiccional pasó por 

alto la finalidad del sistema penal acusatorio y oral a efecto de proteger al inocente, 

procurar que el culpable no quede impune y garantizar la reparación del daño.  

 
46 Al respecto, véase supra nota 18. 
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Todo ello bajo un criterio de justicia restaurativa, en el cual la intervención al derecho 

fundamental a la libertad personal es excepcional. En este paradigma, la facultad 

sancionatoria del Estado no se sustenta en el castigo como venganza, sino en la 

necesidad de proporcionar a las partes una respuesta satisfactoria que elimine, 

alivie o restaure los efectos perniciosos del delito mediante mecanismos alternos de 

solución de conflictos; exceptuando, desde luego, aquellos casos que por su 

gravedad y naturaleza lesiva requieren ser elevados a juicio. 

 

La justicia restaurativa, como vertiente del derecho penal, se centra en la reparación 

del daño a la víctima y en ofrecer una solución efectiva al conflicto de intereses 

derivado del ilícito.  

 

No obstante, en dicho asunto, esa finalidad se vio obstaculizada, toda vez que la 

asesoría jurídica de la víctima se limitó a afirmar que la reparación era insuficiente 

e integral sin sustentar tal aseveración con datos objetivos; es decir, omitió 

manifestar la medida exacta en que la víctima esperaba ser resarcida y los 

fundamentos por los cuales la cantidad ofrecida no cubría los daños sufridos. 

 

Bajo este tenor, también es importante resaltar que el Ministerio Público carece de 

facultades para oponerse al plan de reparación del daño, pues dicha prerrogativa le 

corresponde exclusivamente a la víctima u ofendido, quien debe justificar su 

oposición de manera objetiva.  

 

En conclusión, la figura de la Suspensión Condicional del Proceso, representa un 

mecanismo relevante al lograr la finalidad primordial de la salida alterna: generar 

una solución compositiva y eficaz al conflicto jurídico. 
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El delito de violencia política contra las mujeres en razón de género: técnica 
legislativa y desafíos de taxatividad en el artículo 20 Bis de la LGMDE. 

Krisna Judith Villado Mejía.47 

Introducción 

La reforma en materia de Violencia Política en Razón de Género de 2020 representó 

el reconocimiento normativo de la problemática que enfrentan las mujeres que 

participan en política en México e implementó mecanismos dirigidos a erradicar 

aquellas prácticas sistemáticas que han excluido a lo largo de la historia a las 

mujeres de los espacios en los que se toman decisiones sobre el ejercicio del poder.  

Este proceso legislativo se inscribe en el marco de los compromisos internacionales 

asumidos por el Estado mexicano con el objeto de construir mecanismos que 

ayuden a erradicar la discriminación hacia las mujeres en materia de participación 

política.  

Esta reforma publicada el 13 de abril de 2020 impactó en siete ordenamientos en 

los que se incorporó la violencia política contra las mujeres por razones de género, 

incluida su tipificación en el artículo 20 Bis de la Ley General en Materia de Delitos 

Electorales.  

Aunque la incorporación en el andamiaje jurídico nacional de la violencia política 

contra las mujeres por razones de género representó un gran avance hacia la 

igualdad entre hombres y mujeres, plantea desafíos de técnica legislativa. 

Resulta necesario resaltar que el debate sobre este fenómeno hasta ahora se ha 

concentrado en sede administrativa-electoral, en donde los conceptos como 

violencia política en razón de género, elementos de género, impacto diferenciado, 

estereotipos de género, entre otros, han sido ampliamente discutidos; sin embargo, 

es escasa la producción dogmática en sede penal. 

 
47 Licenciada en Derecho por la Universidad Autónoma del Estado de Tamaulipas. 
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Previo a la reforma del 2020, se encuentra el trabajo realizado por Bernardino 

Esparza Martínez, quien vinculó la tipificación con la protección de la dignidad 

humana como bien jurídico tutelado y ofreció un análisis preliminar del proyecto de 

reforma.  

Asimismo, el Instituto Nacional de Ciencias Penales (INACIPE) ha publicado 

trabajos que analizan los elementos del delito, política criminal electoral y 

perspectiva de género en derecho penal electoral. 

El presente trabajo examina la configuración del delito previsto en el artículo 20 Bis 

de la Ley General en Materia de Delitos Electorales, particularmente la técnica 

legislativa utilizada y su compatibilidad con el principio de taxatividad en materia 

penal. 

Se sostiene que la estructura del precepto, al apoyarse en remisiones normativas 

externas, aproxima la figura a la categoría de los denominados tipos penales en 

blanco impropios, lo que exige una interpretación restrictiva acorde con el principio 

de estricta legalidad. 

 

Bien jurídico protegido. 
 

La delimitación del bien jurídico protegido cumple una función de contención en la 

interpretación del tipo penal, pues permite precisar el alcance de la prohibición penal 

y acotar el ámbito de tipicidad. La doctrina penal ha señalado que el bien jurídico no 

solo justifica la intervención punitiva del Estado, sino que actúa como límite material 

al poder sancionador, orientando la interpretación del tipo y evitando expansiones 

indebidas del ámbito de punibilidad (Roxin, 1997). Esta función adquiere especial 

relevancia cuando el precepto incorpora remisiones normativas externas, cuya 

integración puede incidir en la determinación del contenido típico. 

 

La determinación del bien jurídico protegido del artículo 20 Bis de la Ley General en 

Materia de Delitos Electorales no es pacífica en razón de la diversidad de conductas 
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previstas, con múltiples supuestos de prohibición que pueden actualizarse en 

distintas etapas del proceso electoral o durante el ejercicio del cargo. La 

identificación del bien jurídico en tipos penales que combinan dimensiones 

individuales e institucionales ha sido objeto de debate doctrinal, particularmente 

cuando el legislador tutela simultáneamente derechos fundamentales y el correcto 

funcionamiento de estructuras públicas (Silva Sánchez, 2001). 

 

Una primera aproximación identifica como bien jurídico protegido la dignidad de las 

mujeres dado que las conductas descritas incluyen conceptos como la intimidad, la 

seguridad, la libertad de expresión, entre otros. Esas esferas pueden considerarse 

expresiones concretas de la dignidad humana. No obstante, la dignidad opera en el 

sistema constitucional como fundamento axiológico del orden jurídico, pero no 

necesariamente como objeto inmediato de tutela en cada tipo penal específico 

(Carbonell, 2007). 

 

Una segunda postura sostiene que el bien jurídico protegido se identifica con los 

derechos político-electorales de las mujeres, en la medida en que las hipótesis 

típicas contemplan conductas orientadas a obstaculizar el derecho a votar, a ser 

votadas y a ejercer el cargo para el cual fueron electas o designadas. Desde esta 

perspectiva, el núcleo de protección se ubica en el ejercicio efectivo de tales 

derechos en condiciones de igualdad, lo que encuentra sustento en la finalidad 

declarada de la legislación electoral de garantizar la participación política libre de 

discriminación. 

 

Finalmente, una lectura sistemática del conjunto de hipótesis permite sostener que 

el bien jurídico protegido se vincula con el correcto desarrollo de la función pública 

electoral en condiciones de igualdad, en tanto las conductas descritas no solo 

inciden en el acceso a los cargos de elección popular, sino también en su ejercicio 

y permanencia libre de interferencias basadas en género. La doctrina reconoce que 

existen tipos penales en los que confluyen bienes jurídicos individuales y colectivos, 

configurando estructuras de tutela compleja (Roxin, 1997). 



110 
 

En consecuencia, ninguna de las aproximaciones anteriores resulta suficiente de 

manera aislada. Centrar el bien jurídico exclusivamente en la dignidad de las 

mujeres conduciría a una configuración excesivamente amplia, pues dicho valor 

opera como fundamento axiológico de la tipificación, pero no como objeto inmediato 

de tutela penal. El núcleo de protección se ubica en el ejercicio efectivo de los 

derechos político-electorales en condiciones de igualdad, sin desconocer la 

dimensión institucional vinculada al correcto desarrollo de la función pública 

electoral. Se trata, por tanto, de un bien jurídico complejo cuya delimitación exige 

una interpretación acorde con el principio de legalidad y con las exigencias de 

determinación propias del derecho penal. 

 

Configuración típica del artículo 20 Bis de la Ley General en Materia de Delitos 
Electorales. 
 

Delimitado el bien jurídico protegido, corresponde estudiar la configuración típica 

del artículo 20 Bis de la Ley General en Materia de Delitos Electorales. El análisis 

del tipo penal presenta particularidades importantes desde la teoría del delito, 

principalmente en la amplitud de los verbos rectores y las referencias normativas 

externas. 

 

Los verbos rectores que integran el tipo penal incorporan conceptos jurídicos 

indeterminados dado que no delimitan de manera cerrada el comportamiento 

prohibido, dejando margen a la interpretación. Destacan entre ellos “ejercer 

cualquier tipo de violencia, en términos de ley”, “restringir o anular”, “amenazar o 

intimidar” todos ellos admiten un amplio espectro de conductas posibles y en 

algunos casos se depende de la integración de definiciones contenidas en otros 

ordenamientos.  

 

Por otra parte, la redacción del artículo 20 Bis, conduce a considerar que el tipo 

prescinde de la verificación del resultado lesivo, dado que expresiones como “con 

la finalidad de”, “con el objeto de”, “con el objetivo de” sugieren una estructura de 
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mera actividad con elemento subjetivo especial prescindiendo del resultado 

material. Esta configuración incide directamente en la delimitación del ámbito típico.  

 

El sujeto pasivo descrito en el artículo 20 Bis comprende a mujeres “precandidatas”, 

“candidatas”, “electas”, “designadas” y “servidoras públicas”, categorías que, si bien 

encuentran desarrollo en el ámbito electoral, no se delimitan expresamente desde 

una perspectiva funcional en el propio tipo penal. Una lectura aislada de estas 

hipótesis podría conducir a considerar como sujeto pasivo a cualquier mujer que 

desempeñe un cargo público, lo que ampliaría de manera significativa el ámbito 

subjetivo de aplicación del precepto y desdibujaría su carácter especial. 

 

Especial atención merece la categoría de mujeres “designadas”, cuya inclusión 

resulta particularmente problemática. En los trabajos legislativos vinculados a la 

reforma del 13 de abril de 2020 se aludió a las designaciones derivadas de sistemas 

de representación proporcional; sin embargo, dicha precisión no fue incorporada 

expresamente en el texto del tipo penal. Esta omisión abre la posibilidad de extender 

el concepto a nombramientos de naturaleza estrictamente administrativa, ampliando 

potencialmente el alcance subjetivo de la norma. 

 

En vista de lo anterior, se impone una delimitación funcional del sujeto pasivo como 

criterio interpretativo necesario para dotar de certeza al ámbito de aplicación del tipo 

penal. Considerar que cualquier mujer que desempeñe un cargo público puede 

encuadrar automáticamente en esta categoría ampliaría indebidamente el alcance 

subjetivo del precepto y desnaturalizaría su carácter especial, particularmente si se 

atiende al bien jurídico complejo previamente delimitado. 

 

La redacción del artículo 20 Bis incorpora “por razones de género”, en ocasiones 

expresado a través de referencias a estereotipos de género. Se trata de un elemento 

normativo del tipo cuya determinación no se agota en la literalidad del precepto 

penal, pues su contenido no se encuentra delimitado de manera autónoma en la ley 

especial. En consecuencia, su interpretación exige acudir a desarrollos normativos 



112 
 

y jurisprudenciales externos, tanto en materia electoral como en el ámbito de la 

legislación sobre violencia contra las mujeres. 

 

La acreditación de este elemento presenta retos probatorios particulares, pues su 

determinación puede propiciar interpretaciones subjetivas si no se cuenta con 

parámetros claros de delimitación. El tipo penal no establece criterios objetivos 

internos para su verificación, por lo que su acreditación debe construirse a partir del 

análisis contextual del caso concreto. En la práctica, ello implica integrar criterios 

desarrollados en sede administrativa-electoral para identificar la existencia de 

estereotipos o afectaciones diferenciadas basadas en género. 

 

Del análisis de los aspectos estructurales más relevantes del tipo penal se advierte 

que la amplitud de los verbos rectores, la configuración como delito de mera 

actividad con elemento subjetivo especial, la potencial expansión del sujeto pasivo 

y la necesidad de integración normativa externa configuran un escenario de tensión 

con el principio de taxatividad penal. Esta circunstancia exige un examen más 

detenido sobre la compatibilidad del precepto con las exigencias de determinación 

propias del derecho penal. 

 

Naturaleza Jurídica del delito previsto en el artículo 20 Bis  
 

Desde la teoría del delito, resulta necesario precisar la naturaleza jurídica del ilícito 

previsto en el artículo 20 Bis de la Ley General en Materia de Delitos Electorales, 

pues de ello dependen consecuencias relevantes en materia probatoria e 

interpretativa. La doctrina penal distingue tradicionalmente entre delitos de resultado 

y delitos de mera actividad. En los primeros, la consumación exige la producción de 

un resultado material separado de la conducta; en los segundos, basta la realización 

del comportamiento descrito por la norma, sin necesidad de acreditar una lesión 

concreta al bien jurídico (Roxin, 1997). 
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La redacción del artículo 20 Bis sugiere, en principio, una estructura de mera 

actividad. Las expresiones “con la finalidad de”, “con el objeto de” o “con el objetivo 

de” indican que la consumación se actualiza con la realización de la conducta 

acompañada del elemento subjetivo especial, sin requerir la producción efectiva de 

un resultado lesivo, como la anulación material del derecho político-electoral. La 

doctrina ha señalado que en los delitos con elementos subjetivos especiales la 

acreditación del dolo debe comprender no solo el conocimiento y voluntad de la 

conducta, sino también la finalidad específica exigida por el tipo (Jakobs, 2009). 

 

No obstante, el análisis no se agota en esta clasificación formal. El tipo penal opera 

también como mecanismo de protección anticipada del bien jurídico, pues sanciona 

conductas que pueden afectar el ejercicio de derechos político-electorales aun 

cuando el daño no se haya concretado. Desde esta perspectiva, el delito presenta 

rasgos propios de los delitos de peligro, en tanto tutela de manera preventiva el 

ejercicio libre e igualitario de la función pública electoral. En los delitos de peligro, el 

legislador adelanta la barrera de punición para evitar la consumación de un daño 

mayor, lo que exige especial cautela interpretativa para no desbordar el ámbito 

típico (Silva Sánchez, 2001). 

 

Se advierte así una configuración híbrida: estructuralmente se trata de un delito de 

mera actividad con elemento subjetivo especial; funcionalmente, cumple una 

finalidad de prevención de riesgos que podrían traducirse en la afectación efectiva 

del bien jurídico complejo previamente delimitado. La anticipación de la tutela penal 

es legítima dentro del marco constitucional, pero debe armonizarse con el principio 

de legalidad y con la exigencia de determinación estricta del supuesto de hecho (Mir 

Puig, 2011). 

 

Esta configuración tiene implicaciones relevantes. Por un lado, al no exigirse la 

producción de un resultado material, el análisis probatorio debe concentrarse en la 

acreditación estricta de la conducta y del elemento subjetivo. Por otro, la expansión 

del derecho penal hacia estructuras de peligro incrementa el riesgo de 
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indeterminación si los conceptos normativos no se delimitan con precisión. Como 

ha advertido la doctrina, la ampliación preventiva del ius puniendi puede tensionar 

las garantías propias del derecho penal liberal cuando no se establecen límites 

claros (Silva Sánchez, 2001). 

 

En consecuencia, la naturaleza híbrida del delito previsto en el artículo 20 Bis 

refuerza la necesidad de una interpretación restrictiva que evite convertir una figura 

de protección anticipada en un instrumento de expansión desmedida del derecho 

penal, particularmente en un ámbito en el que ya coexisten mecanismos 

administrativos de tutela. 

 

Principio de taxatividad y desafíos interpretativos del artículo 20 Bis 
 
El principio de taxatividad constituye una manifestación del principio de legalidad 

penal y exige que la conducta prohibida se encuentre descrita de manera clara y 

precisa en la ley. Esta exigencia tiene por finalidad garantizar certeza jurídica y 

evitar interpretaciones extensivas o analógicas en perjuicio del imputado, limitando 

así la discrecionalidad judicial en la aplicación del poder punitivo (Mir Puig, 2011). 

 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que los tipos penales deben 

formularse con la suficiencia necesaria para permitir al destinatario conocer de 

manera razonable las conductas prohibidas, evitando indeterminaciones que 

amplíen el ámbito de punibilidad más allá de lo previsto por el legislador (SCJN, 

2018). En la misma línea, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 

señalado que el principio de legalidad penal exige una descripción clara y estricta 

de las conductas sancionadas, pues la ambigüedad normativa puede afectar la 

seguridad jurídica y el debido proceso (Corte IDH, 2012). 

 

Cuando el tipo penal se construye mediante conceptos amplios o remisiones 

normativas externas, pueden generarse problemas de determinación típica. En el 

caso del artículo 20 Bis, varios de los conceptos empleados han sido desarrollados 
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principalmente en sede administrativa-electoral, ámbito que opera bajo estándares 

probatorios y criterios de valoración distintos a los del derecho penal. Si bien tales 

desarrollos resultan funcionales en aquella materia, su incorporación en el ámbito 

penal exige un mayor grado de precisión normativa, acorde con las exigencias de 

certeza propias del principio de legalidad. 

 

En este contexto, la utilización de conceptos cuya concreción depende de fuentes 

externas puede plantear tensiones con el principio de taxatividad, en la medida en 

que la delimitación del supuesto de hecho no se agota en la literalidad del precepto 

penal. La doctrina penal ha advertido que esta problemática suele presentarse en 

los denominados tipos penales en blanco, cuya validez depende de que la remisión 

normativa no desnaturalice la exigencia de determinación típica (Jakobs, 2009). 

 

Resulta pertinente examinar la categoría del denominado “tipo penal en blanco”, 

reconocida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación como aquella figura cuyo 

supuesto de hecho no se encuentra íntegramente descrito en el propio precepto 

penal y requiere complementarse mediante disposiciones normativas externas 

(SCJN, 2015). Esta categoría admite dos modalidades: el tipo penal en blanco 

propio, que remite a normas de rango inferior, y el impropio, que integra su 

contenido a partir de disposiciones de igual jerarquía o ubicadas dentro del mismo 

sistema normativo. 

 

Del análisis de la redacción del artículo 20 Bis se advierte que la determinación de 

ciertos elementos típicos no se agota en el propio texto del precepto, sino que 

depende de su integración con otras disposiciones normativas o con desarrollos 

jurisprudenciales construidos en sede administrativa-electoral. Esta característica 

se evidencia particularmente en la fracción I, que alude a “cualquier tipo de violencia, 

en términos de ley”, así como en aquellas hipótesis que exigen acudir a definiciones 

externas para concretar los conceptos de “razones de género” o “estereotipos de 

género”. En su conjunto, estos elementos permiten sostener que el tipo penal 
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previsto en el artículo 20 Bis presenta rasgos que lo aproximan a la categoría de 

tipo penal en blanco impropio. 

 

Lo anterior permite sostener que el tipo penal contenido en el artículo 20 Bis es 

compatible con el principio de legalidad siempre que se cuente con parámetros 

claros para la determinación de los conceptos jurídicos que remiten a fuentes 

externas. La aproximación a la categoría de tipo penal en blanco impropio no es, 

per se, inconstitucional; sin embargo, su validez depende de que la integración 

normativa se realice mediante una interpretación estricta y conforme al principio de 

taxatividad, evitando expansiones indebidas del ámbito típico. 

 

En consecuencia, el desafío que presenta el tipo penal previsto en el artículo 20 Bis 

no radica en cuestionar su validez, sino en establecer criterios interpretativos que 

aseguren su aplicación conforme al principio de legalidad y que resulten acordes 

con las exigencias propias del proceso penal y su estándar probatorio reforzado. 

 

Diferencias estructurales entre la responsabilidad administrativa-electoral y la 
responsabilidad penal en materia de violencia política 
 

El análisis del artículo 20 Bis no puede realizarse sin considerar las diferencias 

estructurales entre la responsabilidad administrativa-electoral y la responsabilidad 

penal. Si bien ambas esferas comparten el objetivo de prevenir y sancionar 

conductas que afecten el ejercicio de los derechos político-electorales de las 

mujeres, su naturaleza jurídica, finalidad y estándar probatorio son distintos. 

 

En la sede administrativa-electoral, el enfoque responde a una lógica 

predominantemente preventiva y correctiva. Las sanciones buscan restablecer el 

orden jurídico y garantizar condiciones de igualdad en el proceso electoral. En este 

ámbito, la valoración probatoria se rige por criterios de lógica, sana crítica y 

experiencia, permitiendo una apreciación contextual amplia del fenómeno de 

violencia política en razón de género (TEPJF, 2020). 
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En contraste, el derecho penal opera como última ratio del sistema jurídico. La 

doctrina ha sostenido que la intervención penal debe reservarse para la protección 

de bienes jurídicos fundamentales cuando otros mecanismos resultan insuficientes 

(Roxin, 1997). La imposición de una pena exige el cumplimiento estricto de los 

principios de legalidad, taxatividad, culpabilidad y presunción de inocencia, así 

como la acreditación de los elementos del tipo más allá de duda razonable. 

 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reiterado que el proceso penal se rige 

por un estándar probatorio reforzado que deriva directamente de la presunción de 

inocencia y del principio de estricta legalidad (SCJN, 2014). En consecuencia, la 

determinación de los elementos normativos del tipo penal no puede realizarse con 

la misma flexibilidad que en el ámbito administrativo. 

 

Esta diferencia estructural tiene implicaciones relevantes en la interpretación del 

elemento “por razones de género”. Mientras que en sede administrativa puede 

bastar la identificación de un contexto de discriminación estructural o de expresiones 

estereotipadas para efectos sancionatorios, en materia penal debe demostrarse que 

la conducta imputada encuadra de manera precisa en el supuesto típico y que el 

elemento de género forma parte del dolo o de la finalidad específica exigida por la 

norma. 

 

La traslación automática de criterios construidos en la sede administrativa-electoral 

al ámbito penal puede generar riesgos de expansión indebida del tipo penal y de 

flexibilización del estándar probatorio. Como advierte la doctrina penal 

contemporánea, la ampliación interpretativa en materia punitiva debe evitarse 

cuando compromete el principio de legalidad (Jakobs, 2009). Por ello, la integración 

normativa debe realizarse con cautela, atendiendo a las exigencias propias del 

proceso penal y evitando que la finalidad protectora de la norma desplace las 

garantías fundamentales que rigen el ius puniendi. 
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En este sentido, la coexistencia de mecanismos administrativos y penales para 

enfrentar la violencia política contra las mujeres no implica una homogeneidad 

interpretativa, sino una articulación diferenciada en la que cada ámbito debe operar 

conforme a sus propios principios estructurales. 

 

Función simbólica y límites del derecho penal en la tipificación de la violencia 
política contra las mujeres 
 
La incorporación del delito de violencia política contra las mujeres por razones de 

género en la Ley General en Materia de Delitos Electorales no solo responde a una 

necesidad de tutela jurídica, sino también a una decisión de política criminal. La 

tipificación penal constituye una manifestación relevante del compromiso del Estado 

con la erradicación de prácticas estructurales de exclusión y discriminación en el 

ámbito político. 

 

El derecho penal, sin embargo, se caracteriza por su naturaleza de última ratio. La 

doctrina ha sostenido que su intervención debe reservarse para aquellos supuestos 

en los que otros mecanismos de control resultan insuficientes para proteger bienes 

jurídicos relevantes (Roxin, 1997). En este sentido, la coexistencia de mecanismos 

administrativos, electorales y penales en materia de violencia política contra las 

mujeres exige una articulación cuidadosa que evite duplicidades innecesarias o 

expansiones desproporcionadas del ámbito punitivo. 

 

La tipificación penal cumple también una función simbólica. Como ha señalado la 

doctrina contemporánea, el derecho penal transmite mensajes normativos 

relevantes sobre los valores que el ordenamiento jurídico considera fundamentales 

(Silva Sánchez, 2001). En el caso que se analiza, la incorporación del artículo 20 

Bis envía un mensaje claro respecto de la intolerancia institucional frente a 

conductas que obstaculizan la participación política de las mujeres en condiciones 

de igualdad. 
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No obstante, la función simbólica del derecho penal no puede desplazar las 

exigencias estructurales que lo caracterizan. La legitimidad del ius puniendi 

depende de su sujeción estricta a los principios de legalidad, taxatividad y 

culpabilidad. La expansión preventiva de la tutela penal, particularmente en figuras 

con rasgos de peligro y con elementos normativos complejos, exige una 

interpretación que preserve el equilibrio entre la finalidad protectora de la norma y 

las garantías propias del proceso penal. 

 

En este contexto, el reto no consiste en cuestionar la conveniencia política de la 

tipificación, sino en asegurar que su aplicación respete la lógica interna del derecho 

penal. La eficacia de la norma no depende exclusivamente de su amplitud 

descriptiva, sino de su capacidad para operar con claridad, previsibilidad y respeto 

a las garantías fundamentales. 

 

De este modo, la violencia política contra las mujeres en razón de género, en su 

dimensión penal, debe entenderse como parte de un sistema integral de protección 

que articula distintos mecanismos jurídicos, cada uno con finalidades y límites 

propios. La armonización entre ellos constituye un desafío interpretativo que exige 

rigor técnico y prudencia institucional. 

 
Lineamientos interpretativos para la aplicación del artículo 20 Bis 
 
A la luz del análisis precedente, resulta necesario establecer algunos lineamientos 

orientados a delimitar el alcance del tipo penal previsto en el artículo 20 Bis y a 

asegurar su aplicación conforme al principio de legalidad. Estos criterios buscan 

armonizar la finalidad protectora de la norma con las exigencias de determinación 

propias del derecho penal. 

 

Delimitación funcional del sujeto pasivo.  
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La inclusión de la categoría de mujeres “designadas” exige una delimitación 

funcional restrictiva de dicho concepto. No toda mujer que desempeñe un cargo 

público puede encuadrar automáticamente como sujeto pasivo del delito; debe 

acreditarse un vínculo directo con el ejercicio de derechos político-electorales o con 

el desempeño de funciones vinculadas al proceso electoral. Esta interpretación 

resulta necesaria para preservar el carácter especial del tipo penal y evitar una 

expansión indebida de su ámbito subjetivo de aplicación. 

 

Exigencia probatoria estricta del elemento “por razones de género”  
 

El elemento normativo relativo a “razones de género” ha sido ampliamente 

desarrollado en sede administrativa-electoral; sin embargo, su construcción 

jurisprudencial en materia penal es aún limitada. En este ámbito no basta acreditar 

la existencia de un conflicto político o de una disputa interna, sino que debe 

demostrarse que la conducta imputada se encuentra objetivamente vinculada con 

estereotipos de género o con la condición de mujer de la persona afectada. La 

exigencia probatoria debe responder al estándar propio del proceso penal, evitando 

trasladar automáticamente criterios valorativos construidos en otras materias. 

 

Integración normativa restrictiva.  
 

La remisión a conceptos desarrollados en normas administrativas o civiles no 

autoriza su incorporación automática al ámbito penal. Tales construcciones deben 

ser objeto de una integración cuidadosa, verificando su compatibilidad con los 

elementos típicos previstos en el artículo 20 Bis y con las exigencias propias del 

proceso penal. La interpretación no puede conducir a una flexibilización indebida 

del estándar probatorio ni a la ampliación del supuesto de hecho más allá de lo 

estrictamente necesario para completar el tipo penal. 
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Conclusiones.  
 

La reforma publicada el 13 de abril de 2020 representó un avance significativo al 

incorporar una respuesta integral frente a la violencia política contra las mujeres por 

razones de género, dotando al sistema jurídico de mecanismos orientados a la 

protección de los derechos político-electorales y al fortalecimiento del correcto 

desarrollo de la función pública electoral. 

 

A casi seis años de su entrada en vigor, el análisis del tipo penal previsto en el 

artículo 20 Bis permite advertir que la técnica legislativa empleada plantea desafíos 

interpretativos relevantes en el ámbito penal. Tales desafíos no implican 

necesariamente la invalidez del precepto ni exigen una reforma legislativa 

inmediata, sino que demandan una aplicación cuidadosa acorde con los principios 

que rigen el derecho penal. 

 

La interpretación restrictiva del texto legal se presenta, así, como la vía idónea para 

armonizar la finalidad protectora de la norma con las exigencias de legalidad y 

taxatividad propias del sistema penal vigente. En particular, la delimitación precisa 

del bien jurídico protegido, la identificación rigurosa del sujeto pasivo y la 

acreditación estricta del elemento “por razones de género” constituyen ejes 

fundamentales para evitar expansiones indebidas del ámbito punitivo. 

 

Asimismo, el desarrollo jurisprudencial en materia penal será determinante para 

consolidar criterios interpretativos uniformes que otorguen certeza a los operadores 

jurídicos. La construcción de precedentes permitirá precisar el alcance de los 

conceptos normativos integrados al tipo penal y establecer parámetros probatorios 

acordes con el estándar reforzado propio del proceso penal acusatorio. 

 

En este contexto, la eficacia de la figura no debe medirse exclusivamente en 

términos cuantitativos, sino en su capacidad para operar dentro de los márgenes 

constitucionales del ius puniendi. La violencia política contra las mujeres en razón 
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de género, en su dimensión penal, exige un equilibrio delicado: garantizar la 

participación política en condiciones de igualdad y, al mismo tiempo, preservar las 

garantías que limitan el poder punitivo del Estado. 

 

De esta manera, el reto no consiste en ampliar el alcance del tipo penal, sino en 

aplicarlo con rigor técnico y prudencia institucional, asegurando que su función 

protectora se ejerza en armonía con los principios estructurales del derecho penal 

contemporáneo. 

 

En perspectiva futura, la consolidación de esta figura penal dependerá no solo del 

desarrollo jurisprudencial, sino también de la capacidad institucional para generar 

criterios técnicos uniformes que orienten la actuación ministerial y judicial. La 

producción dogmática en sede penal sobre violencia política contra las mujeres en 

razón de género aún es incipiente; por ello, resulta indispensable fomentar análisis 

que permitan depurar categorías, precisar elementos normativos y fortalecer la 

coherencia interpretativa. 

 

La interacción entre las autoridades electorales y las autoridades de procuración de 

justicia deberá avanzar hacia esquemas de coordinación que respeten las 

competencias propias de cada ámbito, evitando traslaciones automáticas de 

estándares probatorios y garantizando una aplicación diferenciada conforme a la 

naturaleza de cada procedimiento. 

 

En última instancia, la legitimidad del tipo penal previsto en el artículo 20 Bis no 

dependerá únicamente de su amplitud descriptiva, sino de su capacidad para operar 

con claridad conceptual, previsibilidad y respeto irrestricto a los principios que 

estructuran el derecho penal democrático. Solo bajo estas condiciones la norma 

podrá cumplir de manera efectiva su finalidad protectora sin comprometer las 

garantías que delimitan el poder punitivo del Estado. 
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Repercusiones por la omisión de otorgar al menos el cincuenta por ciento de 
financiamiento público para gastos de campaña de las mujeres candidatas 

en procesos electorales 
 Armando Antonio Rodríguez Córdova48 

 
1.- Introducción  

En el presente trabajo se analiza un aspecto de los más novedoso, en lo referente 

a la determinación del financiamiento público que se debe otorgar a las mujeres 

candidatas que contiendan para cargos de elección popular en igualdad de 

circunstancias que los hombres. 

 

En un primer momento la determinación que hizo el Instituto Nacional Electoral, con 

base en sus atribuciones reglamentarias al hacer obligatorio que los partidos 

políticos nacionales, locales o coaliciones en el proceso electoral ordinario 2020-

2021 otorgaran a las candidatas mujeres no menos del 40% del financiamiento 

público con el que cuenten para las actividades de campaña, derivado de las 

reformas a diversas leyes orientadas a la erradicación de la violencia política de 

género. 

 

Posteriormente la modificación de ese porcentaje, incrementándolo a un 50% para 

las elecciones a celebrarse en 2024, el cual, como era de esperarse tuvo algunas 

resistencias siendo esta propuesta impugnada, pero que fueron superadas, al ser 

confirmadas por la Sala Superior del Tribunal Electoral de la Federación, quedando 

firme tal determinación. 

 

Podremos observar de manera descriptiva, tomando en consideración los 

dictámenes consolidados y sus respectivas resoluciones emitidas por el INE, al 

realizar la fiscalización de los recursos otorgados para las campañas electorales, 

para el proceso electoral 2023- 2024 en algunas entidades de la República qué 

 
48 Fiscal Especializado en Delitos Electorales del Estado de Tabasco 
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partidos políticos o coalición incumplieron con los lineamientos mencionados, así 

como las cantidades en dinero que dejaron de otorgar a las candidatas para sus 

campañas en su búsqueda del voto. Por último, tangencialmente se consideran 

temas de población en la relación mujeres y hombres a nivel nacional y en las 

entidades analizadas, así como un aspecto de interseccionalidad en lo tocante a la 

calidad de indígena, que permiten visibilizar el tema de estudio. 

 
Antecedentes. 
 
La democracia término tiene su origen etimológico en el vocablo δημοκρατία, 

dēmokratía, acuñado en la Grecia antigua. Combina las expresiones: “demos, que 

quiere decir pueblo, y kratos, que quiere decir gobierno”. El principio fundamental 

que contiene es el del gobierno del pueblo. El presidente- de los Estados Unidos, 

Abraham Lincoln (1809-1865), precisó el concepto al afirmar que la democracia es 

el gobierno del pueblo, por el pueblo y para el pueblo49; hoy en día, se puede decir, 

que es la mejor manera de gobernar un Estado, ya que esta otorga a todos sus 

ciudadanos las libertades que se encuentran plasmadas en la constitución, sin las 

cuales, ninguna democracia sería posible. 

 

En el Estado mexicano, la democracia representativa es el medio por el cual el 

pueblo (artículos 39, 40 y 41 Constitucionales) en ejercicio del poder soberano y 

conforme a la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y 

federal, mediante elecciones libres, auténticas y periódicas delega en sus 

gobernantes el poder, el cual para su ejercicio se divide en Ejecutivo, Legislativo y 

Judicial (artículos 49, 50, 80 y 94 Constitucionales) con sus respectivas facultades 

y atribuciones. 

 

El Derecho Electoral en México es trascendente para su vida pública, en virtud de 

que a lo largo y ancho del territorio nacional, se celebran periódicamente procesos 

 
49 Diccionario CAPEL. (2017). (CAPEL, 2017, Tomo I p. 249 Tercera edición: IIDH/CAPEL y TEPJF, 
Costa Rica/México, 2017). https://ava.tre-
rs.jus.br/ejers/pluginfile.php/2648/mod_resource/content/2/Diccionario%20Electoral.pdf 

https://ava.tre-rs.jus.br/ejers/pluginfile.php/2648/mod_resource/content/2/Diccionario%20Electoral.pdf
https://ava.tre-rs.jus.br/ejers/pluginfile.php/2648/mod_resource/content/2/Diccionario%20Electoral.pdf
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electorales para que los ciudadanos elijan mediante el voto universal, libre, secreto, 

directo, personal e intransferible, a los representantes del poder ejecutivo, legislativo 

y a partir del decreto de fecha quince de septiembre del año 202450, a quienes 

integran el Poder Judicial, en los ámbitos federal y estatal, de estos procesos 

electorales se pueden distinguir diversos enfoques de: ciudadanos, partidos 

políticos, Institutos Electorales y Tribunales Electorales. 

 

Resulta importante recapitular sobre el papel que han tenido las mujeres en la 

historia electoral mexicana, ya que su papel no ha sido reconocido, lo que ha 

desembocado en un rezago histórico y vulneración de los derechos políticos 

electorales de la participación del género femenino en el ámbito político electoral 

mexicano. 

 

Muchas y variadas son las luchas que las mujeres han tenido que enfrentar a lo 

largo de la historia iniciando por obtener su derecho al sufragio, hasta por competir 

por las candidaturas a un puesto de elección popular en los partidos políticos, 

históricamente dirigidos por hombres, con reglas que permitían los relevos entre 

hombre. 

 

Actualmente esta lucha por la igualdad en la arena política ha rendido frutos, quizá 

no todos los esperados pero ha habido un cambio con avances significativos en el 

ámbito político electoral para las mujeres, desde la postulación de candidaturas a 

través del método de cuotas, iniciando con un setenta por ciento para un género y 

treinta por ciento para el otro 70-30, mismas que fueron incrementándose 

gradualmente a través del tiempo, llegando a una proporción de 60-40, hasta llegar 

a la paridad 50-50, no sin antes librar sendas batallas y superar innumerables 

obstáculos. 

 

 

 
50 Consultable en. 
https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5738985&fecha=15/09/2024#gsc.tab=0  

https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5738985&fecha=15/09/2024#gsc.tab=0
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Marco normativo. 
Con fecha trece de abril del año 2020, el Congreso General de los Estados Unidos 

Mexicanos, emitió el Decreto por el que se reformaron y adicionaron diversas 

disposiciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia51, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, de la 

Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral52, de la 

Ley General de Partidos Políticos, de la Ley General en Materia de Delitos 

Electorales53, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República54, de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación y de la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas55. 

 

Con fecha 28 de octubre de 2020, el Consejo General del Instituto Nacional Electoral 

emitió el acuerdo INE/CG517/202056 mediante el cual aprobó los lineamientos para 

que los partidos políticos nacionales y, en su caso, los partidos políticos locales, 

prevengan, atiendan, sancionen, reparen y erradiquen la violencia política contra las 

mujeres en razón de género, determinándose, entre otras cosas, que en el caso del 

financiamiento no podrá otorgarse a las mujeres menos del 40% del financiamiento 

público con el que cuente cada partido o coalición para las actividades de campaña. 

 

El 31 de mayo de 2021, en la Octava Sesión Extraordinaria Urgente de la Comisión 

de Fiscalización del Instituto Nacional Electoral se aprobó el acuerdo 
CF/014/202157, relativo a la metodología para verificar el cumplimiento de 

distribución de recursos a los que se refiere el artículo 14, fracción XIV de los 

referidos lineamientos aprobados mediante acuerdo INE/CG517/2020. 

 
51 Consultable en: https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGAMVLV.pdf  
52 Consultable en: https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGSMIME.pdf  
53 Consultable en: https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGMDE_200521.pdf  
54 Consultable en: https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFGR.pdf  
55 Consultable en: https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LOPJF.pdf  
56 Consultable en. 
https://repositoriodocumental.ine.mx/xmlui/bitstream/handle/123456789/115101/CGor202010-28-
ap-9-a.pdf  
57 Consultable en: 
https://repositoriodocumental.ine.mx/xmlui/bitstream/handle/123456789/120640/cf-8seu-2021-05-
31-p3.pdf.  

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGAMVLV.pdf
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGSMIME.pdf
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGMDE_200521.pdf
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFGR.pdf
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LOPJF.pdf
https://repositoriodocumental.ine.mx/xmlui/bitstream/handle/123456789/115101/CGor202010-28-ap-9-a.pdf
https://repositoriodocumental.ine.mx/xmlui/bitstream/handle/123456789/115101/CGor202010-28-ap-9-a.pdf
https://repositoriodocumental.ine.mx/xmlui/bitstream/handle/123456789/120640/cf-8seu-2021-05-31-p3.pdf
https://repositoriodocumental.ine.mx/xmlui/bitstream/handle/123456789/120640/cf-8seu-2021-05-31-p3.pdf
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En sesión ordinaria celebrada el 26 de octubre de 2023, el Consejo General del 

Instituto Nacional Electoral aprobó el acuerdo INE/CG591/202358 mediante el cual 

modificó los lineamientos para que los partidos políticos nacionales y, en su caso, 

los partidos políticos locales, prevengan, atiendan, sancionen, reparen y erradiquen 

la violencia política contra las mujeres en razón de género. Sustancialmente la 

modificación consistió en elevar el porcentaje de 40 a 50% del financiamiento 

público con el que cuente cada partido político o coalición para las actividades de 

campaña de las mujeres. 

 

Desarrollo de la temática. 
 

Hay que subrayar que las mujeres encontraron grandes aliados en los órganos 

electorales, tanto federales como locales, administrativos y jurisdiccionales y hasta 

penales. Estos aliados jugaron un papel preponderante en la construcción -

primeramente, de acuerdos y lineamientos elaborados a través de acciones 

afirmativas realizadas en sede administrativa- entiéndanse Institutos Electorales y 

ratificados por los órganos jurisdiccionales, en los cuales sin lugar a duda se han 

puesto los lentes de la perspectiva de género59, como eje central de sus decisiones, 

 
58 Consultable en. 
https://repositoriodocumental.ine.mx/xmlui/bitstream/handle/123456789/154335/CGor202310-26-
ap-15.pdf  
59 Al respecto, Marcela Lagarde, en su artículo, “El Género. La perspectiva de género” señala que 
“En la academia, en los movimientos y organizaciones feministas, y ahora en los ámbitos de las 
políticas públicas, se ha desarrollado una visión crítica, explicativa, y alternativa a lo que acontece 
en el orden de géneros, se conoce como perspectiva de género a esta visión científica, analítica y 
política creada desde el feminismo. Ya es aceptado que cuando se usa el concepto perspectiva 
de género se hace referencia a la concepción académica, ilustrada y científica, que sintetiza 
la teoría y la filosofía liberadora, creadas por las mujeres y forma parte de la cultura feminista. 
La perspectiva de género permite analizar y comprender las características que definen a las mujeres 
y a los hombres de manera específica, así como sus semejanzas y diferencias. Esta perspectiva de 
género analiza las posibilidades vitales de las mujeres y los hombres; el sentido de sus vidas, sus 
expectativas y oportunidades, las complejas y diversas relaciones sociales que se dan entre ambos 
géneros, así como los conflictos institucionales y cotidianos que deben enfrentar a las maneras en 
que lo hacen. Contabilizar los recursos y la capacidad de acción con que cuentan mujeres y hombres 
para enfrentar las dificultades de la vida y la realización de los propósitos, es uno de los objetivos de 
este examen.” Consultable en: chrome-
extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https://catedraunescodh.unam.mx/catedra/CONACY
T/08_EducDHyMediacionEscolar/Contenidos/Biblioteca/Lecturas-
Complementarias/Lagarde_Genero.pdf. 

https://repositoriodocumental.ine.mx/xmlui/bitstream/handle/123456789/154335/CGor202310-26-ap-15.pdf
https://repositoriodocumental.ine.mx/xmlui/bitstream/handle/123456789/154335/CGor202310-26-ap-15.pdf
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hasta llegar a ser incorporados en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y de los estados de la república. 

 

Podríamos decir que hoy en día la postulación de las candidaturas a los cargos de 

elección popular está garantizada constitucionalmente, sin embargo, las luchas del 

género femenino para competir en igualdad de circunstancias con el género 

masculino, no ha terminado de librar sus batallas; si bien hoy las mujeres tienen 

asegurados sus lugares de manera paritaria en las boletas electorales con los 

hombre, en los últimos dos procesos electorales se ha hecho visible una, no 

necesariamente nueva forma de vulnerar sus derechos políticos electorales, y esta 

modalidad se materializa no otorgándoles el financiamiento público60 para gastos 

de campaña u obtención del voto en igualdad de condiciones que a los hombres, 

cuando refiero a que no necesariamente se trata de una vulneración nueva, ya que 

desde el esquema de cuotas para las mujeres esas prácticas se presentaban, pero 

no se hacían visibles. 

 
60 De conformidad con lo dispuesto en la Ley General de Partidos Políticos (LGPP) el financiamiento 
para los partidos políticos se establece en los artículos del 50-53; en lo que interesa, los artículos 50 
y 51 disponen: Artículo 50 
1. Los partidos políticos tienen derecho a recibir, para desarrollar sus actividades, financiamiento 
público que se distribuirá de manera equitativa, conforme a lo establecido en el artículo 41, Base II 
de la Constitución, así como lo dispuesto en las constituciones locales. 
2. El financiamiento público deberá prevalecer sobre otros tipos de financiamiento y será destinado 
para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes, gastos de procesos electorales y para 
actividades específicas como entidades de interés público. 
Artículo 51 Los partidos políticos tendrán derecho al financiamiento público de sus actividades, 
estructura, sueldos y salarios, independientemente de las demás prerrogativas otorgadas en esta 
Ley [...] 
b) Para gastos de Campaña: 
I. En el año de la elección en que se renueven el Poder Ejecutivo federal o local y las dos Cámaras 
del Congreso de la Unión o la Cámara de alguna entidad federativa, a cada partido político nacional 
o local, en su caso, se le otorgará para gastos de campaña un monto equivalente al cincuenta por 
ciento del financiamiento público que para el sostenimiento de sus actividades ordinarias 
permanentes le corresponda en ese año; 
II. En el año de la elección en que se renueve solamente la Cámara de Diputados federal o los 
Congresos de las entidades federativas, a cada partido político nacional o local, respectivamente, se 
le otorgará para gastos de campaña un monto equivalente al treinta por ciento del financiamiento 
público que para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes le corresponda en ese 
año, y 
III. El financiamiento de campaña será administrado en su totalidad por los partidos políticos; 
estableciendo el prorrateo conforme lo previsto en esta Ley; teniendo que informarlas a la Comisión 
de Fiscalización diez días antes del inicio de la campaña electoral, la cual lo hará del conocimiento 
del Consejo General del Instituto en la siguiente sesión, sin que dichos porcentajes de prorrateo 
puedan ser modificados. 
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Veamos de que se trata esta vulneración, para lo cual se presenta una relatoría de 

las acciones más relevantes en este impulso que han servido como aceleradores y 

permitido tener estos avances, dentro de los cuales se tienen reformas a la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, acuerdos de órganos 

administrativos electorales, protocolos elaborados en coordinación de diversas 

instituciones, así como resoluciones del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación. 

 

Reforma en materia de Violencia Política Contra las Mujeres en Razón de 
Género y creación de lineamientos para otorgar al menos el 40% de los 
recursos totales ejercidos a las campañas de las mujeres 
 

Ya hemos referido que el 13 de abril de 2020 se reformaron y adicionaron diversas 

disposiciones relacionadas con la violencia política de género61. 

 

Conviene resaltar que a través de estas reformas se incorporaron a la Ley General 

de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, el artículo 20 Bis y 20 Ter 

y entre otras cosas, el concepto de Violencia Política Contra las Mujeres en Razón 

de Género, los supuestos en que se puede actualizar dicha violencia, mismo que 

fue replicado en los demás ordenamientos, de igual forma la distribución de 

competencias entre el Instituto Nacional Electoral y los Institutos Electorales del 

País, además de las obligaciones y restricciones de los partidos políticos, quienes 

ostenten alguna candidatura y a la ciudadanía en general para combatir este 

fenómeno. 

 

Como se puede ver, estas reformas, tan solo a nivel federal tuvieron incidencia en 

ocho leyes además de las que, seguramente en las entidades federativas tuvieron 

un impacto, lo que implica estructuralmente una defensa de los derechos políticos 

 
61 Consultable en. 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5591565&fecha=13/04/2020#gsc.tab=0  

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5591565&fecha=13/04/2020#gsc.tab=0
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de las mujeres. Estas modificaciones al marco normativo apuntan hacia la 

erradicación de la violencia política contra las mujeres en razón de género. 

 

En lo que respecta a las competiciones electorales para los cargos de elección 

popular, se ha dicho que al interior de los partidos políticos se hallan los espacios 

más hostiles para las mujeres, y el hecho de haberse materializado estas reformas 

en favor del género femenino, dotó a los órganos administrativos electorales, 

llámese INE u OPLES con las atribuciones para emitir las medidas necesarias y 

suficientes a fin de disuadir y erradicar este tipo de conductas, así como la aplicación 

de medidas de protección y mecanismos oportunos de reparación del daño para 

preservar los derechos políticos de las mujeres. 

 

Todas estas medidas legales y constitucionales, vienen a ser elementos 

primordiales para la protección de los derechos políticos, la igualdad sustantiva y 

las libertades ciudadanas en favor de la democracia. 

 

Es pertinente hacer mención lo que dice Adriana Medina Espino, en su libro “La 

participación política de las mujeres. De las cuotas de género a la paridad”62, en la 

que hablando del derecho universal al sufragio reconocido para las mujeres, refiere 

lo que a continuación se transcribe: 

 

“Ahora bien, diversas autoras han planteado que la participación política, 

definida como un derecho universal, se basa en la idea de “la homogeneidad”, 

traducida en los principios de imparcialidad y objetividad de la ley, los cuales 

buscan trascender las situaciones e intereses particulares–, de tal manera que 

mujeres y hombres, en tanto sujetos políticos, tendrían la misma capacidad de 

participar en el ámbito de la política. Esto, en la práctica, constituye un mito.” 

 

 
62 La participación política de las mujeres. De las cuotas de género a la paridad Centro de Estudios 
para el Adelanto de las Mujeres y la Equidad de Género CEAMEG. Pp. 19. Consultable en. 
www.diputados.gob.mx/documentos/Comite_CEAMEG/Libro_Part_Pol.pdf  

http://www.diputados.gob.mx/documentos/Comite_CEAMEG/Libro_Part_Pol.pdf
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“La experiencia evidencia que el “trato igual” en el que se sustenta la igualdad 

de jure entre mujeres y hombres, ha resultado ser omiso y ciego ante las 

desigualdades de género, al no reconocer las múltiples dimensiones de 

desventajas, subordinación y discriminación sistemáticas y estructurales hacia 

las mujeres, que impiden su participación de manera equilibrada con los 

hombres en el ámbito de la política.” 

 

“De tal manera que el reconocimiento del derecho al sufragio femenino no ha 

bastado para abolir la exclusión de las mujeres en los espacios de poder 

político. En última instancia, este derecho se ha constituido como condición 

necesaria, pero no suficiente, para garantizar el ejercicio pleno de los derechos 

políticos de las mujeres.” 

 

“Aun cuando el derecho al sufragio ha habilitado a las mujeres a participar en la 

política, no ha logrado superar las desventajas derivadas de su condición y 

posición de género, a las cuales se suman otras como la etnia, la edad, el grupo 

social de pertenencia, etcétera, pese a que dispongan formalmente de idéntico 

estatus de ciudadanía con respecto a los hombres.” 

 

“Esto es sumamente grave, no sólo para las mujeres sino para la sociedad en 

su conjunto, toda vez que la ciudadanía es la cualidad que hace posible que las 

personas se conviertan en sujetos políticos, responsables de los proyectos 

colectivos de la sociedad, al tiempo que guarda un vínculo intrínseco con los 

derechos reconocidos por el Estado y su ejercicio, además de aludir a la 

pertenencia a una red de organizaciones colectivas –partidos políticos, 

movimientos sociales, organizaciones civiles, etcétera– (Astelarra, 2002), por lo 

que el déficit de la presencia de las mujeres en los espacios  de adopción de 

decisiones públicas da cuenta de una mala calidad en el ejercicio de la 

ciudadanía femenina.” 
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“Esta situación permite afirmar que el sufragio universal no ha logrado eliminar 

el carácter masculino de las instituciones que conforman el Estado, el cual limita 

la participación de las mujeres impidiéndoles ejercer suficiente influencia en la 

estructura, procedimientos y dinámica del quehacer político, así como en la 

conformación de la agenda pública”. 

 

Por su parte, los lineamientos para que los partidos políticos nacionales y, en su 

caso, los partidos políticos locales, prevengan, atiendan, sancionen, reparen y 

erradiquen la violencia política contra las mujeres en razón de género aprobados 

por el Consejo General del Instituto Nacional Electoral mediante acuerdo 
INE/CG517/2020 que entre otras cosas, estableció las bases para que los Partidos 

Políticos ya sean nacionales o locales, garanticen a las mujeres el ejercicio de sus 

derechos políticos y electorales, libres de violencia, mediante mecanismos para 
la prevención, atención, sanción, reparación y erradicación de la violencia 

política contra las mujeres en razón de género, y asegurar condiciones de igualdad 

sustantiva entre mujeres y hombres en el ámbito político, así como la protección de 

derechos aplicable para mujeres dirigentes, representantes, militantes o afiliadas, 

simpatizantes, precandidatas, candidatas postuladas por un partido político o a 

través de coaliciones, así como cualquier mujer que desempeñe un empleo, cargo, 

comisión, o sea postulada por un partido político. 

 

Tales determinaciones derivadas de la atribución reglamentaria del Instituto 

Nacional Electoral, lo que es acorde con lo señalado en la obra denominada, “Hacia 

la Democratización del Financiamiento de los Partidos Políticos y las Campañas 

Electorales en América Latina”63, página 61, publicado por ONU Mujeres, en donde, 

en referencia a Ballington y Kahane, destacan que los sistemas electorales “son 

quizás la consideración política e institucional más importante de cualquier país, ya 

que afectan a las cuestiones más amplias de la gobernanza, el sistema de partidos 

políticos y el carácter inclusivo de las legislaturas elegidas”.  

 
63Consultable en: https://lac.unwomen.org/sites/default/files/2024-
12/es_financiamientopartidospoliticos_03.pdf 

https://lac.unwomen.org/sites/default/files/2024-12/es_financiamientopartidospoliticos_03.pdf
https://lac.unwomen.org/sites/default/files/2024-12/es_financiamientopartidospoliticos_03.pdf
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Aunque en este primer ejercicio de lograr ese equilibrio para el financiamiento de 

las campañas entre mujeres y hombres fue digno de reconocimiento, les quedaron 

debiendo a las mujeres candidatas, puesto que tan solo fue obligatorio que no 

menos del 40% del financiamiento para la obtención del voto fuera destinado a las 

mujeres candidatas, cuando ya había todo un andamiaje jurídico, reglamentario, así 

como resoluciones y criterios jurisdiccionales que hubiesen permitido que desde el 

proceso electoral 2020-2021 se aplicara, que no menos del 50% de ese 

financiamiento fuera para las campañas de las mujeres. 

 

En lo que es materia del presente trabajo, es necesario señalar lo dispuesto los 

artículos 12 y 14 fracciones XIII, XIV y XV de los referidos lineamientos, están 

orientados a la eliminación de malas prácticas recurrentes por los partidos políticos, 

que discrecionalmente otorgaban el financiamiento público destinado para la 

obtención del voto, en el que no resultaban favorecidas las candidatas mujeres, lo 

que consecuentemente contribuiría a erradicar actos de violencia política en razón 

de género64, al no haberse previsto así, indudablemente se convirtió en un obstáculo 

para ejercer la participación política de las mujeres en igualdad de condiciones. 

 

Los lineamientos tuvieron buenas intenciones, pero no fue respetado 

completamente por los partidos políticos, lo cual quedó evidenciado en la 

fiscalización que realiza el Instituto Nacional Electoral a los recursos que otorga a 

los partidos políticos para gastos de campaña. 

 

Derivado de la entrada en vigor de los lineamientos y su obligatorio cumplimiento, 

el Instituto Nacional Electoral en la fiscalización de los recursos de los partidos 

políticos, encontró irregularidades en el dictamen consolidado de la revisión de los 

informes de ingresos y gastos de campaña del proceso electoral 2020-2021, en la 

que diversos partidos políticos omitieron destinar al menos 40% del financiamiento 

público para actividades de campaña que recibieron, a las mujeres que postularon 

como candidatas, procediendo a emitir las sanciones correspondientes, mismas que 
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fueron recurridas por los inconformes pero ratificadas en su mayoría por las Salas 

Regionales y Sala Superior según correspondiera. 

 

Modificación del porcentaje de financiamiento a las mujeres para actividades 
de campaña mediante acuerdo INE/CG591/2023. 
 

La modificación propuesta por el Consejo General iba encaminada a que no debería 

otorgarse a las mujeres candidatas menos de 50% del financiamiento público con 

el que cuente cada partido o coalición para la obtención del voto en sus campañas 

electorales. 

 

Lo anterior halló sustento jurídico en los artículos 3, numeral 1, inciso d) bis y 232 

numeral 3 y 233, numeral 1, de la LGIPE en los que se establece que: i) La paridad 

de género es la igualdad política entre mujeres y hombres que se garantiza con la 

asignación del 50% mujeres y 50% hombres en candidaturas a cargos de elección 

popular y en nombramientos de cargos por designación; ii) Los partidos políticos 

promoverán y garantizarán la paridad entre los géneros en la postulación de 

candidaturas a los cargos de elección popular, y iii) Las solicitudes de registro para 

los órganos colegiados deberán integrarse salvaguardando la paridad entre los 

géneros. Además, porque dicha modificación apuntaba a lograr la igualdad 

sustantiva entre hombres y mujeres para el acceso a los cargos de elección popular 

bajo las mismas condiciones, en cumplimiento riguroso a un principio previsto en la 

Constitución y en la Ley Electoral, como lo es la paridad de género e instrumentar 

el cumplimiento estricto de dicho principio. 

 

En ese sentido, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, 

en su Recomendación General núm. 40 (2024), relativa a la representación 

igualitaria e inclusiva de las mujeres en los sistemas de toma de decisiones, misma 

que describen medidas legislativas, normativas y programáticas para garantizar el 

cumplimiento de esta obligación y superar los desafíos mundiales, señaló 

puntualmente lo siguiente: “La representación igualitaria e inclusiva se define como 



136 
 

la paridad total (50/50) entre mujeres y hombres, en toda su diversidad, en materia 

de igualdad de acceso y de poder en los sistemas de toma de decisiones,” el mismo 

texto de la RG40 (2024) refiere que “Las cuatro Conferencias Mundiales de las 

Naciones Unidas sobre la Mujer, celebradas en México (1975), Copenhague (1980), 

Nairobi (1985) y Beijing (1995), han configurado el papel de las mujeres como 

agente igualitario en la toma de decisiones”. “En la Declaración y la Plataforma de 

Acción de Beijing se señala la participación de las mujeres en el ejercicio del poder 

y la adopción de decisiones como uno de los objetivos estratégicos. Se exhorta a 

los gobiernos a que eliminen todos los obstáculos que dificultan la participación 

plena y en pie de igualdad de las mujeres en el proceso de adopción de decisiones 

en las esferas económica, social, cultural y política, de modo que mujeres y hombres 

compartan el poder y las responsabilidades en el hogar, en el lugar de trabajo y, a 

nivel más amplio, en la comunidad nacional e internacional65”. 

 

Luego entonces, si las candidaturas estaban representadas en un porcentaje 

igualitario, no había cabida para que el recurso destinado a la obtención del voto 

fuera de manera distinta a como lo establecía el acuerdo INE/CG517/2020 que dio 

origen a los lineamientos y al porcentaje de al menos el 40% destinado a las 

campañas de las mujeres. 

 

Como ha sido recurrente, a través de esta lucha de las mujeres para tener una 

igualdad sustantiva en el ámbito político electoral hubo resistencia de algunos 

partidos, a tal grado que el partido movimiento ciudadano, inconforme con la 

aprobación del acuerdo INE/CG591/2023, interpuso un medio de impugnación con 

la finalidad que se revocara la porción que incrementaba ese porcentaje. 

En ese sentido, el partido movimiento Ciudadano interpuso ante la Sala Superior 

del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación Recurso de Apelación el 

 
65 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, Recomendación general núm. 40 
(2024). Consultable en: https://documents.un.org/doc/undoc/gen/n24/324/43/pdf/n2432443.pdf  

https://documents.un.org/doc/undoc/gen/n24/324/43/pdf/n2432443.pdf
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treinta de octubre de 2023, con la finalidad que revocaran el incremento de ese 

porcentaje, integrándose el expediente SUP-RAP-328/202366. 

 

Es oportuno realizar en lo sustancial el análisis de la sentencia, para lo cual veremos 

la expresión de agravios, problema jurídico, cómo lo abordó la Sala Superior y sus 

conclusiones. 

 

1. Análisis de la sentencia SUP-RAP-328/2023. 
 

La pretensión del partido recurrente fue que se revocara el acuerdo impugnado por 

considerarlos ilegales, para lo cual planteó los agravios que a renglón seguido se 

transcriben: 

 

a) “Indebida fundamentación y motivación, porque el INE excedió sus 

facultades al infringir el principio de reserva de ley, pues corresponde al legislativo 

federal reglamentar en materia de paridad de género. 

 

b) Vulneración a los principios de certeza y seguridad jurídica. El INE 

incurre en una violación formal, al modificar las reglas fundamentales de la 

competencia electoral fuera de la temporalidad prevista en el artículo 105 de la 

Constitución (noventa días). 

 

c) Violación a los principios de auto organización y auto determinación de 
los partidos, pues al faltar poco tiempo para el inicio de las precampañas locales 

y federales, ya se han diseñado estrategias de comunicación y financiamiento 

para esos periodos y para el proceso electoral en general; por lo que la 

modificación genera graves afectaciones al desarrollo de la contienda.” 

 
66 Consultable en: https://www.te.gob.mx/EE/SUP/2023/RAP/328/SUP_2023_RAP_328-
1299725.pdf  

https://www.te.gob.mx/EE/SUP/2023/RAP/328/SUP_2023_RAP_328-1299725.pdf
https://www.te.gob.mx/EE/SUP/2023/RAP/328/SUP_2023_RAP_328-1299725.pdf
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El problema jurídico se enfocó en dilucidar si el acuerdo impugnado se encontraba 

apegado a la legalidad, o si, por el contrario, estaba indebidamente fundado y 

motivado y si eran suficientes para revocar la determinación impugnada. 

 

La Sala Superior determinó confirmar la modificación a los Lineamientos, ante 

lo infundado e inoperante de los planteamientos del partido recurrente, porque el 

INE no se excedió en sus facultades, no vulneró principios constitucionales; 

además, los agravios relacionados con la supuesta vulneración a los principios de 

auto organización y autodeterminación fueron señalados como genéricos. 

 

Asimismo, la Sala Superior consideró que la modificación de los lineamientos era 

razonable en tanto que los institutos políticos ya tenían la obligación de postular a 

personas del género femenino, en al menos el 50% de las candidaturas en las que 

participen en los procesos electorales. 

 

Ante lo infundado e inoperante de los agravios planteados por el partido Movimiento 

Ciudadano la Sala Superior confirmó el acuerdo impugnado. 

 

Como se puede apreciar, a pesar de que constitucionalmente la paridad en todo es 

un hecho, aún persisten obstáculos que tienen que ser superados por el género 

femenino para alcanzar la paridad sustantiva y la igualdad de oportunidades, 

favorablemente, como ya hemos hecho referencia, tanto en sede administrativa 

como en sede Jurisdiccional, las mujeres han encontrado aliados estratégicos que 

han entendido y atendido la importancia que tiene la participación de las mujeres en 

el ámbito político electoral en igualdad de condiciones que los hombres, así como 

el poder acceder a los cargos de toma de decisiones y al ejercicio de funciones, en 

las cuales se pueda incidir de manera propositiva en los asuntos públicos de nuestro 

país, estado, municipio y de manera extensiva, a la academia, incluso desde la 

iniciativa privada. 
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Partidos políticos que incumplieron no otorgar a las mujeres candidatas 
menos de 50% del financiamiento público para las actividades de campaña. 

 

A continuación, veremos el comportamiento que han tenido los partidos políticos en 

el cumplimiento de otorgar al menos el 50% del financiamiento público con el que 

cuente cada partido y los montos destinados a mujeres que compitieron en el 

proceso electoral 2023- 2024, para los cargos de diputaciones y presidencias 

municipales. 

 

Para los efectos del presente trabajo, se representan los partidos políticos que 

incumplieron con los lineamientos aprobados por el Instituto Nacional Electoral al 

no otorgar a las mujeres candidatas menos de 50% del financiamiento público que 

les correspondía para las actividades de campaña; delimitándose a los Estados de: 

Campeche, Colima, Guerrero y Nuevo León.67. 

 

En los que se observa que partidos inobservaron los lineamientos, así como los 

montos que dejaron de otorgar a las mujeres candidatas. 

 

CAMPECHE 
 

PARTIDO 
MONTO NO 
ASIGNADO 

PAN Partido Acción Nacional 18063 

PCL Partido Campeche Libre 7171 

PMLC Partido Movimiento Laborista Campeche 26768 

PED Partido Espacio Democrático de Campeche 5084 

 

COLIMA 
 

PARTIDO 
MONTO NO 
ASIGNADO 

 
67 Es importante subrayar que, en las diferentes Entidades del País, conviven tanto partidos políticos 
nacionales, como partidos políticos locales. 
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PRD Partido de la Revolución Democrática 13692 

PT Partido del Trabajo 80 

PNAC Partido Nueva Alianza Colima 107951 

PFPM Partido Fuerza Por México 3075 

 

GUERRERO 
 

PARTIDO/COALICIÓN 
MONTO NO 
ASIGNADO 

PRD Partido de la Revolución Democrática 167429 

PT Partido del Trabajo 248851 

MC Partido Movimiento Ciudadano 6126 

PMLG Partido Movimiento Laborista Guerrero 142864 

PACG Partido Alianza Ciudadana (Guerrero) 43298 

COALICIÓN PPP Coalición integrada por “Partido de la 

Revolución Democrática, Partido Revolucionario Institucional y 

Partido Acción Nacional”. 

34593 

 

NUEVO LEÓN 
 

PARTIDO 
MONTO NO 
ASIGNADO 

PT Partido del Trabajo 176682 

PESNL Esperanza Social Nuevo León 940978 

PESNL Partido Encuentro Solidario Nuevo León 65487 

PL Partido Liberal 21154 

PJNL Partido Justicialista Nuevo León 29929 

 

Con los informes consolidados que realiza el Instituto Nacional Electoral a través de 

la Comisión de Fiscalización a cada una de las entidades federativas y las 

concernientes resoluciones emitidas por el Consejo General respecto de la revisión 

de los informes de ingresos y gastos de campaña de los partidos políticos y 

coaliciones, se aprecia que Institutos Políticos tanto nacionales como locales 
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incumplieron los lineamientos aprobados por el Consejo General respecto de lo 

establecido en el de otorgar al menos el 50% del financiamiento público con el que 

cuente cada partido y los montos destinados a mujeres que compitieron en el 

proceso electoral 2023- 2024, para los cargos de diputaciones y presidencias 

municipales. 

 

Ahora bien, las sanciones a imponerse a los sujetos obligados son catalogadas de 

índole económica y equivalen al 150% (ciento cincuenta por ciento) sobre el monto 

involucrado de la conclusión sancionatoria, y su aplicación consistente en una 

reducción del 25% (veinticinco por ciento) de la ministración mensual que le 

corresponda al partido político sancionado, por concepto de Financiamiento Público 

para el Sostenimiento de Actividades Ordinarias Permanentes, hasta alcanzar la 

cantidad equivalente a la sanción impuesta. 

 

Población e Interseccionalidad. 
 

Es conveniente y oportuno entrar al análisis de datos estadísticos concernientes al 

número de habitantes en nuestro país y la relación mujeres - hombres que nos 

permitan tener otro enfoque respecto de todo lo analizado, bajo esa tesitura, 

podremos tener una perspectiva y un acercamiento de la realidad existente en el 

periodo de tiempo que se realiza esta investigación y su importancia. 

 

Al respecto, con datos del INEGI68 de acuerdo con el Censo de Población y Vivienda 

2020, en México vivían 126,014,024 personas; de estas, 64,540,634 eran mujeres 

y 61,473,390, hombres. 

 

Como punto de referencia y para una mejor comprensión respecto de los estados 

motivos de estudio: Campeche, Colima, Guerrero y Nuevo León69, de igual forma 

 
68  Consultable en: https://cuentame.inegi.org.mx/explora/poblacion/mujeres_y_hombres/  
69 Consultable en: https://cuentame.inegi.org.mx/explora/poblacion/mujeres_y_hombres/  

https://cuentame.inegi.org.mx/explora/poblacion/mujeres_y_hombres/
https://cuentame.inegi.org.mx/explora/poblacion/mujeres_y_hombres/
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se presentan los datos estadísticos, respecto de la proporción entre mujeres y 

hombres, en cada una de las referidas entidades. 

 

Entidad Mujeres Hombres Total 

Campeche 471424 456939 928363 

Colima 370769 360622 731391 

Guerrero 1840073 1700612 3540685 

Nuevo León 2893442 2890950 5784442 

Totales 5575708 5409123 10984881 

La tabla es elaboración propia con datos del INEGI. 

 

Como parte final del análisis en el presente apartado, analizaremos aspectos 

relacionados con la interseccionalidad; de las diferentes dimensiones que se 

pueden abordar con un enfoque de interseccionalidad, para nuestro caso de estudio 

se toma como referencia solo la variable consistente en la calidad de mujer 

indígena, ya que en nuestro país existen pueblos y comunidades indígenas, y en la 

competencia por los cargos de elección popular, a través de acciones afirmativas, 

conforme a los municipios o distritos con mayor índice de población indígena tienen 

que ser postulados de manera paritaria hombres y mujeres, de ahí la importancia 

que estas puedan competir en igualdad de condiciones con los hombres, sobre todo, 

en el tema de análisis ya que los recursos destinados a las campañas son 

prioritarios y deben ser ministrados completos y en los tiempos destinadas para las 

campañas, para que las mujeres con esta calidad compitan y tengan posibilidades 

reales de apropiarse de los espacios de toma de decisiones para el bienestar de los 

habitantes de sus comunidades, lo cual es fundamental para su desarrollo 

económico, político, social y cultural. 
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Con datos del INEGI, 2 de cada 10 personas de 3 años en adelante en México se 

consideraban parte de la población indígena en 2020 y es el país con mayor 

población indígena del continente americano70. 

 

Para tales efectos, el Censo de Población y Vivienda 2020, entre la población de 3 

años y más, reporta 7,364,645 personas hablantes de lenguas indígenas (HLI), 

entre ellos 3,783,447 son mujeres (51.4 %) y 3,581,198 hombres (48.6 %)71. 

 

Por los datos analizados, se tiene que en nuestro País, son más las mujeres que 

los hombres, lo que hace razonable que las medidas tomadas por las autoridades, 

en el caso de análisis, las relativas a otorgar al menos el 50% del financiamiento 

público con el que contaron para destinarlos a las mujeres que compitieron en el 

proceso electoral 2023- 2024, para los cargos de diputaciones y presidencias 

municipales debe acatarse y en caso de ser vulneradas sancionarse, todo ello con 

la finalidad de llegar a la igualdad sustantiva entre ambos géneros. 

 

Conclusiones. 
 

Diversas son las formas en que, a lo largo de la historia democrática de México, el 

género femenino ha sido vulnerado en sus diversas manifestaciones, de ello da 

cuenta la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 

estableciéndose por primera vez una definición. 

 

En el presente trabajo se ha analizado una de las formas en que las mujeres pueden 

ser vulneradas en sus derechos políticos electorales como es la limitación que se 

pueda ejercer al no destinar el financiamiento público para la obtención del voto, 

conforme lo establece la normatividad vigente, lo que no les permite competir en 

igualdad de circunstancias con los hombres, se ha dado cuenta de que aún los 

 
70 Consultable en: https://cuentame.inegi.org.mx/explora/poblacion/pueblos_indigenas/  
71 Consultable en 
https://www.inegi.org.mx/contenidos/productos/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/nu
eva_estruc/889463907381.pdf. página 16. 

https://cuentame.inegi.org.mx/explora/poblacion/pueblos_indigenas/
https://www.inegi.org.mx/contenidos/productos/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/nueva_estruc/889463907381.pdf
https://www.inegi.org.mx/contenidos/productos/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/nueva_estruc/889463907381.pdf
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partidos políticos tanto nacionales como locales tienen resistencia en otorgar a las 

candidatas mujeres la totalidad de los recursos que se requiere para competir y 

alcanzar cargos de elección popular, e incidir de manera efectiva en la vida pública 

de nuestro País. 

 

Si bien, para este primer ejercicio académico se analizaron las resoluciones y 

dictámenes consolidados en materia de fiscalización emitidos por el Consejo 

General del Instituto Nacional Electoral72, cuatro entidades del País (Campeche, 

Colima, Guerrero y Nuevo León), con ello quedó demostrado que en todas las 

analizadas, si bien no todos los partidos incurrieron en tal infracción, si en todos los 

estados analizados algunos partidos nacionales como locales incumplieron los 

lineamientos para otorgar al menos el 50% del financiamiento público con el que 

contaron para destinarlos a las mujeres que compitieron en el proceso electoral 

2023- 2024, para los cargos de diputaciones y presidencias municipales. 

 

Favorablemente estos medios de fiscalización permiten evidenciar en qué medida 

y qué partidos son los que mantienen esa resistencia hacia la igualdad sustantiva 

entre mujeres y hombres en la competición política, y las sanciones que se deben 

aplicar para que tengan, -esperemos- un efecto disuasorio, que en próximos 

procesos electorales se puedan ver reflejados en la eliminación de estas malas 

prácticas que tanto daño hacen a nuestra democracia. 

 

Los próximos procesos electorales irán marcando la pauta para poder determinar si 

en efecto las sanciones impuestas causaron los efectos requeridos para que no se 

vuelvan a presentar este tipo de prácticas; por lo pronto es clara la evidencia en la 

vulneración a los lineamientos referidos, sobre todo, considerando que las acciones 

afirmativas en aquellos estados donde los cargos a elegir son impares, se otorga 

ese número impar a candidaturas para mujeres, por tanto, en alguna medida las 

 
72 En la dirección electrónica que a continuación se muestra, se pueden consultar la totalidad de los 
dictámenes y las resoluciones derivadas de la fiscalización realizadas a los partidos políticos 
nacionales y locales, del proceso electoral 2023-2024. https://ine.mx/sesion-extraordinaria-del-
consejo-general-22-de-julio-de-2024/  

https://ine.mx/sesion-extraordinaria-del-consejo-general-22-de-julio-de-2024/
https://ine.mx/sesion-extraordinaria-del-consejo-general-22-de-julio-de-2024/
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candidaturas de mujeres son mayor a las de los hombre, situación que se tendrá 

que analizar de igual forma, en razón que los topes de gastos son diferenciados 

entre distritos, municipios o estados lo que genera una distorsión que no hace a las 

candidaturas equiparables ni comparables. 
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La regulación de la materia penal electoral en las entidades federativas. 
El modelo Nuevo León. 
Gustavo Javier Solís Ruiz73  

 

Introducción 
 
El derecho penal electoral mexicano enfrenta hoy un doble desafío. Por un lado, 

debe responder a formas de afectación democrática que han evolucionado con 

rapidez. Conductas como el financiamiento opaco, la manipulación digital, el control 

del voto mediante tecnología y la simulación en las reglas de inclusión. Por otro, 

debe hacerlo dentro de un sistema federal que no siempre distribuye con claridad 

las competencias entre el orden nacional y los órdenes locales. Este artículo parte 

de esa tensión para explorar si las entidades federativas tienen margen para legislar 

en materia penal electoral y, de ser así, qué condiciones deben cumplir para hacerlo 

de manera constitucionalmente válida. 

 

La pregunta no es nueva, pero sí ha adquirido una urgencia distinta tras la reforma 

constitucional de 2014, que otorgó al Congreso de la Unión la facultad de expedir 

una ley general en la materia. Desde entonces, la doctrina y la jurisprudencia han 

debatido si ese mandato agotó el espacio normativo de los estados o si, por el 

contrario, subsiste un margen complementario que puede y debe ser aprovechado. 

La respuesta no es simple, porque depende de cómo se lean en conjunto los 

artículos 73 y 116 de la Constitución, y de qué modelo de federalismo penal se 

adopte como punto de partida. 

 

El artículo toma posición en ese debate. Sostiene que el artículo 116, fracción IV, 

inciso o) constitucional no quedó vaciado por la reforma de 2014, sino que conserva 

un espacio normativo para las entidades federativas, siempre que actúen dentro del 

 
73 Fiscal Especializado en delitos electorales del Estado de Nuevo León, licenciado en derecho por 

la Universidad Autónoma de Nuevo León, ex síndico del Ayuntamiento de Apodaca, especialista en 

materia legislativa. 
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mínimo establecido por la Ley General, protejan bienes jurídicos claramente 

identificables, no contradigan las competencias distribuidas a nivel nacional y 

respondan a necesidades concretas que el marco federal no ha atendido con la 

misma precisión. La defensa de ese margen no implica reivindicar una soberanía 

penal plena para los estados, sino reconocer que el federalismo auténtico requiere 

que los órdenes locales puedan complementar, con responsabilidad y rigor, la 

protección de los procesos democráticos que se desarrollan en su territorio. 

 

A partir de esa premisa, el artículo analiza la iniciativa de Ley de Delitos Electorales 

del Estado de Nuevo León, presentada como la primera propuesta de este tipo en 

el país. La iniciativa no busca reemplazar la Ley General ni establecer un sistema 

paralelo. Su lógica es de complementariedad al incorporar conductas que el marco 

federal no contempla con el mismo nivel de detalle, ampliando el catálogo de sujetos 

responsables para incluir actores que operan en etapas previas o paralelas al 

proceso formal, y actualizando la respuesta penal frente a fenómenos como el 

financiamiento simulado, la inducción digital del voto o la manipulación de los 

mecanismos de representación incluyente. 

 

El texto se estructura en dos grandes apartados. El primero aborda el problema de 

la competencia legislativa, con el objetivo de ofrecer un marco interpretativo que 

justifique la viabilidad constitucional de una ley estatal en esta materia y establezca 

las condiciones bajo las cuales esa legislación puede operar de manera legítima. El 

segundo analiza el contenido sustantivo de la iniciativa de Nuevo León, con atención 

especial a los nuevos tipos penales, a la definición de los sujetos responsables, a la 

temporalidad de la protección y al diseño de las sanciones. 

 

El propósito no es solo evaluar una propuesta legislativa concreta. Es también abrir 

una discusión más amplia sobre lo que el derecho penal electoral puede y debe 

hacer hoy en el nivel local, y sobre la responsabilidad que tienen las entidades 

federativas de fortalecer la democracia no solo desde sus instituciones, sino también 

desde sus normas. 
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¿Se puede legislar en materia penal electoral en las entidades federativas? 
 

La respuesta tiene que partir del diseño constitucional vigente. El artículo 73, 

fracción XXI, inciso a), faculta al Congreso de la Unión para expedir leyes generales 

que establezcan, “como mínimo”, los tipos penales y sus sanciones en distintas 

materias, entre ellas la electoral. Esa expresión importa, porque deja ver que el 

constituyente no buscó cerrar por completo la regulación en un solo nivel, sino 

establecer una base común para todo el país. Al mismo tiempo, el artículo 116, 

fracción IV, inciso o), señala que las constituciones y leyes de los estados, conforme 

a la propia Constitución y a las leyes generales en la materia, deben garantizar que 

se tipifiquen los delitos y se determinen las faltas en materia electoral, así como las 

sanciones aplicables. Si ese precepto se lee por separado, parece conservar un 

espacio normativo para los estados. Pero si se interpreta junto con el artículo 73, 

ese espacio ya no puede verse como una facultad amplia y original, sino como una 

atribución sujeta a límites y encuadrada por la legislación general.74 

 

Ahí está el centro del debate. Javier Martín Reyes explica que, antes de la reforma 

de 2014, las entidades federativas tenían un margen mucho más amplio para 

tipificar delitos electorales locales.75 Después de esa reforma, ese espacio se redujo 

de manera importante, porque el Congreso de la Unión asumió la tarea de expedir 

una ley general con alcance nacional en la materia. Sin embargo, reducir ese 

margen no significa que haya desaparecido por completo. 

 

Si se sostiene que la ley general ya ocupó por completo esta materia, entonces el 

artículo 116, fracción IV, inciso o), queda casi sin efecto. No solo se vacía de 

contenido una disposición que todavía da a las leyes estatales una función en 

materia de delitos y sanciones electorales, también se pierde de vista cómo operan 

 
74 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, arts. 73, fr. XXI, inc. a, y 116, fr. IV, inc. 
o; Martín Reyes, Javier, “Comentario al artículo 116, fracción IV, inciso o)”, en Cossío Díaz, José 
Ramón (coord.), Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos comentada, Ciudad de 
México, Tirant lo Blanch, 2017, p. 1944. 
75 Martín Reyes, Javier, “Comentario al artículo 116, fracción IV, inciso o)”, cit., p. 1945. 
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realmente las leyes generales dentro del sistema federal mexicano. Estas no suelen 

funcionar como reglas que excluyen por completo a los estados, sino como normas 

que reparten competencias y fijan bases mínimas.76 Bajo esa visión, puede hablarse 

de un margen de actuación limitado para los estados. Se trata de un espacio que 

debe mantenerse dentro del mínimo nacional y en armonía con lo que ya establece 

el marco general, pero que aún permite desarrollar reglas complementarias cuando 

exista una justificación real, una redacción clara y respeto a la estructura 

constitucional. 

 

Además, esa interpretación es la que mejor acomoda el texto constitucional con la 

realidad del federalismo mexicano. Las prácticas que afectan la libertad del voto, la 

equidad en la contienda y la imparcialidad institucional no se presentan igual en 

todas las entidades. Existen formas de operación política, mecanismos de presión 

y maneras de intervenir en los procesos electorales que pueden tomar rasgos 

propios en cada estado. Negar desde el inicio cualquier posibilidad de respuesta 

normativa local implica asumir que el catálogo nacional basta por sí solo para todas 

las realidades, en cualquier contexto y frente a todos los cambios que ha tenido el 

fenómeno electoral. Esa idea puede ponerse en duda, sobre todo en una materia 

tan cambiante como la penal electoral, donde las conductas ilícitas evolucionan 

rápido y adoptan nuevas formas de simulación, financiamiento, movilización, 

presión y manipulación. 

 

Por ejemplo, en Nuevo León pueden presentarse ciertas prácticas o dinámicas de 

operación política que, por su frecuencia, por la forma en que se llevan a cabo o por 

su impacto local, requieren una atención más puntual. En otros estados esas 

mismas conductas pueden no aparecer con la misma intensidad o incluso no 

representar un problema relevante. Justo ahí cobra sentido la discusión sobre una 

respuesta legislativa local, no para romper la uniformidad básica del sistema, sino 

para atender riesgos concretos que, por sus características, reclaman una 

protección más cercana a la realidad de cada entidad. 

 
76 Martín Reyes, Javier, “Comentario al artículo 116, fracción IV, inciso o)”, cit., p. 1945. 
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Claro está, defender una legislación local no significa abrir la puerta a castigar de 

más. La viabilidad constitucional de una ley estatal en esta materia depende de 

varias condiciones. La primera es que no contradiga la Ley General ni la distribución 

nacional de competencias. La segunda es que las conductas estén definidas de 

manera clara en la ley penal, de modo que no se usen fórmulas vagas que permitan 

castigar de manera arbitraria hechos dudosos o meramente irregulares. La tercera 

es una delimitación adecuada frente al derecho administrativo sancionador, porque 

no toda irregularidad electoral debe convertirse en delito. Para que una conducta 

llegue a ese nivel, debe estar prevista de manera clara en la ley penal y afectar de 

forma relevante un bien jurídico que justifique la intervención penal77. La cuarta es 

que exista una justificación real, es decir, que la regulación local responda a vacíos 

reales de protección y no solo a una intención de endurecer castigos. La quinta es 

que la norma se construya como un desarrollo complementario del sistema nacional 

y no como un intento de reemplazarlo. 

 

Por lo anterior, decidí presentar una iniciativa de ley estatal pionera en el país, 

impulsada por una visión de federalismo responsable y por la convicción de que la 

función pública electoral merece una protección más firme, más actual y más 

cercana a la realidad de Nuevo León. Esta propuesta parte de una idea clara, que 

la defensa de la democracia no puede quedarse inmóvil frente a prácticas que 

cambian, se adaptan y buscan nuevas formas de afectar la libertad del voto, la 

equidad en la contienda y la confianza de la ciudadanía en sus instituciones. Lo que 

se plantea no es romper con el sistema nacional, sino fortalecerlo desde lo local, 

con reglas que respondan a riesgos concretos, a vacíos que hoy existen y a 

necesidades que en la práctica ya no pueden seguir ignorándose. En ese sentido, 

la iniciativa representa un paso firme, serio y necesario para colocar a Nuevo León 

a la vanguardia en la protección de la función pública electoral y en la construcción 

de una democracia más cuidada, más sólida y más digna de la confianza ciudadana. 

 
77 Roxin, Claus, Derecho penal. Parte general. Tomo I. Fundamentos. La estructura de la teoría del 
delito, trad. de Diego-Manuel Luzón Peña, Miguel Díaz y García Conlledo y Javier de Vicente 
Remesal, Madrid, Civitas, 1997, p. 52; Muñoz Conde, Francisco, y García Arán, Mercedes, 
Derecho penal. Parte general, 8a. ed., Valencia, Tirant lo Blanch, 2010, p. 72. 
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La iniciativa de ley de delitos electorales en Nuevo León. 
 

La iniciativa presentada en Nuevo León es valiosa, sobre todo, porque parte de una 

lógica de complementariedad. No se plantea como un reemplazo de la Ley General 

ni como un intento de dejarla de lado, sino como una regulación adicional a los tipos 

que ya existen a nivel nacional, dirigida a proteger el adecuado desarrollo de la 

función pública electoral y la democracia electoral en las elecciones locales, así 

como en la consulta popular y la revocación de mandato. El proyecto no parte de 

una idea de soberanía penal plena, sino de la premisa de que el espacio local, si 

existe, debe aprovecharse para ampliar la protección frente a conductas y contextos 

que la legislación general no contempla con el mismo detalle o con la misma fuerza. 

 

Su principal virtud está en que actualiza lo que se busca proteger. La propuesta 

entiende que hoy la afectación penal electoral no se reduce al fraude clásico del día 

de la jornada. La manipulación de la voluntad política también pasa por mecanismos 

financieros opacos, por presiones en etapas previas del proceso, por interferencias 

digitales, por simulación documental, por el uso indebido de acciones afirmativas y 

por nuevas formas de condicionamiento político vinculadas con programas públicos, 

estructuras partidistas o instrumentos de participación ciudadana. En ese sentido, 

la iniciativa no solo agrega delitos, también busca mover el enfoque del derecho 

penal electoral hacia un contexto en el que la contienda puede verse afectada en 

todas las etapas del proceso electoral. 

 

Nuevos tipos penales 
 
En materia de nuevos tipos penales, el proyecto lleva al terreno penal fenómenos 

que ya forman parte de la experiencia electoral reciente. Es especialmente relevante 

la tipificación del uso de facturas o comprobantes que alteren el costo real de bienes 

o servicios o amparen actos jurídicos simulados, así como el empleo de facturas de 

contribuyentes incluidos en la lista del artículo 69-B del Código Fiscal de la 
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Federación78. Aquí la iniciativa toca uno de los puntos más sensibles de la política 

actual, que es la afectación de la competencia democrática mediante simulación 

financiera y triangulación de recursos. El derecho penal electoral mexicano se ha 

concentrado durante años en la compra de voto o en el uso indebido de programas 

sociales, pero el proyecto de Nuevo León advierte que la opacidad en el 

financiamiento y la manipulación documental también distorsionan la equidad y 

debilitan la confianza en la autenticidad del proceso. 

 

Igualmente relevante es la incorporación de conductas vinculadas con las llamadas 

guías de votación o instrumentos de validez del voto, es decir, mecanismos 

destinados a orientar, coaccionar o incluso verificar el sentido del voto mediante 

boletas predefinidas, “acordeones”, códigos QR u otras formas de control político. 

La propuesta identifica un problema muy actual, que es la creciente sofisticación de 

los mecanismos de inducción electoral. Ya no se trata solo de pedir el voto, sino de 

crear medios para dirigirlo, controlarlo y hasta comprobarlo después. En esa misma 

línea se ubica la sanción a quien solicite u ordene evidencia del sentido del voto, lo 

que se relaciona directamente con la protección del secreto del sufragio y con la 

necesidad de evitar que la persona votante se convierta en una pieza controlable 

dentro de redes clientelares. 

 

Otro frente novedoso tiene que ver con la manipulación de la representación política 

mediante la simulación de pertenencia a grupos prioritarios y el uso de documentos 

falsos para acreditarla. Ese punto merece especial atención porque muestra un 

cambio importante en lo que se busca proteger. La iniciativa no solo protege la 

libertad del voto y la equidad en la contienda, también busca cuidar la autenticidad 

de las reglas de inclusión democrática. Cuando una candidatura se obtiene 

fingiendo pertenecer a un grupo históricamente subrepresentado, el daño no se 

reduce a un incumplimiento formal en el registro. En realidad, se afecta el sentido 

de las acciones afirmativas y se debilita la confianza en los mecanismos de 

 
78 Código Fiscal de la Federación, art. 69-B, texto vigente, última reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 14 de noviembre de 2025. 
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representación incluyente. Sancionar esa simulación, si se hace con cuidado y con 

una redacción clara, responde a una necesidad real del derecho electoral actual. 

 

La propuesta también toma en cuenta nuevas formas de interferencia en el proceso. 

La destrucción de propaganda electoral, la obstrucción de diligencias de 

investigación, la injerencia extranjera en actos de campaña o en la recolección de 

firmas, el reclutamiento forzado para actividades proselitistas y el transporte de 

votantes con la intención de influir en el sentido del sufragio son ejemplos de una 

visión más amplia de los delitos electorales. No todas estas conductas presentan 

las mismas dificultades jurídicas, pero en conjunto permiten ver algo importante, 

que la integridad democrática también puede verse afectada por acciones 

operativas y logísticas que, aunque a veces se normalizan en la práctica política, 

alteran de manera importante la libertad de decisión y la limpieza del proceso. 

 

También debe tomarse en cuenta la propuesta de incluir el uso de redes sociales 

para calumniar o denigrar con fines electorales. Es un tema delicado y debe tratarse 

con cuidado. La preocupación de fondo es válida, porque el entorno digital se ha 

convertido en un espacio donde circulan desinformación, estigmatización y ataques 

coordinados. Sin embargo, por su relación con la libertad de expresión y con el 

derecho sancionador electoral no penal, éste es uno de los puntos que exige una 

redacción especialmente cuidadosa. Si el tipo penal no distingue con claridad entre 

una crítica política fuerte, una expresión protegida y una comunicación 

deliberadamente falsa o gravemente dañina, puede generar objeciones 

importantes. Aun así, que la propuesta busque atender la dimensión digital de la 

contienda muestra su intención de actualizarse y de no seguir viendo el delito 

electoral solo desde formas tradicionales de intervención. 

 

Nuevos Sujetos, temporalidad y sanciones 
 

La línea argumentativa se fortalece cuando se revisa con cuidado el tema de los 

sujetos. Más que repetir figuras que ya aparecen en la Ley General, la propuesta de 
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Nuevo León pone el foco en actores que ahí no están reconocidos con la misma 

claridad como posibles responsables. Entre ellos destacan los aspirantes, los 

observadores electorales y las personas integrantes de organizaciones ciudadanas 

que buscan constituirse como partidos políticos locales. Esa precisión importa, 

porque muchas de las conductas que pueden alterar la competencia política surgen 

antes de la candidatura formal o desde espacios que sí influyen en el proceso, 

aunque no siempre habían quedado ubicados de manera expresa dentro del 

esquema tradicional del delito electoral. 

 

La temporalidad del proyecto también merece destacarse. Los delitos electorales 

no se presentan en un solo momento del proceso, sino que pueden aparecer antes, 

durante, después e incluso, en ciertos casos, en cualquier momento cuando la 

conducta tenga relación con la materia electoral. Desde esa idea, la propuesta pone 

atención en distintas etapas y reconoce que la afectación a la voluntad democrática 

puede darse en más de un momento. Por eso, la iniciativa establece tiempos 

específicos para la revocación de mandato, asegurando que también en ese 

proceso haya protección en etapas claras, desde el inicio hasta el día de la jornada. 

Así, se refuerza la protección de la voluntad ciudadana no solo en la elección 

tradicional, sino también en este mecanismo de participación. 

 

En cuanto a las sanciones, lo relevante no es que todo sea completamente nuevo, 

sino que hay casos donde se refuerza la respuesta penal. Un ejemplo es el aumento 

de la pena cuando se obtenga el respaldo ciudadano de forma indebida, y se 

incrementa aún más si se involucran personas menores de edad. De este modo, la 

propuesta no solo añade conductas, sino que responde con mayor firmeza en 

escenarios delicados para la libertad del electorado. Así, también se asegura 

protección en procesos como la revocación de mandato, que ahora se contemplan 

con claridad. 

 

La iniciativa de Nuevo León ofrece una visión seria de lo que puede representar una 

legislación penal electoral local pensada como complemento. Toma en cuenta el 



156 
 

financiamiento opaco, la presión en la obtención de apoyos, la afectación al secreto 

del voto, la falsedad documental, la protección de grupos prioritarios, la intervención 

de actores no tradicionales, el traslado de la contienda al entorno digital y la 

necesidad de incluir mecanismos como la revocación de mandato. En conjunto, no 

se limita a repetir el esquema clásico del derecho penal electoral, sino que busca 

responder a la forma en que hoy se afectan los procesos democráticos en el ámbito 

local. 

 

Conclusión 
 
La iniciativa de Ley de Delitos Electorales del Estado de Nuevo León representa un 

ejercicio serio de federalismo en materia penal electoral. Su viabilidad constitucional 

no depende de ignorar el marco nacional, sino de complementarlo con rigor al actuar 

dentro del espacio que deja el artículo 116, fracción IV, inciso o) de la Constitución, 

sin contradecir la Ley General ni desbordar las competencias que la reforma de 

2014 concentró en el Congreso de la Unión. 

 

El análisis de su contenido muestra que la propuesta responde a necesidades 

reales. Las conductas que tipifica, los sujetos que incorpora, la temporalidad que 

reconoce y las sanciones que refuerza no son adiciones caprichosas ni repeticiones 

del esquema federal. Son respuestas a fenómenos concretos observados desde la 

experiencia y la práctica de una fiscalía electoral local. 

 

Queda pendiente la prueba definitiva consistente en el escrutinio legislativo, judicial 

y académico que todo ordenamiento de esta naturaleza debe superar. Pero como 

punto de partida, la iniciativa coloca a Nuevo León en la vanguardia de una 

discusión que el resto del país tarde o temprano también tendrá que dar. 
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Delitos electorales 

Carlos Manuel Rodríguez Morales79 

 

Introducción 

En nuestro país los procesos electorales, tanto en el ámbito de las elecciones 

locales como en Las federales no han estado exentos de la presencia de acciones 

tendientes a alterar la voluntad popular mediante muy diversas prácticas, de estas 

acciones se tiene conocimiento que ya se presentaban y se buscaba alterar la 

voluntad popular. 

Los delitos electorales en nuestro país ya se presentaban en el siglo XIX aún antes 

de nuestra vida independiente como país, por ello conviene hacer un repaso de las 

normas existentes en el siglo XIX, siglo XX y siglo XXI para conocer la evolución de 

este tipo de conductas, como se tipificaban como delitos en los procesos de elección 

y como se sancionaban. 

Resulta interesante hacer una revisión un tanto general sobre las medidas legales 

previstas en las distintas legislaciones que tuvieron efectos legales en nuestro país 

desde la Constitución de Cadiz antes y después de la vida independiente, mediante 

las cuales se pretendía sancionar aquellas conductas que afectaban, entonces la 

legitimidad de los procesos comiciales. 

ANTECEDENTES HISTÓRICOS DE LOS DELITOS ELECTORALES 

Constitución de Cádiz de 1812,  

En esta primera Constitución que rigió en nuestro país  antes de su vida 

independiente, en ella se regulaba el procedimiento para el nombramiento  de 

diputados de las Cortes, y en este cuerpo normativo, se daba cuenta de la 

 
79 Carlos Manuel Rodríguez Morales, Fiscal Especializado en Materia Electoral en Jalisco 
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intervención de los distintos órganos electorales que participaban: en la designación 

de los diputados, a saber:  las Juntas de parroquiales; Juntas electorales de partido; 

las juntas electorales de provincia, en el procedimiento para  su nombramiento ya 

se hacía referencia a la hipótesis legal de la posible presencia de conductas 

irregulares  que alteraban la autenticidad del voto. 

En la Constitución de Cádiz, en sus artículos 46,47; 48 y  49 regulaba la integración 

de las autoridades electorales que durante su vigencia operaban, hablamos de las  

Juntas Electorales con sus diversos niveles: juntas electorales de parroquia; juntas 

de electorales de partido y Juntas Electorales de provincia. 

Las juntas electorales  de parroquia eran presididas por el jefe político o alcalde de 

la ciudad, villa o aldea y se formaban por los electores parroquiales que se 

nombraban de manera proporcional al número de vecinos por ello se designaban 

uno o más electores de parroquia; en las juntas parroquiales era indispensable la 

participación del cura párroco.  

El procedimiento de elección consistía en la reunión de sus integrantes en las casas 

consistoriales, quienes luego pasaban  a la parroquia, encabezados los ciudadanos  

por su presidente y participaban de la celebración de una misa solemne de espíritu 

Santo en la que el cura además participaba con un discurso. Concluida la misa los 

integrantes de la junta parroquial regresaban a la casa consistorial dando principio 

a la junta, nombrando dos escrutadores y un secretario de entre los ciudadanos 

presentes, todo a puerta abierta.  Iniciada la función electoral de la junta el 

presidente preguntaba si era el caso de algún ciudadano que tuviese alguna queja 

relativa a  cohecho o soborno para que la elección recayese en determinada 

persona,  si era el caso de la presencia de un quejoso el causante de este delito era 

sancionado con la privación de la voz activa y  pasiva. Los calumniadores sufrían la 

misma pena.  

En la instancia de las juntas electorales de parroquia, se elegían a los 

compromisarios y éstos se retiraban a un lugar separado y  conferenciando entre 

sí, nombraban al elector o electores de aquella parroquia, hecho esto se disolvía la 
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junta  y los ciudadanos que la integraron se trasladaban a la parroquia donde 

cerraban su actuación participando en un Te Deum. 

Constitución Para la Libertad de la América Mexicana del 22 de octubre de 
1824, 

Esta Constitución toma de la Constitución de Cádiz la figura de las juntas electorales 

como órganos  con autoridad electoral igualmente preveía  juntas electorales de 

parroquia, juntas electorales de partido y juntas electorales de provincia, lo hacía 

reiterando el procedimiento de elección inspirado en esa Constitución de Cádiz, es 

decir, en su procedimiento procuraba también salvaguardar la legitimidad de la 

elección de compromisarios, sancionando los delitos de cohecho o  soborno, 

sancionando los delitos  que atentaban con la soberanía del pueblo. Arturo Zamora 

Jiménez. Delitos Electorales, Editorial Reichtijkal. 2015. 

Bases para las Elecciones  del Nuevo Congreso del 17 de junio de 1823 

Después de la abdicación al trono de Agustín de Iturbide I como emperador de 

México ocurrida el 19 de marzo de 1823, como resultado del Plan de Casa Mata  

liderado por  Antonio López de Santana y la rebelión apoyada por Vicente Guerrero, 

el 17 de junio de 1823 se expidió por el Congreso, las Bases para las  Elecciones 

del Nuevo Congreso y en esta normatividad se previó la instalación de juntas, 

primarias, secundarias y de provincia, en las juntas primarias se designaban 

electores primarios y en el procedimiento igualmente se sancionaba el cohecho y o 

soborno para que resultase electa determinada persona. 

Ley sobre Elecciones de Diputados  para el Congreso General, y de los 
Individuos que compongan las Juntas Departamentales. Del 30 de noviembre 
de 1836 

 En esta legislación que fue aprobada con el propósito de  regular el procedimiento 

mediante el cual se nombrarían a los diputados  al congreso general, se prevén en 

el apartado de prevenciones generales sanciones económicas a los individuos que 

se negaren a servir los cargos de comisionado, de presidente  o de secretarios   de 
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las juntas electorales, según serán sancionados a juicio del juez de primera 

instancia  del lugar, con multa de seis a cien pesos. Se establecieron en esa 

normatividad sanciones de arresto a quienes presentaren boletas falsificada, o a 

quienes se  presentaran a votar en otra manzana o sección que no fuera  la de su 

vecindad, o por haber alterado la regulación justa de los votos serán arrestados y 

puestos a disposición del juez competente para  que se les justifique y castigue 

como falsarios. 

Esta legislación prohibía a las personas presentarse armados quien lo hacían eran 

puesto a disposición de juez competente, y le era impuesta una multa  y si no tenían 

para pagarla se le imponía un arresto  de ocho días a un mes, además de la pena 

que mereciesen  conforme a las disposiciones sobre armas. Para el caso del 

cohecho o soborno para que se vote en favor de determinada persona procedía 

para el  autor del hecho que fuese privado de voz pasiva y activa dándose cuenta 

del hecho a un juez de primera instancia que impondría una multa  de seis a 100 

pesos, si no tenía dinero el inculpado para pagar la multa, sufría prisión  de uno a 

tres meses.  Por otra parte establecía este cuerpo normativo  

Ley Orgánica Electoral del 12 de febrero de 1857 

La ley Orgánica Electoral que nace de la Constitución Federal de 1857 contemplaba 

causas de nulidad de las elecciones, el autor antes citado Arturo Zamora Jiménez 

refiere algunas de las causas de nulidad de las elecciones entre las consignadas en 

ese cuerpo normativo sobresaliendo las siguientes: que en el nombramiento   haya 

intervenido  violencia de las fuerzas armadas por haber mediado cohecho o soborno 

en la elección; por error o fraude en la computación de los votos. 

Ley Electoral de 1901 

En esta ley electoral se consignaban algunas conductas irregulares que no eran 

asumidas propiamente como delitos, porque no traían aparejada una sanción penal, 

pero podían producir efectos jurídicos, como es el caso de algunas causales de 

nulidad de la elección que a continuación menciono: violencia ejercida por la fuerza 

pública o por autoridades sobre la casilla o colegios electorales; haber mediado 



162 
 

cohecho o soborno de cualquiera parte o amenazas graves de autoridades: el error 

o fraude en la computación de voto, en las juntas electorales se prohibía a los 

ciudadanos presentarse armados. 

Ley Electoral del 19 de diciembre de 1911 

En la época del Presidente  Francisco I Madero, nos dice el autor Arturo Zamora 

Jiménez, era vigente la Ley Electoral del 19 de diciembre de 1911 que se regía  por 

la Constitución Política de 1957. 

En la Ley Electoral del 19 de diciembre de 1911, se reiteraban las causas de nulidad 

de la elección antes previstas por la Ley Electoral de 1901; sin embargo, sí señalaba 

sanciones privativas de libertad para quienes cometían algunas conductas, señalo 

algunos ejemplos: el hecho de ejercer violencia sobre los colegios municipales y 

que no se hubiere permitido  a los representantes de los partidos políticos  ejercer 

su encargo en  los colegios municipales. 

Ley Electoral Para la Formación del Congreso Constituyente del 30 de 
Septiembre de 1916 

Esta ley electoral expedida por Venustiano Carranza Primer Jefe del Ejército 

Constitucionalista, Encargado del Poder Ejecutivo de la República, preveía algunas 

sanciones penales para personas que cometiesen algunas conductas, como las 

siguientes: Para el empadronador que sin causa justificada no desempeñara su 

encargo o fuere negligente, era castigado con un mes de reclusión o multado de 

veinte a doscientos pesos; se prohibía que hubiese tropa armada en las calles 

adyacentes a la cuadra en que estuviese instalada la casilla, se sancionaba a las 

personas que estuviesen aconsejando a los votantes sobre el sentido en que debían 

sufragar, la infracción a esta disposición se sancionaba  con reclusión de un mes  a 

once meses y multa de doscientos a mil pesos; los individuos de tropa debían 

presentarse a la casilla individualmente y sin armas ;ninguna persona en la casilla 

podía hacer indicaciones a los votantes  sobre el sentido en que debían votar,  esta 

conducta ameritaba la aplicación de un mes de reclusión y multa de doscientos a 

mil pesos; la violación de la cubierta que contenga el expediente electoral o su 
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ocultación o destrucción se castigaba  con la pena de seis meses a dos años de 

reclusión. 

Ley Electoral del 6 de febrero de 1917 

Esta normatividad electoral fue expedida por Venustiano Carranza en su calidad de 

Primer Jefe del Ejército Constitucionalista y Encargado del Poder Ejecutivo de la 

República, en ella prácticamente se reiteran como sancionables algunas de las 

conductas  consideradas, diríamos como delitos y que ameritaban sanción privativa 

de la libertad, tales como: presencia de tropa armada en las calles adyacentes a la 

cuadra en que estuviese instalada la casilla;  se sancionaba a las personas que 

estuviesen aconsejando a los votantes sobre el sentido en que debían sufragar, la 

infracción a esta disposición se sancionaba  con reclusión de un mes  a once meses 

y multa de doscientos a mil pesos; los individuos de tropa debían presentarse a la 

casilla individualmente y sin armas quien estuviese en las calles adyacentes a la 

casilla y que aconsejaran a los votantes  el sentido en que debían sufragar se 

castigaba con uno a once meses de prisión y multa de doscientos a mil pesos: 

;ninguna persona en la casilla podía hacer indicaciones a los votantes  sobre el 

sentido en que debían votar,  esta conducta ameritaba la aplicación de un mes de 

reclusión y multa de doscientos a mil pesos; la violación de la cubierta que contenía 

el expediente electoral o su ocultación o destrucción se castigaba  con la pena de 

seis meses a dos años de reclusión. 

 

Ley para la Elección de poderes Federales del  2 de julio de 1918 

Esta ley  electoral fue expedida por Venustiano Carranza en su calidad de 

Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos cuando entró en vigor 

la Constitución política de 1917 y nos dice Arturo Zamora Jiménez que en esta 

normatividad destacan disposiciones de naturaleza penal que sancionaban 

acciones tales como: la suplantación de votantes, se castigaba  a quien votase  dos 

veces sea en la misma casilla o en otra distinta; se sancionaba a quien se 

presentase armado a la casilla; de igual manera para quienes cometiesen el hecho 
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de borrar o agregar nombres del listado de electores de forma injustificada; también 

se sancionaba, la alteración de las listas electorales, incluyendo la omisión 

injustificada de esos listados; había la hipótesis legal de castigar a quienes en su 

condición de hacendados, industriales  o comerciantes obligaran a votar a sus 

subordinados  en determinado sentido. 

Esta legislación electoral sufrió modificaciones en las siguientes fechas: el 24 de 

diciembre de 1921; 24 de noviembre de 1931; el 19 de enero de 1942; 4 de enero 

de 1943:  

Ley Electoral Federal del 7 de enero de 1946. 

En esta legislación se crea la Comisión Federal de Vigilancia Electoral y sería 

presidida por el Secretario de Gobernación y en ella participaba otro miembro del 

gabinete; acompañados de miembros del Poder legislativo: un diputado y un 

senador, además de  dos comisionados representantes de Partidos Nacionales. 

Esta ley disponía la instalación   de comisiones locales en las entidades y comités 

electorales distritales en los distritos del país. 

Esta legislación contenía un capítulo en el que se establecían sanciones a personas 

por la comisión de diversas conductas que implicaban violaciones a la ley, se 

mencionan algunas de las conductas reprochables legalmente: realizar propaganda 

política, en la casillas o cualquier lugar que diste menos de doscientos metros del 

sitio de la casilla electoral; a quien se  presentara armado a la casilla; a las personas 

que obtuviesen ilícitamente su incorporación al listado electoral; a quienes 

falsificaran credenciales para votar; a quien en una elección comprara o vendiera 

votos o presentase una boleta falsa: a los sujetos que impedían la instalación de 

una casilla; al quien extraviara un paquete electoral;  a  las personas que usurparan 

la presidencia de una casilla. La Ley Electoral de 1946 consideraba a los tribunales 

federales, como competentes para conocer y sancionar infracciones. En esa 

legislación se establecía la obligación a los juzgados de distrito y oficinas del 

Ministerio Público a mantenerse abiertas durante todo el día. Esta legislación se 

modificó el 21 de febrero de 1949. 
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Ley Electoral Federal del 4 de diciembre de 1951 

Esta legislación contenía un capítulo compuesto por nueve artículos y que 

denominó: Sanciones. En esta parte consignó un listado de conductas que se 

consideraba susceptibles de ser sancionadas y describía en consecuencia  los 

distintos tipos de delitos electorales  y las penas aplicables. A través de estas 

normas se procuraba proteger algunos bienes jurídicos, tales como: la integridad 

del padrón electoral y los listados nominales; la libertad del voto; la equidad entre 

otros. 

Se  sancionaba a los notarios que de manera injustificada se negaran a dar fe de 

hechos; también se sancionaba a quienes se presentaban en la casilla portando 

armas; a quienes afectaban la libertad y secrecía del voto; contenía normas que 

procuraban cuidar la debida instalación y funcionamiento de las mesas de casilla 

como lo disponía la ley; disponía sanciones a los servidores públicos y militares que 

abusando de sus funciones  presionaran a los subordinados  para votar en 

determinado sentido; preveía sanciones para funcionarios de casilla que actuaran 

favoreciendo intereses políticos; a quienes pretendiesen alterar los resultados 

electorales; había sanciones para los ministros de culto que promoviesen el voto a 

través de alocuciones o discursos pronunciados en los lugares dedicados al culto o 

en reuniones de carácter religioso; además a los extranjeros que se inmiscuían en 

los asuntos políticos electorales se les sancionaba con las sanciones privativas de 

libertad y expulsión del país. Esta legislación electoral sufrió reformas en las 

siguientes fechas: el 7 de enero de 1957; el 28 de diciembre de 1963 y el  el 29 de 

enero de 1970. 

Ley Federal Electoral del 5 de enero de 1973  

En esta nueva legislación, en el  capítulo compuesto por 16 artículos denominado 

De las Sanciones en esta parte de la ley  se establecieron las penas a que estarían 



166 
 

sujetos quienes cometieren conductas que afectaran al Registro Nacional de 

Electores; a las personas que afectaran el buen funcionamiento de las mesas 

directivas de casilla; a quienes violentaran el principio de un voto una persona; a 

funcionarios público, empleados y militares en activo, que en abuso de sus 

facultades, intentaran  obtener sufragios  de electores en favor de una candidatura 

determinada o inducir a personas bajo su dependencia a la abstención; había 

sanciones previstas para quienes pretendieran alterar los resultados electorales;  en 

este capítulo de sanciones se buscó proteger el funcionamiento normal y con apego 

a la ley de las mesas directivas de casilla; se dispusieron sanciones para los 

ministros de culto que intentaran obtener los votos de los electores en favor de algún 

candidato o partido a través de alocuciones en lugares destinados al culto o 

mediante promesa o amenaza de carácter espiritual. Resalta como sanción la 

impuesta por la Comisión Federal Electoral a los partidos políticos  suspendiendo 

su acceso a la radio y televisión en el caso de violación a las disposiciones de la ley 

electoral. 

Ley Federal de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales del 28 de 
diciembre de 1977 

José Woldenberg, Ricardo Becerra y Pedro Salazar en su libro titulado al Mecánica 

del Cambio Político nos dicen que en 1977 prácticamente inicia un momento 

fundador de la transición mexicana hacia la democracia, enfatizan que en ese año 

hubo un salto  hacia la formación del moderno sistema de partidos políticos; por 

primera vez las leyes y las instituciones del país se disponían a aceptar, recibir, 

conformar y fomentar una nueva realidad, explícitamente pluripartidista. Se 

proyectaba  una nueva constitución material de la política: unos partidos se verían 

obligados a cambiar, otros nacerían a la vida legal y otros más se reforzarían y 

adquirirían una presencia como nunca en su historia; todos entrarían  a una 

compleja etapa histórica de negociación, lucha, dialogo cambio legal y reforma de 

las reglas del juego. Hubo en esta etapa un cambio central, que dio cabida  por 

primera vez en la historia  del país la fórmula de diputados plurinominales, con ello 

se pusieron en movimiento nuevas fuerzas. México  asumía un instrumento de los 
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sistemas  políticos y las democracias contemporáneas. José Woldenberg, Ricardo 

Becerra y Pedro Salazar. La Mecánica del Cambio Político. Editorial Cal y Arena. 

2000. 

En este contexto histórico y por la naturaleza de apertura democrática  de las 

normas que se plasmaron en esta legislación se le puede considerar como se dijo, 

como un conjunto de normas que tuvo la virtud de impulsar cambios muy 

importantes en la vida política de nuestro país, no son pocos los estudiosos del tema 

que la consideran como un  punto de partida de nuestra transición a la democracia. 

En esta legislación los delitos y faltas electorales se normaron en un capítulo 

compuesto por diez artículos en los que se establecieron sanciones  a distintas 

conductas que eran consideradas como delitos electorales que se castigaban con 

pena de prisión o multa, en ese sentido el juez podía sancionar a quienes se 

negaran a desempeñar funciones electorales; igualmente se penalizaba a las 

personas  que se presentaran armados  a la casilla; también a quienes votara por 

más de una vez; a quien ejerciera actos de lucro con el voto; robo de boletas o uso 

de boletas falsa; se aplicaban penas  a funcionarios del Registro Nacional de 

Electores que entre otras acciones u omisiones, no proporcionaran  oportunamente 

boletas electorales y documentación electoral a los presidentes de mesas directivas 

de casilla; se sancionaba a funcionario de esa oficina electoral que se negaran a 

reconocer la personalidad de los representantes de los partidos políticos, de los 

candidatos, o que impidieran desempeñar sus atribuciones; a los funcionarios,  

empleados públicos y militares en servicio activo  que abusando de su encargo 

obligaran o indujeran a los electores  el voto a favor o en contra  de un candidato 

También a quienes privaran  de la libertad a los candidatos, o al que Indebidamente 

impidiera la reunión de asambleas  o manifestación pública o cualquier otro acto 

legal de propaganda política. 

La Ley federal de Organizaciones y Procesos Electorales se modificó, 

adicionándose y derogándose algunos artículos el 29 de diciembre de 1981. 

Código Federal Electoral del 18 de diciembre de 1987 
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Esta legislación en un capitulo denominado De Sanciones compuesto por once 

artículos, estableció  sanciones para funcionarios del Registro Nacional de 

Electores; ciudadanos en general; servidores públicos federales; funcionarios de 

mesas directivas de casilla: Notarios públicos; ministro de culto; extranjeros, a 

continuación se describen algunos  ejemplos  de conductas sancionables: no admitir 

solicitudes de inscripción al padrón electoral; no proporcione oportunamente la 

documentación electoral a los funcionarios de casilla; negar el reconocimiento de la 

personalidad de los representantes de partido; la retención del paquete electoral; 

eran sujetos de sanciones los funcionarios o empleados públicos que abusando de 

sus funciones indujeren el voto en favor de o en contra de candidatos. Igualmente 

se imponían sanciones a los ministros de culto y extranjeros.  

Reforma Constitucional del 6 de abril de 1990. Reforma política. 

El 6 de abril de 1990 se publicó un decreto que reformaba y adicionaba diversos 

preceptos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: Artículos 

5º; 35 fracción III, 36 fracción  I; 41; 54; 60 y 73 fracción VI, base tercera, de la 

Constitución Política de los Estados  Unidos Mexicanos estas reformas 

constituyeron  la base  para un nuevo régimen electoral aplicable a las elecciones 

de los Poderes Legislativo y Ejecutivo de la Unión. Estas modificaciones a la 

Constitución y la creación de la ley secundaria, dieron lugar a un nuevo sistema 

electoral, que dejaba atrás instituciones y procedimientos que por su ineficiencia 

había tocado fondo en materia de certidumbre de nuestros procesos electorales, 

así,  el 15 de agosto de 1990 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 

decreto por el que se expedía el Código Federal de Instituciones y Procesos 

Electorales un organismo público dotado de personalidad jurídica y patrimonios 

propios, acompañado de una nueva institución judicial: el Tribunal Electoral Federal 

que constituyeron una base muy importante en el cual se sostuvo el impulso a 

nuestra transición democrática que duró 28 años.  Memoria Histórica de la 

Transición Democrática en México1977- 2007.  Página 604. 

Adición al Código Penal Federal del Título Vigésimo Cuarto. 
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El 12 de julio de 1990 se adiciona el título Vigésimo Cuarto  al Código Penal para el 

Distrito federal y  en materia de fuero común y para toda la República en materia de 

fuero federal, con este último ordenamiento penal se estableció un catálogo inicial 

de delitos electorales. 

Este Título Vigesimocuarto se denominó: Delitos Electorales y en Materia de  

Registro Nacional de Electores y en nueve artículos definió quienes eran los sujetos 

susceptible de cometer delios electorales entre ellos los funcionarios electorales, los 

funcionarios partidistas, definía la naturaleza de la naturaleza de los documentos 

públicos electorales que podrían ser materia de los delitos electorales y describió 

las conductas perseguibles, se mencionan a continuación alguna de ellas: votar más 

de una vez; proselitismo en las casillas, interferir en el desarrollo de la elección; mal 

uso y destrucción de documentos del Registro Nacional de Electores; alteración de 

resultados electorales; sustracción de boletas electorales, presionar o coaccionar a 

los votantes; inducir al voto  en la fila de electores o en la casilla; sustracción, 

destrucción alteración o mal uso de documentos oficiales; impedir con violencia la 

instalación de casillas; obligar a los subordinados a ejercer el voto  en favor de un 

partido o candidato; condicionar a la emisión del voto los servicios públicos; destinar 

bienes o fondos públicos al apoyo de un partido o candidato proporcionar 

documentos o información falsa al Registro Nacional de Electores. En realidad se 

trató de un  listado muy básico de conductas  reprochables penalmente por alterar 

los principios del voto y la afectación al desarrollo de los procesos electorales. 

Es importante mantener en la memoria que particularmente antes de la reforma 

electoral de 1990, en nuestras elecciones se daban frecuentemente acciones que 

alteraban la certidumbre en los resultados electorales y se violentaba la voluntad 

popular, por ello  conviene hacer una descripción de las acciones que violentaban 

la ley y que formaban parte de la picaresca electoral, se mencionan a continuación 

algunas de los hechos que luego se llevaban a cabo: alteración del padrón electoral 

y consecuentemente del listado nominal de electores  dando de alta o  cortando 

nombres de manera ilegítima; cambios de electores a conveniencia de algún partido 

político en los límites con entidades que desarrollaban en su momento  procesos 
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electorales, acción luego denominada turismo electoral; acarreo de votantes; 

compra del voto; modificación de actas alterando resultados electorales; tacos de 

boletas urnas embarazadas; votantes en carrusel; acciones para impedir el 

funcionamiento de las mesas de casilla; sustracción y destrucción de boletas 

electorales,  inducción sobre los votantes; violentar a los funcionarios de casilla y un 

largo etcétera.  

Reformas al Código Penal Federal en Materia de Delitos Electorales, marzo de 
1994. 

Se presentó una iniciativa de reformas al Código Penal Federal en que se contempló 

la tipificación de diecisiete conductas  en otras tantas fracciones de nueva creación 

o que se agregan a las ya existentes, que protegen la libertad y el secreto del voto, 

el derecho a la participación política, la integridad  de la documentación electoral y 

la utilización ilícita de los recursos públicos en favor  de partidos políticos y 

candidatos. 

En los casos en que los servidores públicos fuesen  sujetos activos de los delitos se  

contempló como sanción adicional  la inhabilitación y la destitución del cargo. 

Se agregaron los artículos 411,412 y 413 que contemplan la protección de los 

siguientes bienes jurídicos: 

La seguridad y el uso legal de los recursos públicos, sancionándose a quien 

dolosamente se beneficie de recursos públicos;  

Se protegía la libertad del votante y disponía sanción penal para los servidores 

públicos que obligaran a sus subordinados a votar en determinado sentido; a los 

servidores públicos que condicionen la prestación de servicios públicos 

cumplimiento de programas, realización de obras públicas, a la emisión del sufragio 

en favor de un partido político o candidato;  

Se protegía el uso lícito de fondos, bienes o servicios o que tenga a su disposición 

un servidor público, sancionándose a los funcionarios o servidores públicos que 

destinase los mencionados bienes en apoyo de un partido político o candidato. 
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Certeza de los actos  del Registro Federal de Electores por ello se  sancionaba a 

quien participara de la alteración del Registro Nacional de Electores, el Padrón 

Electoral y Lista Nominal de Electores 

Se protegía el desarrollo normal de las elecciones, el escrutinio y cómputo. Y se 

sancionaba a quienes impidieran la instalación de la casilla; además quienes 

expulsaran a los representantes de los partidos políticos acreditados ante la casilla 

electoral.   

Libertad del votante al emitir el sufragio, sancionándose la realización de 

proselitismo en la casilla; sancionaba la compra y venta de votos; recoger 

ilícitamente credenciales para votar; traslado de votantes; obtener declaración 

firmada del sentido del voto; esta normatividad buscaba proteger la integridad de 

boletas y documentos electorales; sancionaba también a  quienes sustraían o 

destruían  boletas o documentos electorales. Memoria Histórica de la Transición 

Democrática en México. 1997-2007. Tomo II. Capítulo VIII. La Procuración de 

Justicia Penal Electoral Durante la Transición Democrática.  Miguel Ángel Porrúa. 

UNAM.   

Reformas al Código Penal para el Distrito Federal en Materia del Fuero Común 
y para toda la República en Materia Federal del 7 de noviembre de 1996. 

Derivado de la iniciativa presentada se reformaron diversas disposiciones de este 

Código Penal, las modificaciones a este ordenamiento penal  fueron el resultado de 

las distintas consultas realizadas con los partidos políticos, se aprobó por consenso 

entre las fuerzas políticas representadas en el ámbito legislativo. El objetivo que 

animó a estas reformas fue consolidar la confianza permanente de los ciudadanos 

y partidos en el desarrollo y resultado de los procesos electorales. Iniciativa de 

Reformas al Código Penal Federal en Materia de Delitos Electorales. Página 646. 

Memoria Histórica de la Transición Democrática en México. LX Legislatura.  Miguel 

Ángel Porrúa. UNAM.   

Promulgación de la  Ley General en Materia de Delitos Electores.  



172 
 

En el contexto de la reforma de nuestro sistema electoral,  El 23 de mayo del 2014 

se promulgó, la Ley General en Materia de Delitos Electorales, esta normatividad 

recogió y actualizó el catálogo de delitos electorales contenidos en el Título XXIV 

del Código Penal Federal y. Constituyó una de las tres leyes generales 

consideradas en el contexto de la aprobación del Plan México: la Ley General de 

Instituciones y Procedimientos Electorales; La Ley General en Materia de Partidos 

Políticos y la legislación mencionada en materia de delitos electorales. Recordemos 

que este Plan México fue el resultado de un gran acuerdo político cuya agenda 

contenía una amplia reforma estructural que incluyó una reforma electoral, que tuvo 

cuatro temas que condensan los cambios estructurales: a) el nuevo sistema de 

fiscalización; b) el renovado modelo de lo contencioso electoral; c) el nuevo modelo 

de coorganización (INE-OPLES) de las elecciones locales bajo la rectoría del INE y 

d) la nueva integración del Consejo General. La democracia no se construyó en un 

día. Editorial Penguin Random House. Grupo Editorial. 2021.  

Estas reformas se dieron ante la exigencia de establecer como, afirma Cesar 

Astudillo- Glosario Electoral. Pag.271. FEDE 2022. una mayor estandarización 

legislativa de manera que la reforma constitucional confirió al Congreso de la Unión 

competencia para aprobar leyes generales en materia de delitos electorales, es el 

caso que el Articulo 73, fracción XXI, inciso a) dispone la facultad del Congreso para 

expedir: a) Las leyes generales que establezcan como mínimo, los tipos penales y 

sus sanciones en las materias de secuestro, desaparición forzada de personas, 

otras formas de privación de la libertad contrarias a la ley, tortura y otros tratos o 

penas crueles, inhumanos o degradantes, así como los tipos  de delitos electorales. 

 La LGMDE, en su artículo 1º establece que es una ley reglamentaria del artículo 

73. Fracción XXI, inciso a) de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en materia de delitos electorales. Es de orden público y de observancia 

general en toda la República y tiene por objeto, en materia de delitos electorales, 

establecer los tipos penales, las sanciones, la distribución de competencias y las 

formas de coordinación entre los órdenes de gobierno. Además, tiene la finalidad 

en general de proteger el adecuado desarrollo de la función pública electoral y la 
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consulta popular a que se refiere el artículo 35. Fracción VIII de la Constitución. Al 

aprobarse y publicarse la LGMDE, se distribuyeron competencias de manera que 

en el artículo 22 les reconoce a las entidades federativas competencia para 

investigar, perseguir, procesar, sancionar los delitos establecidos en la LGMDE 

cuando no sea competente la federación conforme a las reglas ahí establecidas, en 

estas condiciones se trata de una ley, como dice Cesar Astudillo, que 

automáticamente adquiere la vocación de ley federal y ley local. Ley General en 

Materia de Delitos Electorales Comentada. FEDE 2021, Ley General en Materia de 

Delitos Electorales, Naturaleza y Competencia. Cesar Astudillo. 11. 

La LGMDE se encuentra organizada de la siguiente manera: a) Título Primero, que 

se refiere a las disposiciones de carácter general; b) Título Segundo, que 

comprende los delitos electorales en materia electoral; c) con dos capítulos que 

concentran las reglas generales y los delitos electorales en materia electoral, 

respectivamente; Título Tercero sobre las competencias, facultades y coordinación 

entre la Federación y las entidades federativas, con dos capítulos referidos en ese 

orden, a las competencias y facultades, y a la coordinación entre la Federación y 

las entidades federativas. Conviene destacar que el artículo 6º dispone que las 

penas previstas en los delitos comprendido en el Título Segundo se aplicarán con 

independencia de la sanción establecida para los tipos penales que concurran en la 

comisión de los delitos previstos en la LGMDE, pero además de ello en su párrafo 

segundo señala que el juzgador ordenará la prisión preventiva oficiosa tratándose 

de los delitos previstos en los artículos 7º. Fracción VII, párrafo tercero, 7 Bis, 11, 

Fracción II, 11 Bis, y 20, fracción II, cuando se encuentren relacionados con el uso 

de programas sociales con fines electorales. Como se sabe las medidas cautelares 

son los instrumentos con que cuenta el juzgador que puede decretar a solicitud de 

las partes o de oficio, para evitar un grave e irreparable daño, a las mismas partes 

o a la sociedad. 

LAS FISCALÍAS ESPECIALIZADAS EN MATERIA DE DELITOS ELECTORALES 

Creación de una Fiscalía Especializada en Materia de Delitos Electorales. 23 
de mayo de 2014 
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Podemos decir que la Fiscalía Especializada en Materia De delitos Electorales  

desde su creación en 1994 ha transitado por varias etapas. Dice  Santiago Nieto, 

que la propuesta de crear una instancia especializada en materia de procuración de 

la justicia penal  surge poco después del proceso electoral federal de 1988. El 

conflicto poselectoral impulsó una agenda amplia de reformas constitucionales. 

El Consejo General del IFE acordó el 28 febrero de 1994  que su presidente el 

entonces Secretario de Gobernación, promoviese ante la Procuraduría General de 

la República la creación de una Fiscalía Especial de Delitos Electorales, en esa 

virtud, el 19 de julio de 1994 apareció  en el Diario Oficial de la Federación  el decreto 

que reformó diversos dispositivos del Reglamento de la Ley Orgánica  de la 

Procuraduría General de la República y se crea la Fiscalía Especializada en Materia 

de Delitos Electorales como unidad administrativa y con el nivel de subprocuraduría. 

La FEPADE fue la responsable de atender  en forma institucionalizada, 

especializada y profesional lo relativo a los delitos electorales federales entonces 

contenidos en el Código Penal Federal, antes de la entrada en vigor  de la Ley 

General en Materia de Delitos Electorales. Santiago Nieto Castillo y Sandra Fabiola 

Valdés Méndez. Fepade: la historia como creadora de Instituciones. Elecciones 

justicia y democracia  en México. Fortaleza y Debilidades del Sistema Electoral 

,1990-2020. 

El artículo 22 de la LGMDE define el ámbito competencial de los órganos federal y 

locales de procuración de justicia electoral, señalando que las autoridades de las 

entidades federativas serán competentes  para investigar, perseguir, procesar y 

sancionar los delitos establecidos en esta Ley cuando no sea competente la 

federación. 

El artículo 21 de la Ley General en materia de Delitos Electorales establece que las 

autoridades de la Federación serán competentes para investigar y sancionar los 

delitos establecidos en esta normatividad, sean cometidos  durante un proceso 

electoral federal; se actualice alguna de las reglas de competencia previstas en la 

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, además serán competencia 
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federal cuando en los delitos electorales se inicie su ejecución, preparación o 

comisión en el extranjero, siempre y cuando produzca o se pretenda que produzca 

efectos en el territorio nacional o cuando se inicie, prepare o cometa en el territorio 

nacional , siempre y cuando  produzca o se pretenda que tenga efectos en el 

extranjero, en términos de los artículos: 2º; 3º; 4º; 5º; y 6º del Código penal federal 

o en la ley orgánica del Poder Judicial de la Federación, o que el Ministerio Público 

ejerza la facultad  de atracción en los supuestos establecidos por las formas de 

coordinación entre los órdenes de gobierno. 

La Fiscalía Especializada en Materia de Delitos Electorales conocida actualmente 

por sus siglas como FISEL, como dice Santiago Nieto  tiene como misión garantizar  

las libertades del voto y equidad en todos los procesos electorales y generar 

seguridad, certeza jurídica y paz social durante los mismos, pero además lleva a 

cabo tareas muy importantes como sería la prevención de los delitos electorales. La 

misión de este órgano ha sido  el de garantizar  las libertades del voto y equidad en 

todos los procesos electorales y generar seguridad, certeza jurídica y paz social 

durante los mismos. 

En el artículo 25 la LGMDE establece que las procuradurías y fiscalías de las 

entidades federativas deberán contar  con fiscalías especializadas  en delitos 

electorales, que actuarán como como órganos de procuración de la justicia electoral 

en los estados del país.  

Para Arturo Zamora Jiménez, con la expedición de la Ley General en Materia de 

Delitos Electorales  se consolida el denominado ¨Sistema Jurídico Penal Electoral, 

cuya institucionalidad y normatividad  persigue como propósito lo siguiente: 

• Proteger el adecuado desarrollo de la función pública electoral. 

• Proteger la consulta popular 

• Establecer los tipos penales. 

• Las consecuencias jurídicas. 

• La distribución de competencias. 
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Considerando  las recientes  modificaciones a nuestro sistema electoral, también 

podríamos agregar como propósito proteger elecciones de autoridades judiciales. 

Arturo Zamora Jiménez. Edición del Senado de la República. LXIII Legislatura. 

Delitos electorales en el nuevo orden jurídico mexicano 

DELITOS EN GENERAL Y DELITOS ELECTORALES 

 Los delitos en general  

Antes de entrar en materia del conocimiento de los delitos electorales conviene 

hacer un repaso sobre la naturaleza jurídica de los actos  violatorios de la ley y que 

están tipificados como delitos. Para el tratadista español Eugenio Cuello Calón una 

noción verdadera del delito la suministra la ley mediante la amenaza de la pena y 

señala que sin ley que lo sancione no hay delito y proporciona los aspectos 

distintivos del delito: a) El delito es un acto humano, es una acción u omisión; b) ese 

acto humano es antijurídico, está en oposición a una norma jurídica, debe lesionar 

o poner en peligro un interés jurídicamente protegido; c) ese acto debe ser un acto 

típico de una antijuridicidad tipificada; d) el acto ha de ser culpable, imputable a dolo 

(intención ) a culpa (negligencia); e) la ejecución de la acción u omisión debe estar 

sancionada con una pena. En ese sentido Cuello Calón concluye que el delito es 

una acción antijurídica, típica, culpable y sancionada con una pena. Eugenio Cuello 

Calon. Editora Nacional. 1970. Pág. 254. 

El Código Penal Federal en el artículo 7 nos proporciona la definición legal del delito 

y en los artículos 8 y 9 y nos dice que las acciones susceptibles de sanción penal 

pueden ser, en general dolosas o culposas. Además en el artículo citado, se refiere 

a la responsabilidad que tiene aquel sujeto que tenía el deber de evitar la comisión 

de un delito y distingue que los delitos pueden tener una naturaleza como: 

inmediatos, permanentes, continuos y aquellos continuados. En estos artículos del 

Código Penal Federal se establece la descripción y distinción de lo que podríamos 

considerar los delitos intencionales y aquellos cometidos por negligencia. 

Los delitos electorales 
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Para Santiago Nieto castillo los delitos electorales son aquellas acciones u 

omisiones que lesionan o ponen en peligro el adecuado desarrollo del proceso 

electoral y atentan contra las características del voto que debe ser universal, libre, 

directo, personal, secreto e intransferible, conductas que pueden cometerse por 

diversos sujetos activos, y las sanciones dependen de esa clasificación. 

En la presentación del Texto titulado “La Ley General en Materia de Delitos 

Electorales Comentada” los coordinadores de esta obra nos dicen que los delitos 

electorales constituyen conductas que vulneran o ponen en peligro el adecuado 

desarrollo de la función pública electoral y los principios constitucionales  que la 

rigen, entre ellos la libertad y secrecía  del sufragio, imparcialidad, laicidad, 

objetividad, certeza, legalidad, independencia, máxima publicidad y equidad en la 

competencia. 

La Doctora en Derecho Leticia Catalina Soto Acosta, sobre la tipología penal en 

materia de delitos electorales nos dice que la configuración actual de los delitos 

electorales  establece una relación directa entre el tipo y su sanción con el sujeto 

activo del delito; se trata de la persona cuya acción u omisión encuadra en una 

conducta descrita por la ley general y que además  cumple con la calidad de agente 

que comete el delito. En la materia electoral dependerá de la calidad específica de 

la persona que comete el ilícito: bien sean particulares, funcionarias y funcionarios 

electorales; ministras y ministros de cultos religiosos; personas servidores públicos, 

para determinar la sanción del hecho en el proceso electoral. Nos dice la autora que 

estamos en presencia de una ley que vincula al agente comisor con un resultado y 

cuyo objeto es sancionar  e inhibir conductas, agresiones y faltas que vulneren 

gravemente las elecciones. Existe, dice Soto Acosta como presupuesto que los 

delitos electorales operan bajo la lógica del dolo y sentencia que no hay delitos 

electorales culposos. Leticia Catalina Soto Acosta. La Ley General en Materia de 

Delitos Electorales Comentada. Objeto y definiciones. Página 31. 

A propósito de los agentes comisorios de los delitos electorales. Zamora Jiménez 

nos dice que a fin que pueda sancionarse a una persona por delitos de esta 

naturaleza, debe estarse  en condiciones de punibilidad que nos permitan llegar a 
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la conclusión de que los comportamientos prohibidos por la legislación penal –

electoral se llevaron a cabo a través de conductas típicas, antijurídicas, imputables 

y por ende punibles. Cuando esto no sucede queda prohibido, en virtud del principio 

de legalidad y de certeza jurídica, imponer pena alguna cuando concurren algunas 

de las causas  de exclusión del delito que contempla el Código Penal Federal en el 

artículo 15. 

SUJETOS ACTIVOS Y PASIVOS DE LOS DELITOS ELECTORALES  

Tutela del Derecho Penal Electora 

Para Zamora Jiménez el objeto de protección del Derecho Penal Electoral  sería a 

través de las siguientes condiciones: a) la función electoral adecuada, b) el respeto 

en un marco de libertad de la expresión de la voluntad popular; la libertad plena del 

sufragio, d) el desarrollo normal de los procesos  electorales  en cuanto a su 

transparencia  y limpieza, e) la garantía que se debe dar al secreto del voto y como 

consecuencia la  opción libre  por una u otra candidatura que le corresponde al 

ciudadano, f) en algunos supuestos se considera como bien jurídico a tutelar la 

equidad en las contiendas electorales,  el correcto desarrollo de las actividades  de 

servidores públicos, la legítima aplicación de los recursos públicos en los procesos 

electorales, la protección del erario público previsto en el Código penal federal y;  

así como, la soberanía nacional ante el supuesto de la injerencia indebida  de 

extranjeros. 

Sujetos pasivos de los delitos electorales 

En general puede considerarse que los sujetos pasivos del delito se refieren a los 

titulares del bien jurídico afectado en la comisión de un acto ilícito. En el caso de los 

delitos electorales, Octael Nieto Vázquez señala que los sujetos pasivos, pueden 

entenderse tanto la ciudadanía como titular de la soberanía de su voto, así como el 

Estado en tanto organizador de las elecciones y responsable de preservar el Estado 

de derecho. Octael Nieto Vázquez. Glosario Penal Electoral. FEDE. 2022. Pág.182.  
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Para Arturo Zamora Jiménez El sujeto pasivo del delito es el titular del interés 

jurídico protegido por el tipo penal, mientras el sujeto pasivo de la conducta  es la 

persona sobre la cual  se desenvuelve  la actividad del autor, sea o no titular del 

bien jurídico a proteger. 

Sujetos activos de los delitos electorales. 

Como sabemos  el sujeto activo  del delito  es la persona cuya acción u omisión 

encuadra en la conducta descrita  por la ley general,  en este caso la Ley general 

en Materia de delitos Electorales, que como lo dice  Leticia Catalina Soto Acosta: 

en la configuración actual de los delitos electorales  se establece una vinculación 

directa entre el tipo  y su sanción  con el sujeto activo del delito, que es quien tiene 

la calidad de agente comisar.  

El autor Enrique Díaz Aranda en su obra, Lecciones de Derecho Penal para el 

Nuevo Sistema de Justicia en México, refiere que el sujeto activo del delito es aquel 

que realiza la conducta que normativamente se considera como prohibida sea de 

acción o de omisión, es decir ejecuta el hecho señalado por la ley como delito. Se 

desprende de ese enunciado que sólo una persona física puede ser la ejecutora de 

una acción que tiene relevancia para el derecho penal, como sabemos. uno de los 

elementos del tipo penal lo constituye un comportamiento que ofenda y lesione a la 

sociedad. Cuello Calon afirma que únicamente la persona individual puede ser 

responsable criminalmente porque sólo en ella se da la unidad de conciencia y 

voluntad que es la base de la imputabilidad. La voluntad como potencia y como 

facultad de querer sólo es posible en la persona física. Cuello Calon. Derecho Penal. 

Editora Nacional 1970.Pág 282  

Al respecto la LGMDE en su tipología establece de manera particular una serie de 

delitos que pueden ser cometidos por sujetos activos debidamente especificados. 

En el articulado de la LGMDE se enuncian una serie de figuras que actuando como 

sujetos activos de la comisión de delitos electorales esta ley general les dedica 

atención de manera que describe aquellos tipos de delitos electorales que pueden 

cometer por acción u omisión 
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La ley General en Materia de Delitos Electorales en su artículo 3, además de 

consignar algunas definiciones jurídicas, entre otras señala a las a las figuras de los 

sujetos activos de los delitos electorales.  

BIENES JURIDICOS TUTELADOS POR LOS DELITOS ELECTORALES 

Bienes jurídicos tutelados por la ley.  

Adriana Guadarrama Chaparro nos dice que el bien jurídico se encuentra en las 

normas penales y es objeto de protección ante posibles afectaciones o lesiones que 

lo pongan en peligro, por ello, constituye una base fundamental en el sistema 

jurídico como parte de la antijuridicidad material y “ es recogido por un tipo de delito 

como objeto jurídico de protección, cuyo titular es el sujeto pasivo, una persona, el 

Estado, la sociedad o la comunidad internacional”, de ahí su característica, esencial 

de proteger, así concluye la autora que el “bien jurídico protegido” es definido desde 

el derecho penal como el “bien tutelado por el Estado con ocasión de la tipificación 

de una determinada conducta como delito o falta”. Adriana Guadarrama Chaparro. 

Glosario Penal Electoral. FEDE. 2022.Pag. 67. 

Al referirnos a bienes jurídicos los autores coinciden en que se trata de bienes en 

un sentido jurídico, que han sido reconocidos por el legislador al percibir su 

importancia en la vida de la colectividad organizada políticamente, y en efecto al 

bien lo ampara el derecho positivo, en ese sentido el bien jurídico le da sentido y 

finalidad a las normas penales que tipifican delitos.  

La autora Adriana Guadarrama nos dice que el Estado mexicano cuenta en su 

legislación con un conjunto de delitos, en este caso electorales y sus “bienes 

jurídicamente protegidos” cuyo objetivo es salvaguardar la libertad individual y 

colectiva en las elecciones. Particularmente en materia electoral “la protección de 

los bienes jurídicos constituye la esencia de la  tipificación de conductas antijurídicas 

que atentan contra los principios constitucionales y fundamentales, como la 

soberanía nacional del pueblo y la renovación de poderes mediante elecciones 

libres, auténticas y periódicas.” 
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Sobre el tema de los bienes jurídicos, Rene González de la Vega, en su obra 

Derecho Penal dice “encontramos el tutelaje de tres bienes en esta regulación 

jurídica, fundamentales al Derecho: la libertad del sufragio; que se conculca con el 

uso de la fuerza; la honestidad del proceso electoral, que se afecta con la 

corrupción, y la sinceridad del sufragio universal, que es dañada por el fraude 

electoral”. Rene González de la Vega. Derecho Electoral Penal. Editorial 

Porrúa.1997. P. 266. 14  

Arely Gómez González, propone como bienes jurídicos tutelados por la ley que 

sanciona los delitos electorales, entre otros, al sufragio libre, secreto, directo e 

intransferible y la equidad en la contienda. Arely Gómez González. Ley General en 

Materia de Delitos Electorales Comentada. Página 91.  

Como se advierte son variadas las visiones de los autores sobre los bienes jurídicos 

que se pueden ver afectados por la comisión de delitos electorales, sin embargo, 

son coincidentes en los distintos valores y principios que les dan materia a los 

bienes jurídicos tutelados por la LGMDE. 

Como se ha dicho la LGMDE establece como finalidad general, proteger el 

adecuado desarrollo de la función pública electoral y la consulta popular, sin 

embargo, del análisis de su articulado se desprenden bienes jurídicos específicos 

tutelados por su articulado. 

 Adecuado desarrollo de la función pública electoral como bien jurídico 
general  

Como se ha dejado asentado la tipificación de los delitos electorales tiene como 

objeto cuidar un desarrollo adecuado de la función pública electoral en general, 

incluyendo en ello el desarrollo de los procesos de consulta. Como sabemos un 

proceso electoral es la suma de actos que se despliegan en diferentes etapas, como 

son la preparación de la elección, el desarrollo y realización de la jornada electoral, 

la etapa de cómputos y la calificación de la elección, una construcción que ha de 

darse respetando las reglas y principios del sistema electoral, de manera que para 

la realización del proceso electoral sea necesario un adecuado desarrollo de la 
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función electoral, cuidándose que no se altere y se lleve a cabo con total 

trasparencia y apego a los principios de certeza, legalidad, independencia, 

objetividad, imparcialidad y plena publicidad.  

Bienes jurídicos específicos tutelados por la Ley General en Materia de Delitos 
Electorales. 

Bienes jurídicos específicos tutelados por la LGMDE Constituyen un importante 

número los bienes jurídicos comprendidos en las normas contenidas  en la LGMDE: 

el adecuado desarrollo de la función electoral; libertad, secrecía del voto, certeza, 

objetividad, independencia, imparcialidad, equidad en la competencia política, 

máxima publicidad, transparencia, rendición de cuentas; separación de la iglesia y 

el estado; equidad en la competencia política; apego a la ley en la administración y 

suministro de recursos públicos; neutralidad de los funcionarios públicos; protección 

a la inviolabilidad de los paquetes electorales; autenticidad de los resultados 

electorales; igualdad sustantiva, respeto a los derechos políticos de la mujer, 

respeto al derecho de la mujer a desempeñar un cargo, que la mujer viva en una 

sociedad exenta de violencia, particularmente de violencia política. 

Libertad del sufragio efectividad y certeza del voto (las características del 
voto: universal, libre, secreto y directo.) 

La libertad de sufragio es un elemento indispensable de todo Estado democrático 

Constitucional, sustentado en el derecho humano a votar con un enfoque de 

igualdad y libertad. En una democracia representativa la acción de votar resuelve la 

parte formal de la integración de la representación política, de acuerdo con reglas 

constitucionales y legales.  

La libertad del sufragio es un derecho legalmente reconocido al ciudadano para 

emitir su voto con libertad reconociendo que el voto tiene tal importancia que un solo 

sufragio puede afectar el resultado de una elección. Jorge Montaño Ventura agrega 

al respecto que uno de los más importantes bienes jurídicos tutelados es el libre 

ejercicio del voto, característico de una República democrática, tratando de evitar 

que la emisión del voto se dé bajo presión, o se altere su libertad,  sea por la presión 
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ejercida por fuerzas externas o poderes públicos o fácticos alterando la 

conformación democrática de la representación popular. Jorge Montaño Ventura. 

Delitos Electorales. Ley General en Materia de Delitos Electorales Comentada. 

FEDE.2021. Pág.221 

 Julio Cesar Bonilla Gutiérrez argumenta que la libertad de sufragio tiene como 

precondición su observancia efectiva y garantía institucional. La libertad del sufragio 

se relaciona con el concepto de la igualdad ante la ley, toda vez que el derecho al 

voto (activo y pasivo) y su libre ejercicio reconocen el igual derecho de toda persona 

a participar en un proceso de toma de decisiones y desde un punto de vista 

colectivo, el derecho al voto y la libertad de sufragio protegen los intereses que 

grupos de ciudadanas y ciudadanos tiene en los sistemas de elección y 

representación que distribuyen equitativamente el poder político. Julio Cesar Bonilla 

Gutiérrez, Ley General en Materia de Delitos Electorales Comentada. FEDE. Pág. 

274  

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos consigna en su artículo 

35 los derechos de la ciudadanía y les reconoce los derechos de votar y ser votada 

en condiciones de paridad, de registrarse en calidad de candidaturas 

independientes y el derecho de asociación para tomar parte de los asuntos políticos 

del país y de participar en consultas populares.: A su vez la Ley General de 

Instituciones y Procedimientos Electorales en su Libro Segundo, Título Primero 

referido a la participación de los ciudadanos en las elecciones, en su artículo 7 

detalla los derechos de la ciudadanía: 

Artículo 7.   

1. Votar en las elecciones constituye un derecho y una obligación que se ejerce 

para integrar órganos del Estado de elección popular. También es derecho 

de los ciudadanos y obligación para los partidos políticos la igualdad de 

oportunidades y la paridad entre hombres y mujeres para tener a acceso a 

cargos de elección popular.  
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2. El voto es universal, libre secreto, directo, personal e intransferible. Quedan 

prohibidos los actos que generen presión o coacción a los electores.  

3. Es derecho de los ciudadanos ser votado para todos los puestos de elección 

popular, teniendo las calidades que establece la ley de la materia y solicitar 

su registro de manera independiente, cuando cumplan los requisitos, 

condiciones y términos que determine esta ley. 

4. Es derecho y obligación de los ciudadanos, votar en las consultas populares 

sobre temas de trascendencia nacional, en los términos que determine la ley 

de la materia y en los procesos de participación ciudadana que estén 

previstos en la legislación correspondiente. 

Principio rector de certeza 

Son varios los tipos penales contemplados por la LGMDE que protegen el valor de 

la certeza, que en materia electoral significa que los procedimientos electorales 

deben ser concebidos por la ciudadanía con toda claridad y que 

independientemente de que los actos de autoridad puedan ser impugnados queden 

firmemente asentados y los resultados sean claros e indubitables, también pude 

asumirse este principio de certeza como la necesidad de que todas las acciones 

que realice la autoridad electoral se caractericen por su veracidad y certidumbre, 

que estén apegadas a los hechos y a la verdad y que los resultados de dichas 

acciones sean comprobables y fidedignas.  

Acceso de las mujeres a una  vida libre de violencia  

Bienes jurídicos protegidos por los tipos penales previstos en el artículo 20 Bis y 

que protegen a la mujer contra la violencia por razones de género, bienes jurídicos 

tutelados por la LGMDE y que protegen a la mujer contra la violencia política contra 

las mujeres por razones de género: los derechos políticos y electorales; igualdad 

sustantiva entre mujeres y hombres, el libre ejercicio del voto, la equidad en las 

contiendas; el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones inherentes a su cargo, 

labor o actividad; el libre desarrollo de la función pública; su libertad en toma de 

decisiones, la libertad para organizarse; acceso y ejercicio a las prerrogativas 
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tratándose de precandidaturas y o candidaturas y la igualdad sustantiva entre 

mujeres y hombres.  

Equidad e imparcialidad en la administración de recursos públicos por parte 
de servidores públicos.  

El artículo 134 constitucional establece la obligación a los servidores públicos de la 

federación, las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones 

territoriales de la Ciudad de México para que hagan un uso correcto de los recursos 

económicos que están bajo su responsabilidad sin influir en la equidad de la 

competencia entre los partidos políticos. Además de que este artículo obliga al 

deber a la imparcialidad y a la equidad a los funcionarios público, obliga también a 

la fiscalización de los mismos. De manera que los distintos tipos delitos electorales 

17 que acogen este bien jurídico en específico tutelan los valores de la equidad e 

imparcialidad a que están obligados los servidores públicos.  

Dice Marco Antonio Baños que la equidad electoral busca nivelar el terreno de la 

competencia política, para que, si se refrendan o cambian partidos en el poder, sea 

a partir de una competencia justa, el abanico plural de alternativas dependa de la 

decisión popular y no de acomodar el terreno disparejo para inducir ganadores 

predefinidos. Marco Antonio Baños. Glosario Penal Electoral. FEDE.2022. Pág. 221. 
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Dr. Antonio Sorela Castillo

“La democracia de cualquier Estado no muere de golpe;
se desgasta con cada delito que contamina el proceso electoral."
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